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IV. PACTO POR LA SOSTENIBILIDAD: PRODUCIR CONSERVANDO 
Y CONSERVAR PRODUCIENDO 

 

Este Pacto tiene por objetivo consolidar procesos que faciliten un equilibrio entre la 
conservación del capital natural, su uso responsable y la producción nacional, de 
forma tal que la riqueza natural del país sea apropiada como un activo estratégico 
de la Nación, contrarrestando las dinámicas actuales de deforestación, la 
degradación de los ecosistemas y la mitigación del cambio climático, mediante la 
gestión integral de las áreas ambientales estratégicas para el país.  

De otro lado, para el país es prioritario contar con información pertinente y 
accesible que permita identificar intervenciones estratégicas para prevenir y 
reducir el riesgo de desastres y lograr la adaptación al cambio climático, que aporte 
a la construcción de un país resiliente, minimice los impactos de los desastres y 
mejore las condiciones de seguridad para el territorio, la población y sus medios 
de vida. 

A continuación, se presenta el progreso de los indicadores de las cuatro líneas que 
componen este Pacto que miden la evolución de las acciones realizadas por el 
Gobierno nacional para dar cumplimiento a los objetivos enunciados anteriormente. 
Este Pacto presenta un avance con corte a 31 de diciembre de 2020 del 95 % para la 
vigencia y de un 37 % para el cuatrienio. 
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A. SECTORES COMPROMETIDOS CON LA SOSTENIBILIDAD Y LA MITIGACIÓN DEL 
CAMBIO CLIMÁTICO 

Esta línea busca afianzar el compromiso de las actividades productivas con la 
sostenibilidad y la mitigación del cambio climático, que armonice la producción 
económica con la conservación y el uso eficiente de los recursos para alcanzar la 
premisa de Producir Conservando y Conservar Produciendo.  

En este sentido, se logró una reducción acumulada de 30,9 millones de toneladas de 
emisiones de gases efecto invernadero (tCO2eq) 16 . Durante 2020 hubo una 
reducción de 19.181.362 de tCO2eq, mediante la reducción de la deforestación y la 
implementación de proyectos de desarrollo bajo en carbono, que muestra un avance 
del 85,86 % de la meta cuatrienal (gráfico IV-1). 

Gráfico IV-1. Reducción acumulada de emisiones de Gases Efecto Invernadero. 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, MinAmbiente. 

Adicionalmente, el 33,7 % de estaciones de calidad del aire registraron 
concentraciones anuales por debajo de 30 µg/m3 de partículas inferiores a 10 
micras (PM10) 17  durante 2019. Lo anterior se logró pasando de 22 estaciones 
equivalentes al 30,1 % en 2018 a 28 estaciones correspondiente al 33,7% en 2019, 
con lo cual se alcanzó el 90% de la meta cuatrienal del 35 % propuesta en el PND 
2018-2022 (gráfico IV-2). 

  

 
16 Para 2020 las reducciones de las emisiones de gases efecto invernadero corresponden particularmente a los 

proyectos de mecanismos de desarrollo limpio (MDL) y a los esfuerzos llevados a cabo en materia de 
reducción de la deforestación. 

17  Particulate matter (PM). Para monitorear la calidad del aire se miden varios contaminantes, el más 
importante es el material particulado (PM) por su impacto en la salud, la biodiversidad y la infraestructura, 
el cual es una mezcla de contaminantes sólidos y líquidos como los sulfatos, los nitratos, el amoniaco, el 
cloruro de sodio, el hollín, polvos minerales y el agua. Por otra parte, el número 10 se refiere a que el tipo de 
material mide 10 micrones o menos. 
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Gráfico IV-2. Porcentaje de estaciones de calidad del aire que registran concentraciones anuales por 
debajo de 30 µg/m3 de partículas inferiores a 10 micras (PM10), 2017-2019 

 
Fuente: DNP-Sinergia, MinAmbiente. 

Sumado a lo anterior, durante 2019 hubo un aumento de 110.301,90 toneladas de 
residuos peligrosos y especiales sujetos a gestión posconsumo 18 , pasando de 
475.158 en 2018 a 585.459 en 2019, alcanzando el 35,58 % de la meta establecida 
el PND 2018-2022.  

Por su parte el sector Agricultura y Desarrollo Rural en el marco del propósito que 
los sectores y territorios asuman compromisos de responsabilidad frente a la 
sostenibilidad y la adaptación del cambio climático, para 2020 se establecieron 
17.807 nuevas hectáreas con sistemas de producción de ganadería bovina 
sostenible, para un total de 89.807 hectáreas en el cuatrienio. Lo anterior, se logró 
con una estrategia de MinAgricultura con cooperantes internacionales en 
departamentos como Caquetá, Guaviare, Sucre, Arauca y Santander. Con este 
resultado se cumplió la meta de 82.000 hectáreas establecida para la vigencia 2020. 

Así mismo y basados en el compromiso de la mitigación del cambio climático, a 
diciembre de 2020 se registraron 4.259 vehículos eléctricos en el RUNT, lo cual 
evidencia que la meta 2.251 vehículos programada para esta vigencia se superó en 
2.008 vehículos. Adicionalmente, se realizaron gestiones con el fin de crear las 
condiciones habilitantes para la transición hacía la movilidad de cero y bajas 
emisiones, por lo cual se programaron reuniones para evaluar la pertinencia de 
proyectos de transporte masivo eléctricos y condiciones excepcionales en 
parqueaderos para incentivar el uso de vehículos eléctricos. 

B. BIODIVERSIDAD Y RIQUEZA NATURAL: ACTIVOS ESTRATÉGICOS DE LA NACIÓN 

El Gobierno nacional tiene por objetivo potencializar acciones para la conservación 
de la biodiversidad a través de su uso sostenible, esto le permite apalancar 
oportunidades para desarrollar alternativas productivas económicas incluyentes y 

 
18 El indicador presenta con 180 días de rezago y mide la cantidad (en toneladas) de residuos sujetos a gestión 

posconsumo recolectados y gestionados de manera ambientalmente adecuada, como medida para prevenir 
y minimizar los impactos negativos a la salud y al ambiente por una gestión inadecuada de estos. 
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basadas en el capital natural, para que los habitantes del territorio nacional puedan 
producir conservando y conservar produciendo. 

En este sentido, durante 2020 se consolidaron 195.711 hectáreas bajo sistemas 
sostenibles de conservación —restauración, sistemas agroforestales y manejo 
forestal sostenible, lo anterior permitió llegar a 896.711 hectáreas de estas áreas en 
lo corrido de este Gobierno —. Con lo anterior se cumplió el 75,90 % de la meta 
establecida para este periodo — 958.867 hectáreas— (gráfico IV-3). 

Gráfico IV-3. Áreas bajo sistemas sostenibles de conservación. 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, MinAmbiente. 

Adicionalmente, durante 2019 se redujo en un 35 % la tendencia de crecimiento de 
la deforestación proyectada por el Instituto de Hidrología, meteorología y Estudios 
Ambientales (IDEAM). En 2019, 158.894 hectáreas fueron deforestadas en 
Colombia, una reducción del 19 % con respecto a la cifra reportada en 2018 de 
197.159 hectáreas, lo que significa que se evitó deforestar 38.265 hectáreas 
producto de la estrategia de control deforestación; la región Amazonía presentó la 
mayor disminución de la superficie deforestada con 39.920 hectáreas. Con ello se 
cumplió la meta establecida para este periodo cifrada en el 15 % (gráfico IV-4). De 
igual manera, a finales del año 2020 se expidió el Conpes 4021 “Política Nacional 
para el control de la deforestación y la gestión sostenible de los bosques”, el cual 
tiene como objetivo implementar estrategias transectoriales que contribuyan al 
cumplimiento de la meta de reducción de la deforestación en el territorio nacional, 
con una proyección a 10 años. 

Gráfico IV-4. Deforestación en Colombia. 2017-2019 

 
Fuente: DNP-Sinergia, MinAmbiente. 
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C. COLOMBIA RESILIENTE: CONOCIMIENTO Y PREVENCIÓN PARA LA GESTIÓN DEL 
RIESGO DE DESASTRES Y LA ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO 

El PND 2018-2022, promueve condiciones óptimas para que los territorios y los 
sectores prevengan y reduzcan sus riesgos, minimicen los impactos negativos 
asociados a los desastres y, a la vez, se adapten y aprovechen las oportunidades 
favorables que el cambio climático puede representar para el desarrollo. 

En este sentido, durante 2020 tres autoridades ambientales adoptaron la 
metodología de Evaluación de Daños y Análisis de Necesidades Ambientales. En esta 
vigencia, la Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare 
(CORNARE), adoptó la metodología con el evento de incendio forestal, en el 
municipio de El Retiro (Antioquia) y la Corporación Autónoma Regional de los Valles 
del Sinú y del San Jorge (CVS) con el evento de incendio forestal, en el municipio de 
Cereté (Córdoba). Estas dos Corporaciones Autónomas Regionales se suman a la 
implementación de la metodología hecha por la Corporación Autónoma Regional de 
Cundinamarca (CAR) con el evento de incendio forestal, en el municipio de Nimaima 
(Cundinamarca). Con ello se cumplió la meta de 3 establecida para la vigencia. 

Adicionalmente, durante 2020 el 65 % de los departamentos del país 
implementaron iniciativas de adaptación al cambio climático orientadas por las 
autoridades ambientales. En el 2020 se sumaron nueve departamentos a los 12 que 
en 2019 implementaron iniciativas de adaptación al cambio climático para un total 
de 21 en lo corrido del cuatrienio, estos departamentos son: Boyacá, Amazonas, 
Caquetá, Putumayo, Nariño, Cundinamarca, Sucre, Bolívar, Antioquia, Cesar, 
Magdalena, Vaupés, Guaviare, Valle del Cauca, Santander, La Guajira, Cauca, Guainía, 
Córdoba, Meta y Chocó, con lo que se cumplió la meta del 20 % establecida para 
este periodo. 

De igual manera, durante 2020 se redujo en un 48,74 % las personas que se vieron 
afectadas en su integridad o en sus bienes a causa de eventos recurrentes. Lo 
anterior indica que 381 personas por cada cien mil habitantes presentaron algún 
tipo de afectación por inundaciones, avenidas torrenciales y/o remoción en masa 
(gráfico IV-5). De estas afectaciones, el 34 % correspondieron a inundaciones siendo 
las de mayor participación y con mayor incidencia de afectación en Cartagena 
(Bolívar), Vigía del Fuerte (Antioquia), Uribia (La Guajira), Fundación (Magdalena) 
y Timbiquí (Cauca). 
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Gráfico IV-5. Tasa de personas afectadas a causa de eventos recurrentes por cada 100.000 habitantes, 
2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, DAPRE. 

D. INSTITUCIONES AMBIENTALES MODERNAS, APROPIACIÓN SOCIAL DE LA 
BIODIVERSIDAD Y MANEJO EFECTIVO DE LOS CONFLICTOS SOCIOAMBIENTALES 

Uno de los propósitos del Gobierno nacional es contar con instituciones ambientales 
modernas para gestionar un manejo efectivo de los conflictos socioambientales y el 
seguimiento de estos. Para medir el cumplimiento de estos objetivos, se definió en 
el PND 2018-2022 aumentar el desempeño institucional de las Corporaciones 
Autónomas Regionales (CAR), el desarrollo de acuerdos y agendas 
interministeriales y la gestión de solicitudes de licencias ambientales. 

En consecuencia, durante 2019 el Índice de Evaluación de Desempeño Institucional 
(IEDI) de las Corporaciones Autónomas Regionales fue del 65,30 %, en dicha 
vigencia 18 corporaciones estuvieron por encima del promedio nacional, siendo la 
Corporación Autónoma Regional del alto Magdalena (CAM) la que obtuvo un mayor 
desempeño con 88,3%, mientras que, la Corporación Autónoma Regional del Canal 
del Dique (CARDique), presentó el menor desempeño con 34,5%. Con ello se 
cumplió la meta del 61 % establecida para el periodo.  

Adicionalmente, durante 2020 se contó con 11 acuerdos y agendas 
interministeriales y productivas implementadas. En esta vigencia se suscribieron 
siete acuerdos y agendas interministeriales que se suman a los cuatro en 2019, de 
las cuales el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MinAmbiente) inició 
durante esta vigencia la implementación de 2 agendas interministeriales, suscritas 
con las carteras de Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio (MinVivienda) y 
Ministerio de Minas y Energía (MinEnergía), y cinco acuerdos productivos con la 
Asociación de Empresas de Servicios Públicos y Comunicaciones (ANDESCO), la 
Asociación Colombiana de Petróleos (ACP), la Corporación Autónoma Regional del 
Río Grande de la Magdalena - Cormagdalena, ECOPETROL y la Federación Nacional 
de Productores de Panela (Fedepanela). Con ello se cumplió la meta de 7 acuerdos y 
agendas establecida para este periodo. 
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De igual manera, durante 2020 se logró el 100 % de solicitudes de licencias 
ambientales competencia de la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 
(ANLA) resueltas dentro de los tiempos establecidos en la normatividad vigente. En 
esta vigencia la ANLA debía emitir respuesta a 84 solicitudes para resolver así: 46 
solicitudes de licencias ambientales nuevas y 38 modificaciones a licencias 
ambientales. Con lo anterior se cumplió la meta establecida para este periodo 
cifrada en el 83 %. 
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V. PACTO POR LA CIENCIA, LA TECNOLOGÍA Y LA INNOVACIÓN: 
UN SISTEMA PARA CONSTRUIR EL CONOCIMIENTO DE LA 
COLOMBIA DEL FUTURO 

 

El Gobierno nacional ha identificado el conocimiento como parte fundamental del 
desarrollo social y económico del país. Para el periodo 2018-2022, Colombia 
duplicará la inversión en ciencia, tecnología e innovación (CTeI), fortalecerá los 
programas de investigación científica y afianzará el capital humano a través de una 
mayor interacción entre gobiernos territoriales, firmas, universidades y centros de 
investigación. Considerando lo anterior, este pacto busca robustecer la 
institucionalidad a partir del desarrollo efectivo de los sistemas nacionales y 
regionales de innovación; el propósito: movilizar el talento, impulsar empresas de 
base tecnológica y cerrar brechas sociales a través de la potencialización de las 
capacidades productivas regionales.  

Es importante resaltar que, por primera vez en la historia de Colombia, en el PND 
existe un Pacto exclusivo para CTeI, cuyo contenido refiere las siguientes líneas de 
acción: 1) desarrollar sistemas nacionales y regiones de innovación integrados, 2) 
más ciencia, más futuro: compromiso para duplicar la inversión pública y privada 
en Ciencia, Tecnología e Innovación, 3) ciencia, tecnología e Innovación para el 
desarrollo productivo territorial y 4) innovación pública para modernizar 
el gobierno.  

A continuación, se presenta el progreso de los indicadores por cada una de las cuatro 
líneas que componen este pacto, el cual presentó un avance con corte a 31 de 
diciembre de 2020 del 93,88% y en relación con el cuatrienio del 32,25 %.  

A. DESARROLLO DE SISTEMAS NACIONALES Y REGIONALES DE INNOVACIÓN 
INTEGRADOS Y EFICACES 

Dentro de los principales retos del Gobierno nacional se encuentra el 
fortalecimiento de la gobernanza y la institucionalidad del Sistema Nacional de 
Ciencia, Tecnología e Innovación (SNCTI), de manera tal que existan mecanismos de 
coordinación y armonización entre las entidades públicas, el sector productivo, la 
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academia y la sociedad. Esto con el propósito de que el país y las regiones impulsen 
el desarrollo económico y social a través de la CTeI. Adicionalmente, para incentivar 
la innovación en productos agropecuarios, el PND 2018-2022 tiene como objetivo 
desarrollar mecanismos para brindar lineamientos y promover sistemas 
territoriales de innovación agropecuaria, que busquen mejorar la competitividad 
del campo colombiano.  

Es así como, en aras de mejorar la gobernanza y la institucionalidad del SNCTI, 
durante 2020 se impulsaron 15 acuerdos de transferencia tecnológica o 
conocimiento apoyados por Colciencias, a través de la convocatoria que “promueve 
la creación y el fortalecimiento de emprendimientos con base tecnológica tipo Spin-
Off académicos, los cuales apoyan la repotencialización económica y posibilitan el 
resurgimiento del tejido empresarial en el territorio colombiano”. El 
acompañamiento a las empresas de base tecnológica incluyó las siguientes fases: 1) 
diagnóstico inicial, 2) desarrollo por fases: creación, fortalecimiento y lanzamiento 
y consolidación y 3) ejecución actividades transversales con el spin off para la 
generación de conexiones con aliados y clientes potenciales. De esta manera, se 
alcanzó el cumplimiento de 7,14 p. p., de la meta de 11 acuerdos establecida para 
2020 y un avance del 55,93 % frente a la meta cuatrienal de 59 acuerdos. 

Adicionalmente, en el marco de fortalecer la base tecnológica de los productos 
agropecuarios a partir de los resultados de investigación y desarrollo, durante 2020, 
se formularon 17 nuevas ofertas tecnológicas por cadena productiva y zona 
agroecológica, para un total de 66 ofertas en el cuatrienio. En este sentido, la 
Corporación Colombiana de Investigación Agropecuaria (Agrosavia), en 
coordinación con MinAgricultura, crearon ofertas tecnológicas de productos como 
cacao, yuca industrial, frijol, papa, maíz, entre otros. Con estos resultados se alcanzó 
un sobrecumplimiento de la meta de 46 ofertas propuesta para 2020 y un 75 % de 
la meta del cuatrienio (gráfico V-1). 

Gráfico V-1. Oferta tecnológica por cadena productiva y zona agroecológica formulada, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, MinAgricultura. 
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B. MÁS CIENCIA, MÁS FUTURO: COMPROMISO PARA DUPLICAR LA INVERSIÓN 
PÚBLICA Y PRIVADA EN CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN 

Es clave para Colombia dinamizar la efectividad de la intervención pública y privada 
a través de la inversión en Actividades de Ciencia Tecnología e Innovación (ACTI). 
En esta línea, el PND se ha planteado estrategias que afronten la baja participación 
de la inversión en investigación y desarrollo (I+D), y ACTI dentro del presupuesto 
de inversión, y fortalezcan los incentivos de la inversión privada en el sector.  

 Sumado a esto, se propende por articular la planeación y ejecución de recursos de 
CTeI, teniendo una visión a largo plazo que genere cambios en los diferentes 
sectores y actores. Entre estos se encuentran: empresas, universidades, centros de 
investigación, regiones, el sector público y demás miembros de la sociedad civil que 
participan en la generación de conocimiento. 

Con respecto a la generación de incentivos para promover la inversión privada en 
ciencia, tecnología e innovación, el Consejo Nacional de Beneficios Tributarios 
durante 2020, a través de distintas convocatorias asignó $1,50 billones en cupo de 
inversión para deducción y descuento tributario. Lo anterior significó un aumento 
del 50 % frente al año 2019 y un cumplimiento de 25 p. p., frente la meta establecida 
para 2020 de $1,20 billones; asimismo, indicó un avance del 52,08 % en relación con 
la meta cuatrienal de $4,80 billones. 

En el mismo camino hacia incentivar los procesos de innovación durante 2020, se 
apoyó a 1.100 organizaciones en los pactos por la innovación, lo cual representó un 
aumento del 83,33 % frente al año 2019, dando un cumplimiento de la meta 
establecida para 2020 del 73,33 % y un avance frente a la meta cuatrienal del 
40,48 % establecida en 4.200 organizaciones apoyadas. Como parte de los 
resultados que generan impacto en el sector productivo se resalta: 

1) El desarrollo de proyectos en 54 municipios de 18 departamentos del país: 
Bogotá D.C., 487.076, Antioquia, 359.598; Valle del Cauca, 171.089; 
Santander, 115.635; Córdoba, 114.615; Atlántico, 82.666; Cundinamarca, 
54.596; Boyacá, 30.457; Caldas, 24.243; Meta, 10.231; Risaralda, 9.999; 
Bolívar, 3.529; Quindío, 2.493; Magdalena, 2.086; Cauca, 1.779; Huila, 459; 
Arauca, 63; Tolima, 53 y Cesar, 22. 

2) Son 13 los sectores principales con inversiones aprobadas destinados a 
iniciativas aprobadas de CTeI, así: financiero y de seguros, el 27,3 %; 
industria manufacturera, el 23 %; minero, el 19 %; electricidad y gas, el 
10 %; información y comunicaciones, el 4,54 %; comercio, el 2,9 %; salud 
y transporte, el 2,4 % cada uno, entre otros. 

3) Son 312 empresas apoyadas, de las cuales 136 son mipymes y 
176 grandes. 
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4) Hay 476 proyectos aprobados, así: 36 de investigación científica, 116 de 
desarrollo tecnológico y 324 de innovación. 

C. TECNOLOGÍA E INVESTIGACIÓN PARA EL DESARROLLO PRODUCTIVO Y SOCIAL 

La inversión destinada a mejorar las capacidades y la calidad de los trabajadores en 
la investigación y el desarrollo social, en aras de optimizar el desarrollo del capital 
humano altamente calificado se hace fundamental. Para esto se trazaron los 
siguientes objetivos: 1) formación y vinculación laboral de capital humano; 
2) fomentar la generación de nuevo conocimiento con estándares internacionales; y 
3) fomentar la mentalidad y cultura para la CTeI. 

En este orden de ideas, el país continúa realizando esfuerzos para apoyar a jóvenes 
profesionales que buscan recursos con los cuales financiar sus estudios de doctorado. 
Es así como durante 2020 se registraron 977 nuevas becas y nuevos créditos beca para 
la formación de doctores, a través de las siguientes convocatorias: 1) Colfuturo, 
2) MinCiencias-Fulbright, 3) Convocatoria de Becas de Excelencia Doctoral del 
Bicentenario y 4) Ecopetrol, con lo cual se cumplió con la meta de 920 becas establecida 
en 2020, además de evidenciarse un aumento frente al año 2019 de 2 p. p. Asimismo, se 
registró un avance del 52,45 % frente a la meta de 3.680 establecida en el Plan para 
el cuatrienio. 

Es así como, con el propósito de generar un acercamiento de jóvenes profesionales 
colombianos con la investigación y la innovación, a través de su vinculación a grupos 
de investigación, durante 2020 se apoyó a 884 jóvenes investigadores e innovadores 
apoyados por Colciencias y aliados, a través de diferentes iniciativas. Las iniciativas 
que aportaron para lograr la meta fueron las siguientes: 1) Jóvenes Investigadores 
e Innovadores, apoyados por MinCiencias y aliados, más la Convocatoria Talento 
Joven Impacto Regional, 2) Proyecto Especial Gestión para la Innovación de jóvenes 
Sena, y 3) Convocatoria Jóvenes Investigadores e Innovadores pospandemia 2020. 
Lo anterior equivale a un aumento del 37,91 % con respecto al año anterior (gráfico 
V-3) y un avance del 65,50 % de la meta cuatrienal propuesta de 2.440 jóvenes. 

Gráfico V-3. Jóvenes Investigadores e Innovadores apoyados por Colciencias, 2019-2020 

 

Fuente: DNP-Sinergia, MinCiencias.  



 

107 

Sobre la generación de procesos de innovación desde la creación de nuevo 
conocimiento, la cual se mide a través de las solicitudes de patentes por residentes 
en Oficina Nacional y por el Patent Cooperation Treaty (PCT), durante 2020 se 
radicaron 369 solicitudes de patentes presentadas por residentes ante la 
Superintendencia Industria y Comerio (SIC), 60 en primer trimestre, 77 a segundo 
trimestre, 109 a tercer trimestre y 123 en el cuarto trimestre del año 2020. Más del 
76 % de las radicaciones se focalizaron en Bogotá D. C., Antioquia, Valle del Cauca y 
Santander, siendo los departamentos que lideran la radicación de patentes en el 
territorio nacional. Con lo anterior, se alcanzó el cumplimiento del 79,96 % de la 
meta de 520 patentes propuesta para 2020 y un avance frente a la meta cuatrienal 
del 37,67 % establecida en 2.100 patentes. 

Sumado a lo anterior, de cara al compromiso del país por fortalecer los procesos de 
generación y transferencia de conocimiento para el desarrollo social y productivo, a 
través de la implementación de las convocatorias de estancias posdoctorales, en 
2020, MinCiencias apoyó la realización de 246 estancias posdoctorales, a través de 
cuatro convocatorias: 1) Convocatoria Programa Visiting Scholar Fulbright, 2) 
Convocatoria del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación del Sistema General de 
Regalías, 3) Convocatoria Programa de Estancias Postdoctorales en entidades del 
SNCTeI —Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación—, y 4) 
Convocatoria 891 de 2020. Lo anterior significó un aumento del 22,39 % respecto al 
año anterior, y del 66,22 % frente al año 2018, lo que indica un avance del 55,88 % 
de la meta cuatrienal propuesta en el Plan de 800 estancias posdoctorales. 

D. INNOVACIÓN PÚBLICA PARA UN PAÍS MÁS MODERNO 

Uno de los objetivos del Gobierno nacional es impulsar la innovación pública en 
Colombia, con el propósito de fortalecer los procesos e identificar alternativas que 
permitan dar soluciones efectivas para el robustecimiento de las condiciones 
institucionales y la remoción de barreras de acceso. Adicionalmente, se propende 
por consolidar y promover una mentalidad y cultura afines a la innovación, creando 
mecanismos de apoyo y financiación para gestionar el conocimiento y dar valor a lo 
público. Asimismo, con el propósito de incentivar la innovación y conocer su 
progreso, el Gobierno nacional ha implementado diferentes mediciones entre las 
que se encuentran el número de servidores públicos que reciben capacitaciones en 
innovación y el Índice Colombiano de Innovación Pública (ICIP) que evalúa 
entidades del orden nacional y territorial en diferentes pilares. 

Dado lo anterior, y con el fin de contribuir con los procesos de formación educativa 
y de innovación pública, la Escuela Superior de Administración Pública (ESAP) 
durante la vigencia 2020 capacitó 4.354 servidores públicos del orden nacional y 
1.348 servidores públicos de la alta dirección del orden nacional, para un total de 
5.702 servidores públicos certificados en innovación pública. Entre las temáticas en 
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las cuales se certificaron los servidores públicos están: Innovación en el Sector 
Público e Innovación y Economía Naranja, desarrolladas en modalidad virtual, 
permitiendo así, ofrecer una mayor cobertura de la que se tenía proyectado para 
esta vigencia —3.417—. 

En cuanto al ICIP, para 2020 se lograron medir 20 entidades del orden nacional y 
territorial. De igual forma, se replanteó la estructura metodológica del ICIP, con base 
en el marco conceptual propuesto por la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE), el esquema desarrollado por National Endowment 
for Science Technology and the Arts (NESTA) y los ejercicios de medición realizados 
por la Comisión Europea y el gobierno australiano. Así, el índice se reestructuró en 
cuatro pilares, identificados como entornos que generan capacidades para innovar 
en las entidades del sector público, cada uno desagregado en tres subpilares. En el 
cálculo preliminar de este año, se propuso un análisis por clúster que permite 
agrupar las unidades de observación —en este caso las entidades— en grupos 
homogéneos respecto al puntaje obtenido en el ICIP: alto, medio-alto, medio, medio-
bajo y bajo, con el objetivo de clasificar el nivel de desarrollo de las capacidades de 
innovación alcanzado por las entidades públicas. De esta manera se logró el 100 % 
de la meta planteada para el año 2020. 



 

109 

 

VI. PACTO POR EL TRANSPORTE Y LA LOGÍSTICA PARA LA 
COMPETITIVIDAD Y LA INTEGRACIÓN REGIONAL 

 

Este Pacto está orientado a mejorar la eficiencia del transporte urbano, aéreo y 
marítimo en el marco del principio de la equidad, con el objetivo de potencializar la 
competitividad del país. En este sentido, se espera: fortalecer la red fluvial y férrea, 
para reducir los costos, así como los tiempos logísticos y de traslado; procurar por 
la modernización de las entidades públicas del sector, a la vez que incentiva 
mecanismos alternativos de financiación para el transporte y la infraestructura; 
promover el desarrollo de infraestructura logística especializada; establecer como 
tema estratégico la terminación de los proyectos de cuarta generación; y, lograr una 
movilidad urbano-regional segura y acorde con las necesidades de los territorios.  

En este sentido, se prevé un modelo de gobernanza e institucionalidad moderna que 
permita fortalecer las instituciones del sector, dotándoles con mayores niveles de 
especialización que incrementen su capacidad para estructuración, ejecución y 
seguimiento de proyectos, así como para el desarrollo de sus diferentes funciones y 
roles. En lo referente a movilidad, el Pacto promueve sistemas de transporte 
competitivos y sostenibles que respondan equitativamente a las necesidades tanto 
de la población rural como urbana, promoviendo así el mejoramiento de la calidad 
de vida de los ciudadanos y contribuyendo a resolver problemáticas que afectan la 
movilidad desde una perspectiva sostenible.  

De igual manera, el Pacto busca el desarrollo de corredores estratégicos 
intermodales, que reactiven diferentes esquemas de transporte, siendo necesario 
mejorar la infraestructura para garantizar la conectividad e integración de los 
territorios. Lo anterior, con el fin de impactar positivamente en la productividad del 
país, mediante la disminución de los costos logísticos, contribuyendo a la equidad y 
legalidad desde el sector transporte. Finalmente, este impulsa la consecución de 
fuentes alternativas para los diferentes proyectos, siendo este un mecanismo para 
lograr proveer efectivamente los servicios de transporte y cerrar la brecha 
en infraestructura.  

A continuación, se presenta el progreso de los indicadores de las cuatro líneas que 
componen este Pacto que miden la evolución de las acciones adelantadas por el 
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Gobierno nacional para dar cumplimiento a los objetivos anteriormente enunciados. 
Este pacto presenta un avance con corte a 31 de diciembre de 2020 del 84,22 % para 
la vigencia y del 41,16 % para el cuatrienio. 

A. GOBERNANZA E INSTITUCIONALIDAD MODERNA PARA EL TRANSPORTE Y LA 
LOGÍSTICA EFICIENTES Y SEGUROS 

Garantizar la movilidad eficiente y responsable, a través de la seguridad vial y la 
protección de peatones y usuarios de los medios de transporte tanto públicos como 
privados, es uno de los objetivos de este Pacto, toda vez que en Colombia la 
accidentalidad vial es una de las principales causas por muerte violenta. En este 
sentido, en aras de fortalecer la gobernanza y modernizar la institucionalidad, el 
Gobierno nacional ha aunado esfuerzos para mejorar y articular sistemas de 
información entre las diferentes entidades estatales para lograr un mayor control 
de las cifras y proyecciones más acertadas basadas en sus estadísticas.  

Así las cosas, el registro preliminar de 5.458 muertes viales durante 2020 superó la 
meta anual de 6.350 casos de fallecidos por siniestros viales, con 892 casos menos 
de los previstos. En consecuencia, preliminarmente, se presentó una reducción de 
18 p. p., frente a 2019, año en el que se registraron 6.826 fallecidos, es decir 326 
personas más respecto a la meta propuesta para esa vigencia —6.500—. 
Igualmente, para la vigencia del presente balance, se registró un 56 % menos de 
casos de personas con lesiones permanentes, 5.627, frente a 2019 que fue de 12.832 
casos. Si bien, desde marzo hasta agosto la población colombiana estuvo inmersa en 
cuarentenas estrictas a consecuencia del COVID-19 —lo que podría suponer una 
disminución en las víctimas de este indicador—, no se pudo concluir que 
cumplimiento de la meta estuvo exclusivamente asociado a dicha reducción 
de usuarios.  

B. MOVILIDAD URBANO-REGIONAL SOSTENIBLE PARA LA EQUIDAD, LA 
COMPETITIVIDAD Y LA CALIDAD DE VIDA 

Desarrollar la Política Nacional de Transporte Urbano y Masivo, especialmente en la 
transición hacia sistemas de transporte público sostenible que reduzcan la 
congestión, las emisiones de gases y que sean más seguros, accesibles confiables y 
convenientes, es uno de los propósitos del Gobierno nacional en los aspectos que 
forman esta línea. 

Con base en lo anterior, en 2020 se hicieron, en promedio, 2.496.316 viajes por día 
hábil en Sistemas de Transporte Público cofinanciados por la Nación, lo que 
representó un 44,45 % de la meta de 5.616.561programada para la vigencia, 
mientras que en 2019, de una meta establecida de 5.400.000 se realizaron 5.401.491 
viajes. Es necesario tener en cuenta que la medición se efectúa sobre meses 
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específicos —febrero-mayo y agosto-noviembre—; no obstante, dadas las medidas 
de aislamiento y distanciamiento preventivo obligatorio, así como las restricciones 
a la ocupación de vehículos generado por la pandemia de la COVID-19, se afectó de 
forma atípica la operación y demanda de los sistemas de transporte público.  

De otro lado, durante 2020 se logró la meta establecida en 1.142,07 km de 
infraestructura vial intervenida para la operación de Sistemas Integrados de 
Transporte Masivo (SITM) y Sistemas Estratégicos de Transporte Público (SETP) 
cofinanciados por la Nación. Respecto al avance obtenido en 2019 de 1.105,78 km, 
en 2020 se evidenció la intervención de 36,76 km para un resultado de 1.142,54 
(gráfico VI-1). 

Gráfico VI-1. Kilómetros intervenidos en Sistemas de Transporte Público Urbano, 2019-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, MinTransporte. 

En aras de dar prelación a los viajes sostenibles, eficientes y fortalecer la integración 
modal entre el transporte público y en bicicleta, con base en el principio de equidad 
e igualdad, durante la vigencia 2020 fueron construidos 226,18 km de ciclorred en 
Sistemas de Transporte Público cofinanciados por la Nación. Lo anterior, representó 
un avance de 12,41 km de ciclorred con lo cual se llegó a un 99,57 % de la meta 
establecida para la vigencia. 

C. CORREDORES ESTRATÉGICOS INTERMODALES: RED DE TRANSPORTE 
NACIONAL, NODOS LOGÍSTICOS Y EFICIENCIA MODAL 

Generar conectividad intermodal en el territorio nacional para fortalecer estrategias 
de competitividad, traslado de pasajeros de manera eficiente y acceso a los 
diferentes departamentos de Colombia, —independientemente del tipo de vía—, es 
uno de los propósitos del Gobierno nacional con la implementación de esta línea.  

Por dicho motivo en 2020 cuatro aeropuertos no concesionados —ubicados en 
Villagarzón, Providencia, Pitalito y Leticia— mejoraron su infraestructura física, lo 
cual permitió el cumplimiento de la meta establecida para la vigencia y adicionar en 
dos el número de aeropuertos no concesionados que se habían hecho en 2019. Para 
el caso de los aeropuertos concesionados se realizaron obras de modernización, 
ampliación y mantenimiento en los siguientes tres aeropuertos: Rafael Núñez, 
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Ernesto Cortissoz y El Dorado. De esta manera, se cumplió con la totalidad de la meta 
establecida para la vigencia 2020 —siete aeropuertos— y se avanzó en un 58,33 % 
con relación a la meta cuatrienal (gráfico VI-2). 

Gráfico VI-2. Obras de modernización en aeropuertos no concesionados y concesionados, 2019-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, Aeronáutica Civil (Aerocivil). 

En modo terrestre, han sido mejorados 8.476,91 km de vía no concesionada en lo 
corrido del cuatrienio. En 2020 se ejecutaron 99,48 km con lo cual se superó la meta 
para la vigencia de 8.415 km en un 1,2 %. Se estima que para 2022 se habrán 
realizado obras de mejoramiento en 8.540 km. Así mismo, durante el cuatrienio han 
sido mantenidos y rehabilitados 2.630,05 km en vía primaria no concesionada. En 
2020 se realizó mantenimiento y rehabilitación de 1.165,95 km, con lo cual se 
supera la meta del cuatrienio establecida en 1.105 km (gráfico VI-3). 

Gráfico VI-3. Vía primaria no concesionada mantenida y rehabilitada, 2019-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, MinTransporte. 

Ahora bien, no solo han sido las vías para vehículos, sino que además se mejoraron 
1.077 km de vías férreas para el uso comercial. En 2019 se logró la meta de 1.077 km, 
establecida para el cuatrienio, por lo que en 2020 se mantuvo el número de kilómetros 
y se reforzó la gestión para impulsar el transporte férreo en materia comercial con 
mayor confianza para las empresas. Entre el 2018 y 2020 se evidenció un aumento en 
la construcción de la vía férrea correspondiente al 61 %, lo cual a finales de 2020 se 
reflejó en la movilización de 184.120 toneladas de carga. Los principales materiales 
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que se transportan son: materia prima para el papel; insumos de la industria 
petrolera; cemento; y, productos terminados de consumo masivo como papel 
higiénico. Adicionalmente, se realizó el lanzamiento de la aplicación de 
intermodalidad en el que se brinda la información del servicio que conecta el tramo 
Santa Marta - La Dorada - Santa Marta, para que los generadores de carga conozcan 
las programaciones de viajes, costos y mantengan contacto con el operador del 
servicio (gráfico VI-4). 

Gráfico VI-4. Kilómetros de vía férrea construidos para operación comercial, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, MinTransporte. 

Entre tanto en el modo fluvial, durante la vigencia 2020 se logró el registro de 315 
embarcaciones —268 son de pasajeros y 47 de carga—, dato que superó la meta 
propuesta en 215 embarcaciones. Así las cosas, para lo corrido del cuatrienio se 
logró un avance del 96,04 %. 

Finalmente, durante 2020 fueron transportadas 4.397.999 toneladas en el modo 
fluvial, es decir el 78,54 % de cumplimiento en cuanto a la meta propuesta para la 
vigencia —5.600.000 toneladas—. Como resultado de lo anterior, se obtuvo un 
21,46 % menos de lo pactado y una disminución de 9,4 p. p., frente a lo reportado 
en 2019. 

D. INNOVACIÓN FINANCIERA Y MOVILIZACIÓN DE NUEVAS FUENTES DE PAGO 

La articulación de distintas fuentes de pago para la consecución y el mejoramiento 
de los sistemas de transporte plantea como opciones de financiamiento el 
presupuesto general de la nación, las regalías y el esquema de Asociaciones Público 
Privadas (APP). Así mismo, aparecen en el radar nuevas opciones de cobro por el 
uso del servicio de movilidad, tanto en el transporte público como en el privado, por 
ejemplo, cobros por congestión, contaminación y/o por estacionamiento en vía 
u otros. 

En este sentido, pese a que durante 2020 no se adjudicaron proyectos bajo el 
esquema de APP, prosiguió el desarrollo y cumplimiento de las etapas y requisitos 
previos para concretar la adjudicación e inicio de estos en 2021. Así las cosas, están 
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en marcha los proyectos de Nueva Malla Vial del Valle del Cauca y el Proyecto de 
Avenida Longitudinal de Occidente (ALO Sur). Al finalizar el cuatrienio se espera 
haber adjudicado 37 proyectos, es decir seis proyectos más de los que había 
en 2018. 

 
Evaluación Pequeñas Grandes Obras 

 
El Programa Pequeñas Grandes Obras (PGO) es un programa desarrollado por la Agencia 
Nacional de Seguridad Vial (ANSV) con el propósito de reducir la siniestralidad vial del país, 
a través de la ejecución de medidas de señalización de bajo costo y alto impacto. El 
programa contempla intervenciones rápidas de señalización vial; construcción de medidas 
de tráfico calmado y urbanismo táctico; diseño, suministro e instalación de sistemas de 
contención vial y actividades de persuasión y socialización a los actores viales sobre los 
proyectos de intervención (transversal a las anteriores), como medidas de gestión para el 
mejoramiento de tramos e intersecciones viales con potenciales riesgos en la generación de 
siniestros o alta concentración de accidentes. 
 
Dentro de los principales resultados se encontró que respecto al comportamiento y 
percepción, el estado de la infraestructura tiene incidencia en la conducta de los actores 
viales. No obstante, se identificó una falta de cultura y educación vial generalizada, lo que 
hace que la socialización de comportamientos seguros sea un factor clave en materia de 
seguridad vial. En cuanto a efectos causales en velocidad, se detectó una reducción de 1,4 
km/h en la velocidad media de circulación vehicular en los puntos intervenidos. Este es un 
impacto positivo, pues para PGO, la velocidad media de 30,8 km/h está muy cerca de la 
velocidad deseada de 30 km/h. Por último, se encuentra una disminución de 4,3 y 1,2 
siniestros por cada 100.000 habitantes por mes y por municipio, con solo daños y con 
heridos, respectivamente. En los siniestros con muertes no se detectó impacto. 
 
Algunas de las recomendaciones resultado de la evaluación son: 1. Dar continuidad al 
programa para seguir impactando positivamente la seguridad vial. 2. Ampliar el esquema 
de gestión de intervenciones clasificadas como tráfico calmado y urbanismo táctico, para 
lograr la visión de mejoramiento del espacio planteada por la ANSV, su sostenibilidad y 
consolidación en el tiempo. 3. Contemplar dentro del proceso un apoyo técnico como parte 
del proceso de depuración, selección y planeación, en aspectos como: entendimiento 
integral de la problemática a solucionar, evaluación de alternativas, estudio de cada caso, 
desde el punto de vista de la movilidad, el entorno, las dinámicas locales y el factor social e 
institucional. 4. Explorar otros tipos de medidas de intervención que tengan los 
fundamentos esenciales de bajo presupuesto y alto impacto, como tecnología de control, 
herramientas de persuasión y/o información. 5. Fijar los mecanismos de seguimiento y 
continuidad del proceso para garantizar el cumplimiento de los compromisos establecidos. 
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B. HACIA UNA SOCIEDAD DIGITAL E INDUSTRIA 4.0: POR UNA RELACIÓN MÁS 
EFICIENTE, EFECTIVA Y TRANSPARENTE ENTRE MERCADOS, CIUDADANOS 
Y ESTADO 

Uno de los objetivos del Gobierno nacional para lograr que Colombia sea una 
sociedad digital y con una industria 4.0 es impulsar la transformacional digital en la 
Administración pública, a partir de la promoción de la digitalización y 
automatización de trámites, y la definición e implementación de la infraestructura 
de datos, con el fin de que las entidades del Estado implementen el modelo de 
seguridad y privacidad de la información, y se genere un valor social y económico.  

Por consiguiente, durante 2020 se transformaron digitalmente seis trámites de alto 
impacto ciudadano, los cuales fueron: 1) actualización de cédula catastral y 
nomenclatura en Matrícula Inmobiliaria —Instituto Geográfico Agustín Codazzi 
(IGAC) y Superintendencia de Notariado y Registro (SNR)—; 2) certificado de 
Antecedentes de Responsabilidad Fiscal —Contraloría General de la República 
(CGR) —; 3) postulación y asignación del subsidio familiar de vivienda de interés 
social para áreas urbanas, Casa Digna, Vida Digna y Semilleros —MinVivienda—; 
4) solicitud de inscripción en el registro de tierras despojadas y abandonadas 
forzosamente — Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas 
(UARIV) y Unidad de Restitución de Tierras (URT)—; 5) consulta del histórico de 
licencia de conducción —MinTransporte—, y 6) certificados fitosanitarios del 
Sistema de Integrado de Inspección Simultanea (SIIS) —MinCIT e ICA—. Como 
resultado de tales innovaciones se avanzó en un 60 % de la meta de la vigencia 
establecida en 10 trámites, y un avance del 23,53 % de la meta cuatrienal, 
correspondiente a 8 trámites transformados digitalmente durante el periodo 
de Gobierno. 

Así mismo, el 25,65 % de las entidades del orden nacional utilizaron software 
público o cívico disponible en código abierto al cierre de 2020. De las 191 entidades 
del orden nacional 28 comenzaron a utilizar el software público o cívico disponible 
en código abierto a lo largo de la vigencia, así hubo un acumulado de 49 entidades 
en todo el periodo de Gobierno, lo que representó superar en 2,71 p. p. la meta de la 
vigencia y un avance del 41,78 % de la meta del 60 % establecida para el cuatrienio. 
Adicionalmente, se llevó a cabo la primera Calidatón de datos abiertos23 con el fin 
de enseñar a las entidades nacionales y territoriales el uso del software libre Open 
Refine, para lo cual se dispusieron en los canales electrónicos de la entidad tutoriales 
sobre el uso de estas herramientas libres y se practicó la campaña de divulgación a 
través de redes sociales para promocionar su uso.  

 
23 Calidaton de datos abiertos fue una jornada que organizó MinTIC, en el marco del Día Internacional de los 

Datos Abiertos, dirigida a funcionarios públicos, la cual puede ser vista a través del siguiente link: 
https://www.youtube.com/ watch?v=fn9AICeg-WE  
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A. ENERGÍA QUE TRANSFORMA: HACIA UN SECTOR ENERGÉTICO MÁS 
INNOVADOR, COMPETITIVO, LIMPIO Y EQUITATIVO 

La energía promueve el crecimiento económico, la productividad y la formación de 
capital humano, por esta razón uno de los objetivos del Gobierno nacional es ampliar 
la cobertura del sector energético, dado que es crucial para el crecimiento y la 
equidad a través de diversificación de la generación, la introducción de competencia 
y la modernización de la arquitectura del sector energético. 

En este sentido, durante el 2020 se conectaron 16.848 Nuevos usuarios al servicio 
de energía eléctrica. Lo anterior, se alcanzó con recursos del Fondo de apoyo 
financiero para la energización de las zonas rurales interconectadas (FAER), Fondo 
de Apoyo Financiero para la Energización de las Zonas No Interconectadas (FAZNI), 
Plan Todos Somos Pazcífico (PTSP) y recursos del Sistema General de Regalías 
(SGR). Estos nuevos usuarios se encuentran localizados en los departamentos de 
Boyacá, Arauca, Caquetá, Cesar, Chocó, Cuca, Nariño, Santander, Tolima, La Guajira, 
Bolívar, Casanare, Córdoba, Cundinamarca, Vaupés, Magdalena, Sucre, Guainía, 
Putumayo, Guaviare y Meta. Con ello se sobrepasó en 5 p. p., la meta de 
15.994establecida para esta vigencia, y se generó un avance del 36,72 % sobre la 
meta cuatrienal de 100.000. 

Adicionalmente, durante 2020 se beneficiaron 8.847 nuevos usuarios con 
programas de eficiencia energética. Lo anterior, se alcanzó con el recambio de 
bombillas y sustitución de neveras, para usuarios de los estratos 1, 2 y 3 del 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina y a través del programa 
piloto de gestión eficiente de energía en la Región Caribe. En dos años se han logrado 
conectar 24.089 nuevos usuarios beneficiados con programas de eficiencia 
energética que incluyen los 15.242 de 2019. Con ello se cumplió el 75,44 % de la 
meta de 11.727 establecida para esta vigencia.  

B. AGUA LIMPIA Y SANEAMIENTO BÁSICO ADECUADO: HACIA UNA GESTIÓN 
RESPONSABLE, SOSTENIBLE Y EQUITATIVA 

El sector de agua potable y saneamiento básico es indispensable para el bienestar 
de los individuos y el logro de la equidad. A 201924, 44.891.394 personas accedieron 
a agua potable y 42.902.381 accedieron soluciones adecuadas de aguas residuales 
en Colombia. Frente a acceso agua potable, se llegó en un 99,5 % a la meta anual 
2019, y en un 94,47 % a la meta cuatrienal. Por su lado, en materia de acceso a 
soluciones adecuadas de aguas residuales se alcanzó un 98,6 % de la meta 2019 y 
en un 92,9 % de la meta cuatrienal. 

 
24 Indicador con rezago de 180 días. Se presenta último avance registrado.  
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Así mismo, con el fin de aumentar la eficiencia en la prestación del servicio, se han 
adelantado proyectos que permiten garantizar provisión, calidad y continuidad en 
los servicios de acueducto y alcantarillado, durante 2020 1.023.308 personas se 
vieron beneficiadas—3.898.903 personas en el cuatrienio—Lo anterior, permitió 
cumplir la meta en un 37,9 % en 2020 —el 36,10 % de la meta cuatrienal—. Se han 
reportado retrasos en el cronograma de ejecución, lo cual ha impedido el 
cumplimiento de la meta. Si bien estos esfuerzos han aportado a mejorar las 
condiciones de agua y saneamiento básico aún existen retos por superar, y así 
garantizar el acceso y la calidad en la prestación del servicio. 
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IX. PACTO POR LOS RECURSOS MINERO-ENERGÉTICOS  
PARA EL CRECIMIENTO SOSTENIBLE Y LA EXPANSIÓN  
DE OPORTUNIDADES 

 

El sector minero-energético y de hidrocarburos es un motor de crecimiento 
económico en Colombia, dado que atrae inversión y genera contraprestaciones 
económicas a favor de la Nación, que financian inversión para reducción de la 
pobreza e impulsan el desarrollo territorial, por lo tanto, cuenta con el potencial 
para consolidar las transformaciones productivas y sociales que contribuyen con el 
bienestar del país. En este sentido el Gobierno nacional ha dinamizado el sector 
minero-energético, creando condiciones que potencian la producción actual de 
recursos, con rigurosos estándares técnicos, ambientales y sociales. 

A continuación, se presenta el progreso de los indicadores de las dos líneas que 
componen este Pacto que miden la evolución de las acciones realizadas por el 
Gobierno nacional para dar cumplimiento a los objetivos enunciados anteriormente. 
Este Pacto presenta un avance con corte a 31 de diciembre de 2020 del 86,72 % para 
la vigencia y del 68% para el cuatrienio. 

A. DESARROLLO MINERO ENERGÉTICO CON RESPONSABILIDAD AMBIENTAL Y 
SOCIAL 

Uno de los objetivos del Gobierno nacional para el sector minero-energético es 
promover el desarrollo y la competitividad de la industria, para garantizar el 
aprovechamiento ordenado, con responsabilidad ambiental y social de los recursos 
naturales no renovables. 

El dinamismo del sector se refleja a través del índice de atracción de la inversión 
Fraser, los instrumentos de coordinación con autoridades municipales o distritales, 
la eficiencia en los tiempos de respuesta a solicitudes de cumplimiento de 
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obligaciones mineras y el aumento de distritos con evaluación integral del potencial 
metalogénico, a través de la producción actual con rigurosos estándares técnico con 
base en una actividad ambientalmente responsable. En este sentido, durante 2020 
Colombia obtuvo un puntaje de 72,29 en la encuesta anual de minería y exploración 
realizada, por el Instituto Fraser, a ejecutivos y directivos de compañías mineras y 
de exploración en todo el mundo. El país se ubicó en el puesto 28 entre 77 
jurisdicciones en este índice, con lo que recuperó 28 posiciones respecto al año 2019 
en el que ocupó el puesto 56 entre 76. Además, ocupó la primera posición en 
América Latina y la cuenca del Caribe, al mejorar ocho posiciones, es decir pasó del 
puesto 8.° al 1.°. 

Además, durante 2020 el país avanzó en el 72 % del grado de cumplimiento de las 
obligaciones mineras. En esta vigencia se verificaron 963 no conformidades, de las 
cuales se cerraron 697, cifra que representa el 72,4 % y con la cual se cumple la meta 
del 59,70 % establecida para este periodo. 

Así mismo, durante 2020 la Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH) y la Agencia 
Nacional de Minería (ANM) realizaron 156 espacios de coordinación con 
autoridades municipales o distritales en los departamentos de Córdoba, Casanare, 
Vichada, Boyacá, Santander, Valle del Cauca, Meta, Cundinamarca, La Guajira, 
Atlántico, Nariño, Sucre, Magdalena, Tolima, Cesar, Bolívar, Cauca, Putumayo, 
Arauca, Huila, Caldas y Caquetá. Con ello se obtuvo un cumplimiento superior a la 
meta de 60 establecida para esta vigencia.  

De igual manera, durante 2020 estuvo disponible la evaluación del potencial mineral 
en 10 Distritos Metalogénicos, ubicadas en Bolívar, El Dovio, Frontino, Nutibara, 
Manzanares, Marquetalia, Norcasia, San Diego en el departamento de Caldas, para 
cobre y polimetálicos. Distrito de Ortega - Piedras, en el departamento de Tolima 
para uranio y Distrito de Occidente del Valle del Magdalena, en el departamento del 
Huila para fosfatos. Con lo anterior se cumplió la meta de 10 establecida para 
esta vigencia. 

Evaluación Programa de Formalización Minera 

El Programa de Formalización Minera apoyó a los titulares de pequeña minera que 
contaban con título minero e instrumento ambiental debidamente aprobado, para 
ayudarles en el cumplimiento de condiciones adecuadas de formalidad técnica, laboral, 
ambiental y empresarial. 

La evaluación permitió evidenciar que la labor de coordinación del MinEnergía fue esencial 
para los logros del programa; la falta de parámetros estandarizados para la implementación 
de los procesos asociados a cada línea estratégica del programa afectó sus resultados; los 
beneficiarios perciben como debilidad de la implementación la poca constancia en los 
procesos de asistencia técnica, y formación para el trabajo; el bajo acceso a crédito es la 
principal causa que afectó negativamente al programa, por ejemplo, para la acceder a 
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servicios de asesoría técnica especializada, compra de maquinaria y tecnología, y el logro 
de la certificación de procesos.  

Algunas recomendaciones son: 1) Desarrollar un documento de política para garantizar la 
formalización y el fomento minero; 2) Generar un plan de articulación y coordinación 
institucional del fomento minero; 3) Crear el Registro de Formalización Minera (RFM); 4) 
Diseño de Indicadores para la medición del nivel de formalización; 5) Plan para la puesta en 
marcha de licencias ambientales temporales; 6) Espacios de formación y asistencia técnica 
teniendo en cuenta las necesidades de los titulares mineros; 7) Plan de Acceso al sistema 
financiero y crédito. 

B. SEGURIDAD ENERGÉTICA PARA EL DESARROLLO PRODUCTIVO 

Uno de los objetivos del Gobierno nacional es garantizar la seguridad energética del 
país de manera social y ambientalmente amigable, promover las nuevas tendencias 
energéticas, reducir la huella de carbono, al igual que mantener la producción de 
crudo, producción de gas y sus respectivos años de reservas. Adicionalmente en 
cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), se aprobó el CONPES 
3943 de 2018 para el mejoramiento de la calidad del aire, en el que se plantean 
acciones enfocadas en el aseguramiento de la cadena y la calidad de los combustibles 
hasta alcanzar niveles Euro VI en diésel y Euro 6 en gasolina. 

En este sentido, durante el 2020 en promedio, la gasolina distribuida en el país 
presentó un contenido de azufre de 83,48 partículas por millón (ppm). Este 
promedio de contenido de azufre en la gasolina que se distribuyó en el país, indica 
que de acuerdo con lo establecido en el Documento CONPES 3943 de 2018, para el 
año 2020 el nivel de azufre contenido fue menor en un 72 % del límite de 300 ppm 
establecido en la norma vigente. Con ello se logró cumplir la meta establecida para 
esta vigencia de 100 ppm. De igual manera, durante esta vigencia el diésel 
distribuido en el país presentó un contenido de azufre de 9,88 ppm, este promedio 
de contenido de azufre en el diésel que se distribuyó en el país, indica que, de 
acuerdo con lo establecido en el Documento CONPES en mención, para el año 2020 
el nivel de azufre contenido es menor en un 80 % del límite establecido en la norma 
vigente de 50 ppm. Con ello se logró cumplir la meta establecida para esta vigencia 
de 20 ppm. 

En materia de producción de gas, durante 2020 la producción promedio diaria fue 
de 1.041,4 millones de pies cúbicos por día (Mpcpd). Con ello se logró cumplir la 
meta establecida para esta vigencia de 1.041 Mpcpd. Por su parte en cuanto a la 
producción de crudo, en lo corrido de 2020, la producción promedio diaria de crudo 
alcanzó los 781,1 kilobarriles promedio día (kbpd). Con ello se logró cumplir el 
90,30 % de la meta de 865 kbpd establecida para esta vigencia. 
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X. PACTO POR LA PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN DE NUESTRA 
CULTURA Y DESARROLLO DE LA ECONOMÍA NARANJA 

 

El Pacto por la protección y promoción de nuestra cultura y desarrollo de la 
economía naranja busca generar condiciones para la creación, circulación y acceso 
a la cultura en los territorios, contribuyendo en la formación de individuos críticos. 
La economía naranja brinda oportunidades para el desarrollo sostenible y el 
mejoramiento en la calidad de vida de las comunidades. 

Las estrategias contempladas en este pacto buscan generar condiciones para la 
creación, circulación y el acceso cultural. El Pacto plantea fomentar la lectura, la 
financiación de proyectos culturales mediante el Programa de Estímulos y el 
Programa Nacional de Concertación Cultural y, la formación artística y cultural lo 
que permitirá generar escenarios propicios para la protección y promoción de 
nuestra cultura y el desarrollo de la economía naranja.  

De igual manera, el Pacto Colombia naranja, plantea impulsar la estrategia de 
economía naranja que contribuye a solucionar algunos de los principales desafíos 
productivos del país, como son: la generación de empleo, la transformación 
productiva y, las exportaciones. Este concepto de Economía Naranja comprende 
productos y servicios que hacen parte de las artes, las industrias creativas y 
creaciones funcionales.  

A continuación, se presenta el progreso de los indicadores por cada una de las dos 
líneas que componen este Pacto, el cual presentaba un avance con corte a 31 de 
diciembre de 2020 del 96,11 % para la vigencia y del 32,85 % para el cuatrienio.  

A. TODOS SOMOS CULTURA: LA ESENCIA DE UN PAÍS QUE SE TRANSFORMA DESDE 
LOS TERRITORIOS 

En el marco de todos somos cultura, una de las grandes apuestas del país se orienta 
hacia la creación de oportunidades que permitan garantizar a la población colombiana 
el ejercicio de sus derechos culturales bajo un enfoque territorial y poblacional, así 
mismo, se pretende propiciar escenarios que permitan trabajar la creación artística y 
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cultural generando espacios de dialogo de manera conjunta con todas las entidades 
territoriales del país. 

Para ello, y con el objetivo de movilizar un mayor número de artistas, creadores, 
investigadores y gestores culturales del país durante 2020 se apoyaron 2.520 
proyectos por medio de convocatoria pública del Programa Nacional de 
Concertación Cultura (PNCC) en las siguientes líneas: lectura y escritura, festivales, 
fiestas y carnavales, fortalecimiento de procesos artísticos, culturales y de la 
economía naranja, programas de formación artística, cultural y de la economía 
naranja, investigación, fortalecimiento organizacional y circulación para las artes, el 
patrimonio cultural y la economía naranja, circulación artística a escala nacional, 
fortalecimiento cultural a contextos poblacionales específicos y prácticas culturales 
de la población con discapacidad. Ello permitió que MinCultura haya logrado 
beneficiar 6.870 personas jurídicas por medio del desarrollo de proyectos artísticos 
y culturales que fueron financiados a través del PNCC que significó un avance en la 
meta 2020 del 100 %. 

Así mismo, durante 2020 por medio de la convocatoria de estímulos se beneficiaron 
1.146 personas a través de becas, pasantías, premios nacionales, reconocimientos y 
residencias artísticas para un total de 2.947 personas beneficiadas de la 
convocatoria de estímulos en el cuatrienio. Sin embargo, dado que hubo 
convocatorias declaradas desiertas por ausencia de proponentes, por 
incumplimiento de requisitos y la no delegación de ganadores suplentes, no se logró 
avanzar tanto como se esperaba, y se obtuvo el 94,28 % de cumplimiento de lo 
proyectado para esta vigencia. 

En segundo lugar, MinCultura apoyó la formación de creadores de contenidos, 
durante 2020 se crearon 377 nuevos contenidos mixtos y convergentes compuestos 
por narrativas sonoras, radiales, audiovisuales y digitales realizados por creadores 
de contenidos en los territorios. Así, se sobrepasó la meta 50,8 p.p. 

Con el fin de avanzar en el desarrollo y ejecución de proyectos MinCultura logró que 
se entregaran 16 nuevas infraestructuras culturales construidas, adecuadas y 
dotadas. Durante 2020, se construyeron dos bibliotecas y se adecuó una; se 
construyeron dos casas de cultura y se adecuó una, se acondicionaron ocho salas de 
danza, se adecuó la Biblioteca Nacional de Colombia y se construyó un Centro 
Cultural. De esta manera se avanzó en el 97,44 % en el logro de la meta 17 
infraestructuras de esta vigencia. 

De igual manera, se intervino un bien de interés cultural del ámbito nacional, a 
través de su rehabilitación, mantenimiento y adecuación. Corresponde al proyecto 
de Arte Viva en la estación de la sabana, este inmueble que fue recibido por el Teatro 
Colon en la vigencia 2020, cumpliendo así con el 100 % de la meta. Ello 
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permitió el fortalecimiento de la infraestructura cultural y conservación del 
patrimonio nacional. 

Finalmente, en materia de formación artística, durante 2020 se adelantaron 57 talleres 
escuelas con el fin de generar procesos de formación en oficios asociados a los saberes 
tradicionales, dirigidos a las comunidades para la apropiación del patrimonio y la 
generación de recursos; para realizar así transmisión de conocimientos locales a nuevas 
generaciones, las vivencias de nacionales y extranjeros en los museos vivos y 
consolidación de rutas de turismo cultura. De esta manera, se alcanzó el cumplimiento 
del 100 % de la meta establecida para 2020, pues a la fecha se han adelantado 78 
talleres escuelas, lo que representa un avance del 39 % frente a la meta de 200 talleres 
escuelas creados establecida para el cuatrienio. 

B. COLOMBIA NARANJA: DESARROLLO DEL EMPRENDIMIENTO DE BASE 
ARTÍSTICA, CREATIVA Y TECNOLÓGICA PARA LA CREACIÓN DE LAS 
NUEVAS INDUSTRIAS  

Una de las grandes apuestas del país es potenciar la economía de los sectores creativos 
que aportan en la generación de empleo, la transformación productiva, el aumento de 
la competitividad, las exportaciones y la atracción de inversión extranjera directa. Es 
así como fortalecer las actividades que hacen parte de la economía naranja es 
fundamental en la promoción de las industrias creativas y el fomento integral de los 
mercados internacionales y otros sectores productivos.  

De acuerdo con lo anterior, durante 2020, el sector comercio, a través de ProColombia 
logró que 17 inversionistas de 10 países diferentes reportaran el inicio de 17 proyectos 
de Inversión Extranjera Directa pertenecientes a las actividades de la economía naranja, 
por un valor de USD 77,7 millones. Además, se contactó, se hizo seguimiento y 
acompañamiento a 218 potenciales inversionistas de 32 países interesados en invertir 
en sectores como software, servicios TI, audiovisuales y contenidos digitales en 
Colombia. Así, el sector superó en 55 p. p., la meta propuesta de USD 50 millones para 
esa vigencia. 

En aras de apoyar el desarrollo empresarial, durante 2020, se avanzó con 231 
emprendedores y empresas pertenecientes a la economía naranja beneficiadas con 
programas de asistencia técnica. Lo anterior se logró a través del Programa Aldea 
Naranja que asignó $2.120 millones en asesorías especializadas a 71 emprendedores; 
Empodera Naranja que benefició a 64 emprendimientos femeninos y, por último, 
Acelera Región que benefició a 96 emprendimientos adicionales. Ello significó un 
aumento del 99,14 % frente al mismo periodo del año anterior y un cumplimiento del 
86,75 % frente a la meta cuatrienal propuesta en el PND de 400 emprendedores 
y empresas. 
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Gracias a las estrategias generadas por MinCultura, durante 2020 se implementaron 
39 Áreas de Desarrollo Naranja (ADN) para un total de 43 ADN en el cuatrienio, 
mediante el acompañamiento a ciudades y municipios con el fin de generar la 
concertación de agendas, cronogramas y envió de información para el desarrollo y 
coordinación de las decisiones administrativas. De esta manera, se alcanzó el 
cumplimiento del 156 %, de la meta establecida para 2020 de 25 ADN y un avance 
superior a la meta cuatrienal de 35 ADN. 

Por otro lado, se trabajó con los entes territoriales para generar la elaboración de 
agendas creativas. Durante 2020, se implementaron dos agendas creativas, una en 
Valledupar y otra en Manizales para un total de nueve agendas en el cuatrienio. Así, se 
promovió y fomentó el entorno institucional para el desarrollo y la consolidación de la 
Política de Economía Naranja que incluye estimaciones de generación de empleo, valor 
agregado, producción, inversión, demanda y mercados potenciales.  

Finalmente, en materia de Derechos de Autor, al cierre de la vigencia 2020, 29.557 
personas fueron beneficiadas con asistencia técnica en aspectos relacionados con 
acciones contractuales y talleres de registro de obras para Derecho de Autor en 
diferentes temas: Internet y software, Industrias y en el Ámbito Universitario. Con 
tales actividades se sobrepasó la meta de personas beneficiadas en más del triple del 
valor propuesto de 8.750. Lo anterior dejó como resultado un total de 45.823 de 
personas con asistencia técnica en el cuatrienio. Lo que corresponde a un 
cumplimiento de 30,92 % por encima de la meta cuatrienal (gráfico X-1). 

Gráfico X-1. Personas con asistencia técnica en materia de Derecho de Autor y Conexos, 2008-2020 

 

Fuente: DNP-Sinergia, Dirección Nacional de Derechos de Autor (DNDA). 
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XI. PACTO POR LA CONSTRUCCIÓN DE PAZ: CULTURA DE LA 
LEGALIDAD, CONVIVENCIA, ESTABILIZACIÓN Y VÍCTIMAS 

 

De acuerdo con el PND 2018-2022, la construcción de paz es un derecho, un deber 
y uno de los mayores anhelos de la sociedad colombiana y, para que esta se logre, 
requiere de una sociedad donde la violencia no amenace las libertades de las 
personas, en la que exista legalidad y donde se pueda ejercer la libertad de 
expresión. En este sentido, el Pacto por la Construcción de la Paz busca generar en 
la sociedad una cultura de legalidad, donde la seguridad y la justicia van de la mano 
para garantizar la aplicación de la ley y sean fundamento para la promoción de 
la equidad.  

El concepto de legalidad implica, principalmente, la rehabilitación del carácter ético 
de las instituciones político-jurídicas y de las prácticas ciudadanas. De ahí que se 
conciba el concepto legalidad como el respeto a la ley, a sus procedimientos y a los 
órganos e instituciones que la protegen.  

A continuación, se presenta el progreso de los indicadores por cada una de las líneas 
que componen este Pacto, el cual presentaba un avance con corte a 31 de diciembre 
de 2020 del 85,31 % para la vigencia y del 39,29 % para el cuatrienio.   

 ACCIONES EFECTIVAS PARA LA POLÍTICA DE ESTABILIZACIÓN: INTERVENCIÓN 
COORDINADA EN ZONAS ESTRATÉGICAS CON SEGURIDAD, JUSTICIA Y EQUIDAD 

La estabilización implica hacer efectiva y sostenible la convivencia pacífica a través 
de minimizar el riesgo de reaparición o repetición de la violencia mediante el 
fortalecimiento de las capacidades de todos los niveles de gobierno, la presencia 
efectiva del Estado en el territorio reconociendo sus particularidades, y la 
implementación tanto de bienes públicos como de servicios sociales para la 
inclusión social y productiva de la población. De forma complementaria, esta línea 
identifica las condiciones necesarias para llevar a cabo la estabilización, las cuales 
se definen de acuerdo con las particularidades de cada territorio y con la 
priorización de los factores de riesgo.  
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En este orden de ideas, una de las herramientas que permite alcanzar este objetivo 
es la erradicación de cultivos ilícitos, logrando que a 2020 fueran erradicadas 44.185 
Ha de cultivos ilícitos en el marco de los acuerdos de sustitución, de acuerdo con 
información adicional aportada por las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 
(UNODC) —por sus siglas en inglés— y Mercy Corps, quienes identificaron 643,8 Ha 
y 474 Ha adicionales a las 43.711 Ha sustituidas en el marco del Programa Nacional 
Integral de Sustitución de Cultivos Ilícitos (PNIS). Sin embargo, no se alcanzó la meta 
de la vigencia, al lograr un 93,21 % del total de la meta 45.000 ha y un 65,79 % de la 
meta cuatrienal establecida en 50.000 ha (gráfico XI-1). 

Gráfico XI-1. Hectáreas erradicadas de cultivos ilícitos en el marco de los acuerdos de sustitución, 
2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, DAPRE. 

Respecto a las familias que deciden sustituir de forma voluntaria estos cultivos, el 
Gobierno nacional diseñó una ruta de intervención integral en la cual se brinda 
asistencia alimentaria inmediata, asistencia técnica integral, proyectos de 
autosostenimiento y seguridad alimentaria, así como proyectos productivos de ciclo 
corto y largo. Durante 2020 del total de las 82.235 familias vinculas al PNIS, el 
2,18 % finalizaron efectivamente su proceso de sustitución, alcanzando una 
atención de 1.792 familias cultivadoras y no cultivadoras beneficiarias del PNIS. 
Estas familias se encuentran en los siguientes municipios: 619 en Briceño, 159 en 
Cáceres, 261 en Tarazá en Antioquia, 22 en el Doncello, 2 en La Montañita, 18 en 
Puerto Rico y 9 en San Vicente del Caguán en Caquetá, 19 en Calamar, 38 en El 
Retorno y 80 en San José del Guaviare en Guaviare, 1 en la Macarena, 13 en 
Mapiripán, 24 en Puerto Concordia en Meta, 166 en San Andrés de Tumaco en 
Nariño, 19 en Sardinata y 64 en Tibú en Norte de Santander, 27 en Puerto Asís en 
Putumayo y 251 en Cumaribo en Vichada. No obstante, se presentó un rezago en el 
cumplimiento de la meta anual que presentó un avance del 39,64 % de lo esperado 
(gráfico XI-2). 
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Gráfico XI-2. Porcentaje de familias con proceso de sustitución finalizado, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, DAPRE. 

Estos territorios también se han visto afectados por la presencia de minas que 
atentan contra la vida e integridad de sus habitantes. Durante 2020 se avanzó en un 
74,78 % en la declaratoria de municipios libres de sospecha de minas antipersona 
(gráfico XI-3), que corresponden a 839 municipios del país. Lo anterior permitió un 
avance superior a la meta anual programada en 4,11 p. p. —el 74,41 %— y un 
avance del 58,38 % para el cuatrienio (81,46 %). 

Gráfico XI-3. Porcentaje de municipios libres de sospecha de Minas Antipersonal, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, DAPRE. 

Ahora bien, a través de procesos pedagógicos se pueden prevenir accidentes y 
fortalecer las capacidades de las personas, sus familias y la comunidad respecto a 
las minas antipersona que pueden instalarles personas interesadas en el control del 
territorio. Por consiguiente, durante 2020 se llevaron a cabo 5.379 intervenciones 
de Educación en el Riesgo de Minas (ERM) en zonas afectadas, que posibilitaron un 
avance acumulado de 12.080 intervenciones en temas como los siguientes: 
1) difusión de información pública, 2) educación, 3) desminado humanitario, 
4) situaciones de emergencia y 5) respuesta rápida. Lo anterior permitió triplicar la 
meta establecida para la vigencia e incluso superar la meta del cuatrienio en 3.080 
intervenciones (gráfico XI-4). 
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Gráfico XI-4. Intervenciones de Educación en el Riesgo de Minas en Zonas Afectadas, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, DAPRE. 

Desarrollar un trabajo articulado y de responsabilidad conjunta, enfocado a 
contribuir en el fortalecimiento, implementación y seguimiento de la Acción Integral 
contra Minas Antipersonal (AICMA) en el territorio, es clave para aportar a las 
autoridades territoriales y las organizaciones de la sociedad civil, elementos 
suficientes para la formulación y seguimiento de los instrumentos de planeación de 
AICMA. Durante 2020, se realizaron 482 intervenciones en asistencia técnica a las 
entidades territoriales para la implementación y seguimiento de AICMA, 
permitiendo alcanzar un total acumulado de 662 intervenciones. Lo anterior se 
tradujo en un avance superior a la meta establecida para la vigencia 2020 de 280 
intervenciones, e incluso permitió superar la meta cuatrienal de 480 intervenciones, 
así se da un cumplimiento de 50,56 p. p. adicionales en el cuatrienio (gráfico XI-5). 

Gráfico XI-5. Intervenciones en asistencia técnica a las entidades territoriales para la implementación 
y seguimiento de AICMA, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, DAPRE. 

Respecto al proceso de Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR), el Gobierno 
nacional ha implementado diversos procesos de reinserción y reintegración de los 
Grupos Armados Organizados al Margen de la Ley (GAOML). Es así como, a 2020, 
25.915 personas han culminado el plan de trabajo para su proceso de reintegración, 
se logró un avance de 1,8 p.p por encima de la meta. Del total de las personas 
reintegradas, el 18,38 % eran mujeres (4.763) y el 81,62 % eran hombres (21.152). El 
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mayor porcentaje de personas reintegradas residían en el departamento de Antioquia, 
con un 22,4 % (5.806), seguido por Bogotá con un 8,74 % (2.265) (gráfico XI-6). 

Gráfico XI-6. Personas que culminan el proceso de reintegración, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, DAPRE. 

Respecto a este aspecto, la EPC al PND 2018-2022 identificó que el 40,58 % de los 
colombianos está de acuerdo y totalmente de acuerdo con que un desmovilizado o 
reincorporado sea su vecino o viva en su mismo barrio o vereda, el 55,95 % está en 
desacuerdo y totalmente en desacuerdo con que aquellos que se desmovilicen o 
reincorporen puedan postularse a cargos de elección popular y finalmente el 
59,18 % está de acuerdo y totalmente de acuerdo con emplear a un desmovilizado 
o reincorporado. 

En este mismo sentido, durante 2020 se atendió y acompañó al 90 % de las personas 
que requieren procesos liderados por la Agencia para la Reincorporación y la 
Normalización (ARN); es decir, se atendieron 11.604 personas en reincorporación, 
4.020 personas en reintegración y 1.062 personas en Justicia y Paz. Los servicios 
prestados para reincorporación incluyen las siguientes actividades: 1) con actor 
externo, 2) individuales, 3) familiares, 4) grupales. Por su parte, para reintegración y 
Justicia y Paz incluyen 4.020 personas en reintegración y 1.062 personas en Justicia 
y Paz.  

Los servicios prestados incluyen: 1) acompañamiento psicosocial, 2) vinculación a 
formación académica y 3) vinculación a formación para el trabajo. Los cinco 
departamentos con mayor atención a personas en el periodo fueron: Antioquia con 
1.911 personas, Meta con 1.779, Cauca con 1.335, Bogotá con 1.246 y Caquetá con 
1.040, quienes representan el 44 % de los atendidos. Esto hizo que para la vigencia 
se presentara un cumplimiento superior a lo esperado en 28,57 p. p. —el 70 % meta 
2020—(gráfico XI-7). 
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Gráfico XI-7. Porcentaje de personas atendidas y acompañadas en los procesos que lidera la ARN, 
2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, DAPRE. 

Adicionalmente, se logró que el 26,1 % de los 8.400 excombatientes con estado de 
avance de reincorporación al 50 % accedieran al desembolso de un proyecto 
productivo en 2020, es decir, que en la vigencia se desembolsaron 1.350 proyectos 
—1.326 individuales y 24 colectivos—, los cuales vincularon a 2.194 personas —
1.637 hombres y 557 mujeres—, por un valor total de $17.560.785.649 
provenientes del Presupuesto General de la Nación (PGN) superando en 4,4 p. p. la 
meta de la vigencia (gráfico XI-8). Este resultado, aunado a los desarrollos de las 
anteriores vigencias acumulan para el cuatrienio un total de 2.272 proyectos 
productivos desembolsados —63 colectivos y 2.209 individuales— los cuales 
benefician a 5.370 personas —3.988 hombres y 1.382 mujeres-— por un valor total 
de $42.946.734.429. 

Gráfico XI-8. Porcentaje de excombatientes con estado de avance de reincorporación al 50 % de 
aquellos que se encuentran activos en el proceso de reincorporación, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, DAPRE. 

Con el fin de acelerar la inclusión social digital, durante 2020 el 100 % de las 
cabeceras municipales de municipios PDET estuvieron conectadas a Internet de alta 
velocidad. Los 170 municipios PDET permanecieron conectadas a Internet de alta 
velocidad por medio de los Proyectos Nacionales de Fibra Óptica y de Alta Velocidad, 
así como por los operadores comerciales, lo que permitió dar cumplimiento del 
100 % de la meta establecida para esta vigencia.  
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Con el propósito de armonizar la planeación para el ordenamiento y el desarrollo 
territorial, al cierre de 2020 el 10,44 % del área geográfica de municipios PDET se 
encontró actualizada catastralmente. A lo largo de esta vigencia, se llevó a cabo la 
actualización de 4.083.550,05 hectáreas, de los cuales 3,75 millones fueron 
actualizadas por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) y 330.000 por el 
Catastro de Antioquia. Lo anterior permitió alcanzar el 52,28 % de la meta 
establecida del 19,97 % para esta vigencia y un avance del 10,75 % de la meta del 
100 % del cuatrienio. 

El servicio de agua potable y saneamiento básico permite elevar la calidad de vida 
de las personas y la productividad de las empresas. En 201925, el 28 % de personas 
accedieron a agua potable en municipios PDET y el 11 % tuvieron acceso a aguas 
residuales26. En cuanto a las gestiones realizadas, durante 2020 MinVivienda en el 
marco del Programa Agua al campo brindo asesoría a las entidades territoriales en 
la estructuración y ejecución de proyectos de agua y saneamiento básico, con estas 
obras se beneficiarán más de 600.000 habitantes de los departamentos de 
Antioquia, Arauca, Bolívar, Cauca, Cesar, Cundinamarca, La Guajira y Putumayo. A 
diciembre de 2020, MinVivienda se encontraba ejecutando 12 proyectos en zonas 
rurales de los municipios PDET, y por medio de OCAD Paz se aprobaron 52 
proyectos de los cuales 42 cuentan en este momento con financiación por medio de 
la fuente de Asignación para la Paz para municipios PDET. Respecto a la meta para 
la vigencia, no se avanzó frente al acceso a soluciones adecuadas de agua potable y 
aguas residuales por lo que su avance fue 0.  

Finalmente, en el marco del acompañamiento al campo colombiano, 
específicamente en municipios PDET, durante 2020, se atendieron 3.639 
productores con servicio de extensión agropecuaria en municipios PDET, a saber: 
en Cantagallo (Bolívar), 74 productores; en Jambaló, Buenos Aires y Balboa (Cauca), 
210; en Policarpa, Leyva y El Rosario (Nariño), 195,—; en Palmito (Sucre), 160 
productores; y en Ataco, Chaparral, Planadas y Rioblanco (Tolima), 3.000 
productores. Mediante esta estrategia se recibe acompañamiento integral orientado 
a diagnosticar, recomendar, actualizar, capacitar, transferir, asistir, empoderar y 
generar competencias a los productores agropecuarios, para que incorporen en su 
actividad productiva prácticas, productos tecnológicos, tecnologías, conocimientos 
y comportamientos que beneficien su desempeño y mejoren su competitividad y 
sostenibilidad, así como su aporte a la seguridad alimentaria y su desarrollo como 
ser humano integral. Con este resultado se avanzó en el cumplimiento del 18,54 % 
de la meta establecida para esta vigencia de 19.632 productores. 

 
25 Indicador con rezago de 180 días en la producción de información. Se presenta el avance a 2019.  
26 Se presenta el resultado con avance a 2019 dado que el indicador presente un rezago de 180 días. Su fuente 

de información es Reporte de Estratificación y Coberturas (SUI) proyecciones de población del Censo DANE 
2005 o 2018 promedio de personas por hogar según GEIH - DANE. 
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 REPARACIÓN: COLOMBIA ATIENDE Y REPARA A LAS VÍCTIMAS 

El país cuenta con cerca de nueve millones de colombianos que han sido 
identificados y registrados como víctimas, producto de los actos criminales y 
terroristas de los grupos al margen de la ley. Estas personas hoy reclaman una 
mayor y más efectiva presencia del Estado. 

La presente línea, en concordancia con la Política de Estabilización Paz con 
Legalidad, fija el propósito de priorizar el funcionamiento del Sistema Integral de 
Víctimas en el marco de la restricción presupuestal. Para ello, se garantizarán los 
esfuerzos para la reparación y la atención integral, razón por la cual se tendrá que 
conseguir la mayor cantidad de recursos que se pueda y los ajustes que se requieran 
para invertirlos con eficiencia. 

En cuanto a reparación a las víctimas del conflicto armado en Colombia, a 2020 se 
han indemnizado 107.882 personas únicas víctimas del conflicto armado, de estos, 
71.382 personas han accedido a la indemnización más otra medida de reparación ya 
sea rehabilitación, satisfacción, garantías de no repetición o restitución. Con lo 
anterior se alcanzó un cumplimiento del 55,95 % de la meta establecida del 24,47 % 
para el cuatrienio. También durante 2020 se implementó la medida de 
indemnización a dos sujetos de reparación colectiva étnicos —Santo Madero y 
Nuevo Espinal—, con los que se alcanza a protocolizar e implementar la medida, 
acción que presenta un rezago frente a la meta establecida para la vigencia.  

Así mismo, durante 2020 se cerraron 12 sujetos de reparación colectiva con la 
implementación total de las acciones contempladas en su Plan Integral de 
Reparación Colectiva; así se logra un avance del 32,43 % de la meta de 30 sujetos 
para la vigencia y un 22,14 % de avance en lo corrido del cuatrienio. 

Aunado a la reparación e indemnización de las víctimas del conflicto armado, 
durante 2020, 2.531.779 víctimas fueron retornadas, reubicadas o integradas 
localmente, en donde se realizó la entrega de los esquemas especiales de 
acompañamiento familiar:  Jóvenes en Acción, Mi Negocio, Empleo para la 
Prosperidad, Estrategia Unidos, Familias Rurales e Intervenciones Rurales 
Integrales (IRACA). Como resultado de lo anterior se alcanzó un cumplimiento 
superior en 22,82 p. p. de la meta establecida para 2020 de 2.359.170 víctimas 
retornadas, reubicadas o integradas localmente, y del 61,41 % para el cuatrienio.  

Por otra parte, durante 2020, se logró que 2.244.716 víctimas superaran su 
situación de vulnerabilidad causada por el desplazamiento forzado, lo anterior 
gracias a la articulación de oferta —de entidades del orden nacional como 
Prosperidad Social, MinTrabajo, Bancóldex y MinComercio— en materia de 
generación de ingresos para constituir negocio de confecciones; igualmente, se 
realizó gestión para focalizar población víctima para los programas de Subsidio 
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Familiar de Vivienda en Especie y Familias en su Tierra por parte de Prosperidad 
Social. Como complemento, se adelantó la gestión para focalizar población víctima 
para el Programa de Primera Infancia del ICBF y se articuló con el Servicio Público 
de Empleo para efectuar la difusión de su oferta, con el objetivo de vincular 1.300 
víctimas al mercado laboral. Con lo anterior se alcanzó un cumplimiento mayor en 
25,90 p. p. de la meta establecida para 2020 —2.089.345 víctimas que han superado 
la situación de vulnerabilidad causada por el desplazamiento forzado— y del 
75,54 % con respecto al cuatrienio.  

Ahora bien, durante 2020 hizo la validación territorial de las hojas de ruta en tres 
de las 16 subregiones PDET —Catatumbo, Sur de Córdoba y Sur de Bolívar—. Las 
hojas de ruta permiten articular los distintos planes derivados del Acuerdo Final y 
los planes de los territorios, cuyo fin es contribuir a su transformación y 
estabilización, en un periodo de 15 años; de ese modo se logró el cumplimiento del 
100 % de la meta establecida para la vigencia. Este avance se consigue por las 
acciones desarrolladas en el componente técnico y en la construcción participativa 
y validación territorial, entre las cuales se destacan las siguientes: 1) la construcción 
y el análisis de 600 proyecciones de indicadores trazadores para las 16 subregiones; 
2) la elaboración de 1.006 capas de información geográfica para la identificación de 
las potencialidades del territorio, restricciones y condiciones de vida en las veredas; 
3) el ordenamiento de iniciativas con visión estratégica para 170 municipios y 16 
subregiones PDET; 4) la definición de rutas de habilitación y madurez para las 
32.808 iniciativas PDET;, 5) la validación territorial de la hoja de ruta para la 
subregión Sur de Córdoba con la participación de los delegados de los Grupos Motor, 
comunidades étnicas, Gobiernos locales, entidades del orden nacional y regional, 
sector privado, la academia y cooperación internacional;  
6) socialización de los componentes básicos de hoja de ruta a 1.170 actores 
territoriales de las subregiones PDET, y 7) fase I de la validación territorial para la 
subregión Putumayo. 

A cierre de 2020, se registraron 368.047 colocaciones de víctimas a través del SPE, 
cifra que muestra un incremento del 27,12 % con respecto al año 2019, al pasar de 
289.520 en 2019 a 368.047 en 2020; ello significó un cumplimiento mayor de 79,90 
p. p. de la meta establecida para esta vigencia y un avance del 73,50 % de la meta de 
426.277establecida para el cuatrienio. Cabe resaltar que durante esta vigencia, el 
SENA reportó el 58,09 % de las colocaciones, seguido de Comfenalco Antioquia con 
el 6,39 % y ComfaCesar con el 3,68 % (gráfico XI-9). 
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Gráfico XI-9. Colocaciones de víctimas a través del Servicio Público de Empleo, 2018-2020 

 

Fuente: DNP-Sinergia, MinTrabajo. 

Finalmente, en el marco de la restitución de tierras a víctimas del conflicto armado, 
durante 2020, se ejecutaron 636 proyectos productivos, para un total de 4.990 en el 
cuatrienio. Lo anterior permitió que las familias beneficiadas accedieran a la 
inclusión productiva, y generaran ingresos para el mejoramiento de la calidad de 
vida de su núcleo familiar. Con este avance, se superó la meta propuesta de 4.835 
proyectos para el año y se avanzó en el 76,8 % de la meta para el cuatrienio (gráfico 
XI-10). 

Gráfico XI-10. Proyectos productivos ejecutados en el marco de la restitución de tierras, 2018-2020 

 

Fuente: DNP-Sinergia, MinAgricultura. 

C. INSTRUMENTOS Y HERRAMIENTAS QUE ORIENTAN LA INVERSIÓN Y EL GASTO 
EFICIENTE PARA LA ESTABILIZACIÓN, LA CONSTRUCCIÓN DE PAZ Y LA 
CULTURA DE LA LEGALIDAD 

Esta línea presenta los avances para superar las dificultades de articulación, 
intercambio y calidad de información con el propósito de sobrepasar limitaciones 
de gestión y toma de decisiones en el marco de la estabilización de la paz. Entre las 
formas de articulación a través de herramientas se encuentra la caracterización de 
las víctimas a través de Sisbén IV. 
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De acuerdo con lo anterior, se avanzó en un 40 % en el número de víctimas con 
caracterización socioeconómica a través de Sisbén IV. En 2020, se reunieron las 
mesas de trabajo con la Comisión de Seguimiento a la Ley de Víctimas, convocadas 
por el presidente de la Comisión y contaron con la participación de representantes 
de la población víctima del conflicto. En ellas se socializaron los cambios y las 
novedades metodológicas del Sisbén IV, la transición hacia la nueva metodología y 
el proceso de armonización de la política de víctimas con la política social moderna. 
En la última mesa, el DNP se comprometió a usar la información del Sisbén IV para 
presentar una caracterización de la población víctima a partir de la encuesta. Lo 
anterior responde a un cumplimiento de la meta 2020 del 100 %. 

Por otra parte, y con el objetivo de garantizar que los programas sociales lleguen a 
las víctimas de conflicto armado del país, el Gobierno nacional avanza en la 
ampliación de coberturas en afiliación al Sistema General de Seguridad Social en 
Salud (SGSSS), y la atención psicosocial a las víctimas en el país.  

En cuanto a la inscripción al SGSSS, durante el 2020, el 92,62 % de la población 
identificada como víctima de conflicto armado en el país se encuentra afiliada; sin 
embargo, el avance estuvo por debajo de la meta proyectada del 94,30 %. Por ello 
MinSalud ha instruido y promovido en las entidades territoriales la respectiva 
afiliación de las personas que no se encuentran en el SGSSS. También, por medio del 
Decreto 064 de 2020, se ha contribuido a la cobertura universal de la población, 
permitiendo así que las personas víctimas de conflicto armado en el país que 
demanden servicios de salud y no se encuentren afiliados, sean inscritos por las IPS 
de manera inmediata ante una EPS. Además, se continua la gestión con las entidades 
territoriales de búsqueda activa de las víctimas de conflicto armado, para la gestión 
de la respectiva afiliación. Con lo hecho en la meta del cuatrienio se registra un 
avance del 98,22 %. 

En cuanto a la atención psicosocial, durante 2020, 889.066 víctimas fueron 
atendidas en las modalidades individual, familiar o comunitaria, con lo cual hubo un 
cumplimiento de la meta de 89,12 %. Durante 2020 se continuó con la gestión para 
la implementación del Programa de Atención Psicosocial a Víctimas de Conflicto 
Armado (PAPSIVI), para así garantizar la atención de la población reconocida en 
sentencias y órdenes judiciales. Dada la emergencia sanitaria por la COVID-19, se 
desarrollaron procesos de coordinación y articulación institucional con el objetivo 
de continuar la atención en las modalidades ya descritas. Además, en la vigencia 
2020, se promovió la ejecución de convenios nacionales para facilitar la 
implementación del PAPSIVI, y aumentar la capacidad de atención de un mayor 
número de víctimas. De ese modo, con respecto a la meta del cuatrienio, se registra 
un avance del 42,62 %. 
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XII. PACTO POR LA EQUIDAD DE OPORTUNIDADES PARA 
GRUPOS: INDÍGENAS, NEGROS, AFROCOLOMBIANOS, 
RAIZALES, PALENQUERAS Y RROM. 

 

Colombia es un país pluriétnico y multicultural que promueve el principio 
fundamental del Estado Social y Democrático de Derecho para el reconocimiento de 
la diversidad étnica y cultural a lo largo del territorio nacional. Por medio de 
procesos de concertación entre el Gobierno nacional y los grupos étnicos —
indígenas, negros, afrocolombianos, raizales, palenqueros y Rrom—, el PND 2018-
2022 estableció acuerdos para avanzar en el diseño de acciones fundamentadas en 
la diferenciación sociocultural, el fortalecimiento de la autodeterminación y la 
eliminación de las formas de discriminación de origen racial, con el objeto de 
contribuir a la eliminación de barreras en el acceso de oportunidades para el 
desarrollo de estas comunidades. 

En ese contexto, el mecanismo de Consulta Previa fue el instrumento usado por  el 
Gobierno nacional para concretar los espacios de diálogo que permitieron trazar las 
metas e indicadores de los 533 acuerdos establecidos en el presente Pacto, así: con 
la Mesa Permanente de Concertación (MPC) de los Pueblos y Organizaciones 
Indígenas, 216; con el Espacio Nacional de Consulta Previa (ENCP) de las 
Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, 239; y la Comisión 
Nacional de Diálogo (CND) del pueblo Rrom, 78. Lo anterior, ha llevado a reconocer 
el avance de los sectores en aspectos como el acceso a mejores condiciones de vida; 
atención a la primera infancia, niñez y adolescencia; vivienda digna e incluyente; 
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acceso a servicios de agua y saneamiento básico; inclusión productiva, y visibilidad 
estadística de los grupos étnicos, entre otros aspectos. 

A continuación, se presenta el avance de cada uno de los tres capítulos que 
componen este Pacto, sobre las acciones realizadas por el Gobierno nacional en 
cumplimiento a los acuerdos establecidos en el Plan para los grupos étnicos. Este 
Pacto presenta un avance con corte a 31 de diciembre de 2020 del 64,31 % para la 
vigencia y del 42,20 % para el cuatrienio. 

A. CAPÍTULO DE GRUPOS INDÍGENAS 

Los pueblos indígenas, dadas sus características, se diferencian en cuanto a su 
estructura de gobernanza, las particularidades en los campos de la salud, educación, 
protección a territorios ancestrales, su autonomía territorial —entre otros 
elementos—, que construyen una identidad propia frente al territorio, la vida y las 
interacciones en los ámbitos social, político y económico. Por ello y con el fin de 
atender a sus necesidades el Gobierno nacional y la MPC protocolizaron 216 
acuerdos distribuidos en seis ejes: 1) Mujer, familia y generación; 2) Gobierno 
propio; 3) Territorios ancestrales indígenas; 4) Integridad cultural; 5) Armonía y 
equilibrio para la defensa de la vida; y, 6) Pacto por y para las regiones: Pacto por la 
Región Caribe y Pacto por la Amazonía. 

Para el seguimiento a estos acuerdos se concertaron 261 indicadores, entre la MPC 
y los sectores, así: sobre Agricultura y Desarrollo Rural, 13; Ambiente, 33; 
Comercio, 7; CTeI, 1; Cultura, 17; Deporte, 5; Educación, 23; Estadísticas, 3; Función 
Pública, 2; Inclusión Social, 11; Interior, 47; Justicia, 7; Minas y Energía, 4; 
Planeación, 6; Presidencia, 29; Relaciones Exteriores, 2; Salud, 26; TIC, 3; Trabajo, 4; 
Transporte, 5, y Vivienda, 13 indicadores. 

En este sentido, el seguimiento a los indicadores, que dan cuenta de los acuerdos 
con los pueblos y organizaciones indígenas para al cierre de la vigencia 2020 alcanzó 
un avance del 59,18 %, según los reportes efectuados por cada uno de los 21 
sectores responsables. Entre tanto, el avance cuatrienal de este capítulo se ubicó en 
un 36,26 %.  

Durante 2020, se obtuvo que los sectores CTeI, Comercio, Deporte, TIC, Cultura, 
Vivienda, Agricultura y Planeación Nacional lograran ubicarse en un rango del 75 % 
al 100 % del cumplimiento de las metas propuestas para la vigencia. Entre tanto, 
Presidencia, Minas y Energía, Justicia, Educación, Salud, Estadística y Relaciones 
Exteriores se encontraron entre el 75 % y el 50 %; y, en el caso de Interior, Inclusión 
Social, Ambiente y Transporte cerraron la vigencia entre el 25 % y el 50 % de avance 
(gráfico XII-1). 
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Gráfico XII-1. Porcentaje de avance en los indicadores concertados con la MPC de las Organizaciones  
y Pueblos Indígenas, 2020 

 
Fuente: DNP, Sinergia. 

Finalmente, los sectores de Función Pública y Trabajo se ubicaron por debajo del 
25 %. Frente a este último, para los tres indicadores con meta concertada no se 
presentó avance. Dado que dos de los indicadores se encuentran relacionados con 
el programa de formación complementaria en temas de construcción de viviendas, 
y uno con formación profesional integral en programas de comunicación, se aclara 
que los avances se encuentran sujetos a los análisis de la comunidad indígena —
sobre la propuesta que presentó MinVivienda—, y a la espera de concertación de 
acciones de formación de escuelas comunitarias en comunicación indígena, a través 
del programa de formación flexible con enfoque cultural.  

B. CAPÍTULO DE RROM 

A partir de la Ley 21 de 1991 —que incorporó el marco jurídico del Convenio 169 
de 1989 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) —, el pueblo Rrom fue 
reconocido por Estado el colombiano. En consecuencia, y dadas las condiciones 
culturales particulares de este pueblo, con el fin de atender a sus necesidades el 
Gobierno nacional y CND acordaron un total de 78 propuestas en torno a nueve 
líneas, a saber: 1) acceso a la información y medios de comunicación; 2) apoyo al 
desarrollo cultural étnico: tradiciones, valores y cultura propia; 3) conectar 
territorios, gobiernos y poblaciones; 4) conservar produciendo y producir 
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conservando; 5) construir paz: víctimas, reintegración, reincorporación y 
estabilización; 6) instrumentos y mecanismos de caracterización y focalización de 
población étnica para diseñar políticas de equidad de oportunidades; 
7) participación y construcción de convivencia; 8) política social moderna y 
diferenciada para la equidad, y 9) territorialidad colectiva. 

Para el seguimiento a estos acuerdos entre la CND y los sectores se concertaron 54 
indicadores, así: en Agricultura y Desarrollo Rural, 2; en Ambiente, 3; en Comercio, 
1; en Cultura, 3; en Educación, 11; en Función Pública, 1; en Inclusión Social, 8; en 
Interior, 7; en Justicia, 1; en Planeación, 4; en Presidencia, 2; en Registraduría, 1; en 
Relaciones Exteriores, 1; en Salud, 4; en TIC, 1; en Trabajo, 2; y en Vivienda, 2. 

En este sentido, el avance de los indicadores correspondientes al pueblo Rrom para 
el cierre de la vigencia 2020 se ubicó en el 61,59 %. Entre tanto, el avance cuatrienal 
de este capítulo arrojó un resultado del 43,89 %.  

Así las cosas, durante 2020, Comercio, Cultura, Justicia, Planeación Nacional, TIC, 
Agricultura, Trabajo e Inclusión Social se ubicaron en un rango del 75 % al 100 % del 
cumplimiento de las metas propuestas para la vigencia. Entre tanto, Salud, Interior, 
Educación y Ambiente cerraron el año entre el 25 % y el 50 % (gráfico XII-2). 

Gráfico XII-2. Porcentaje de avance en los indicadores concertados con la CND del pueblo Rrom, 2020 

 
Fuente: DNP, Sinergia. 

Cabe aclarar que para la vigencia 2020 de los 17 sectores que concertaron 
indicadores con la CND, 13 presentaron reporte. Lo anterior, teniendo en cuenta que 
en el caso de Función Pública se alcanzó la meta del indicador en la vigencia 2019, 
mientras que Registraduría, Relaciones Internacionales y Presidencia, dada la 
anualidad de las metas y su periodicidad, aún no registran información cuantitativa. 
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C. CAPÍTULO COMUNIDADES NEGRAS, AFROCOLOMBIANAS, RAIZALES 
Y PALENQUERAS 

La Ley 70 de 1993 indica que la población negra, afrocolombiana, raizal y palenquera 
tiene una cultura, así como costumbres, tradiciones propias, una historia compartida y 
conserva una conciencia de identidad que la diferencian de otros grupos étnicos. En 
consecuencia, con el fin de atender a sus necesidades, el Gobierno nacional y el ENCP 
acordaron 239 propuestas agrupadas en 19 dimensiones, a saber: 1) salud; 2) ICBF; 3) 
mujer, género y diversidad; 4) territorio; 5) medio ambiente; 6) educación, deporte y 
cultura; 7) minería; 8) fronteras y cooperación internacional; 9) desarrollo 
económico; 10) derechos humanos; 11) víctimas; 12) tecnologías de la información y 
las comunicaciones; 13) vivienda e infraestructura; 14) tema público, político y 
participación; 15) PDET; 16) acuerdos de paz; 17) justicia; 18) educación, y 19) 
cultura y deporte. 

Para el seguimiento a estos acuerdos se concertaron 249 indicadores, entre la 
Comisión II del ENCP y los sectores, así: en Agricultura y Desarrollo Rural, 8; en 
Ambiente, 14; en Comercio, 10; en Cultura, 29; en Defensa, 7; en Deporte, 9; en 
Educación, 54; en Función Pública, 5; en Inclusión Social, 14; en Interior, 29; 
Justicia, 6; en Minas y Energía, 5; en Planeación, 7; en Presidencia, 15; en Relaciones 
Exteriores, 2; en Salud, 12; en TIC, 4; en Trabajo, 7; en Transporte, 1, y en 
Vivienda, 11. 

El avance de los indicadores correspondientes a las comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras para al cierre de la vigencia 2020 se ubicó 
en el 72,15 %, según los reportes realizados por cada uno de los 20 sectores 
responsables. Entre tanto, el avance cuatrienio de este capítulo arrojó un resultado 
de 46,45 %. 

Así las cosas, durante 2020 se obtuvo que Cultura, Relaciones Exteriores, TIC, 
Comercio, Interior, Educación, Planeación Nacional y Defensa lograron ubicarse en 
un rango del 75 % al 100 % del cumplimiento de las metas propuestas para la 
vigencia. Entre tanto, Presidencia, Deporte, Justicia, Inclusión Social, Agricultura, 
Función Pública, Minas y Energía, Salud, Ambiente y Trabajo se encontraron entre 
el 50 % y el 75 % de avance (gráfico XII-3). 
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Gráfico XII-3. Porcentaje de avance en los indicadores concertados con la Comisión II ENCP de las 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, 2020. 

 
Fuente: DNP, Sinergia. 

Sin embargo, los sectores de Vivienda y Transporte se ubicaron por debajo del 25 %. 
Este último sector no presentó avances sobre único indicador a su cargo, debido a 
que al cierre de ese año no se recibió ninguna solicitud de asistencia técnica, por 
parte de las comunidades, en la formulación de proyectos y fuentes de financiación 
del Gobierno nacional para la obtención de recursos de vías terciarias.  

Finalmente, con relación al presente Pacto se resalta que para el seguimiento a los 
acuerdos de los capítulos étnicos —indígena, Rrom, y comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras—, el PND 2018-2022 estableció la 
implementación de un módulo étnico en el Sistema Nacional de Evaluación de 
Gestión y Resultados (Sinergia). Así las cosas, en la vigencia 2020 se desarrolló este 
espacio, en donde reposa la información —cualitativa y cuantitativa— reportada 
por los sectores sobre las gestiones que llevan a cabo para el avance de los 
indicadores que dan cuenta del cumplimiento de los 533 acuerdos. La información 
puede consultarse en el link https://sinergiapp.dnp.gov.co/#HomeTablero/53. 
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XIII. PACTO POR LA INCLUSIÓN DE TODAS LAS PERSONAS  
CON DISCAPACIDAD 

     

En el marco de la Ley Estatutaria 1618 y el Documento CONPES 166 de 2013, 
Colombia implementa la Política Pública Nacional de Discapacidad e Inclusión Social 
(PPDIS), de atención integral a las personas con discapacidad (PcD)27. Sin embargo, 
el país continúa con múltiples deficiencias asociadas a la institucionalidad, una 
educación no inclusiva, barreras de acceso estructurales e intermedias, además de 
necesidades de apoyo y cuidado, tanto para las PcD como para sus núcleos cercanos. 

De acuerdo con lo anterior, a partir de este Pacto, el Gobierno nacional se propuso 
generar condiciones apropiadas para la inclusión social y productiva de las PcD, a 
través de actualizar e implementar las acciones de la PPDIS 2013-2022, instaurar 
programas de educación inclusiva efectivos, crear mecanismos para la generación 
de ingresos y la seguridad económica, y medidas normativas para garantizar el 
ejercicio de la capacidad legal y el acceso a la justicia de las PcD; fortalecer la 
asistencia, la protección social y la articulación en el marco del Sistema de Cuidado 
a este grupo poblacional. De otro lado, también se busca asegurar la participación 
de las PcD en igualdad de condiciones con la formulación e implementación de un 
Plan Nacional de Accesibilidad.  

A continuación, se presenta el progreso de los indicadores asociados a la línea alianza 
por la inclusión y la dignidad de todas las personas con discapacidad, la cual mide la 
evolución de las acciones llevadas a cabo por el Gobierno nacional, y así, dar 
cumplimiento a los objetivos enunciados anteriormente. Con corte a 31 de diciembre 
de 2020, este pacto presenta un avance del 61,9 % para la vigencia y del 38,2 % para 
el cuatrienio. 

 
27 La Convención Internacional por los Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas (ONU) 

dispuso que el término adecuado para referirse a este grupo de la población sea personas con discapacidad 
(PCD) o personas en situación de discapacidad. 
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A. ALIANZA POR LA INCLUSIÓN Y LA DIGNIDAD DE TODAS LAS PERSONAS  
CON DISCAPACIDAD 

El Gobierno nacional ha venido implementando estrategias para lograr que la 
inserción al mercado laboral y al emprendimiento por parte de las PcD sea efectiva 
dentro de la sociedad colombiana. Las estrategias son: 1) divulgar los incentivos 
contemplados en la legislación vigente con respecto a la inclusión laboral de PcD; 
2) realizar ajustes razonables en los centros de empleo, para obtener espacios de 
accesibilidad e inclusión para las PcD; 3) tener funcionarios cualificados en temas 
relacionados con la inclusión laboral de PcD; 4) brindar atención para esta población 
en el marco del Modelo de Inclusión Laboral a través del SPE; 5) implementar un 
programa de inclusión laboral de las PcD en las entidades públicas del orden 
nacional y territorial, para el efecto se dispone que deben definirse los 
procedimientos en la convocatoria, cobertura y número de plazas disponibles que 
serán publicas al inicio de cada año a través del SPE, y 6) promover la modificación 
y remoción de barreras legales que desestimulan la contratación de personas con 
discapacidad. 

Al cierre de 2020, se registraron 11.241 colocaciones de PcD a través del SPE, que 
presentaron un incremento del 21,60 % con respecto al año 2019, al pasar de 9.244 
en 2019 a 11.241 en 2020, lo que indica un cumplimiento superior a la meta en 32,50 
p. p. para esta vigencia y un avance del 61,89 % en cuanto a la meta de 13.940 
establecida para el cuatrienio. Cabe resaltar que, el SENA reportó el 68,18 % de las 
colocaciones, seguido de ComfaCesar con el 6,61 % y la Alcaldía de Barranquilla con 
el 5,79 % (gráfico XIII-1). 

Gráfico XIII-1. Colocaciones de personas con discapacidad a través del Servicio Público de Empleo, 
2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, SPE. 

Así mismo, 17.733 PcD recibieron capacitación para el trabajo durante 2020. El 
SENA en articulación con los centros de formación profesional integral y los equipos 
de atención de la Agencia Pública de Empleo (APE) desplegaron acciones conjuntas 
para impulsar la inclusión y participación de los aspirantes con discapacidad en la 
oferta educativa de la entidad, lo que dio como resultado que 17.733 PcD accedieran 
a los diferentes tipos de formación —operario; auxiliar, técnico laboral y 
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profundización técnica; tecnológica con tecnólogo, especialización tecnológica y 
complementaria con eventos de divulgación tecnológica, y cursos cortos—, con lo 
que se alcanzó un 63,51 % de la meta establecida para esta vigencia —27.922—. En 
cuanto a la cobertura regional, el Distrito Capital reportó la mayor participación, 
seguida de Cundinamarca, Antioquia, Santander y Bolívar. Del total de las PcD 
capacitadas, el 26 % correspondía a aprendices con discapacidad visual, el 25 % con 
física y el 17 % con intelectual. Con respecto al tipo de formación, se evidenció que 
el 84 % tenía formación complementaria, el 10 % eran técnicos laborales y el 6% 
accedió a capacitación tecnológica. En lo referente a la inclusión por género, se 
observó que el 53 % de la participación fue de hombres y el 47 % de mujeres. 

Finalmente, el Gobierno nacional ha desplegado acciones que favorezcan la 
identificación de las PcD, y es así como, durante el 2020, 3.280 personas accedieron 
a valoración de certificación y al Registro de Localización y Caracterización de 
Personas con Discapacidad (RLCPD), presentando un sobrecumplimiento en 120 
p. p con respecto a la meta anual proyectada del 4,95 %. Del total de 34 entidades 
territoriales, el 64,70 % efectuó la incorporación presupuestal para el desarrollo de 
la gestión respectiva, y el 23 % ha realizado valoraciones para el registro y la 
caracterización de PcD. Por otra parte, el SENA finalizó dos cohortes de formación 
en el tema, certificando 1.484 profesionales que fortalecerán los equipos 
multidisciplinarios conformados para el cumplimiento de la meta del cuatrienio, la 
cual ya registra un avance del 72,87 %. 

Evaluación Política Pública de Discapacidad e Inclusión Social (PPDIS) 

El objetivo de la PPDIS es “Garantizar el goce pleno, y en condiciones de igualdad, de todos 
los derechos humanos y libertades fundamentales de las personas con discapacidad (PcD). 
Está estructurada en cinco ejes estratégicos: 1) Transformación de lo público, 2) Garantía 
jurídica, 3) Participación en la vida política y pública, 4) Desarrollo de capacidades y 5) 
Reconocimiento de la diversidad. La entidad encargada de la implementación y seguimiento 
de la PPDIS es el Sistema Nacional de Discapacidad, que lo compone el Consejo Nacional de 
Discapacidad, los comités territoriales, las entidades sectoriales, los organismos de 
cooperación, las Organizaciones Sociales de Discapacidad, las personas con discapacidad, y 
la sociedad civil (Documento CONPES 166, 2013).  

La evaluación tuvo los siguientes resultados por eje, Eje 1: la información del Observatorio 
Nacional de Discapacidad (OND) ha permitido tomar decisiones, pero no todos los actores 
lo conocen. Eje 2: fortalecimiento del ejercicio de la capacidad jurídica de las Personas con 
Discapacidad (PcD), Ley 1996 de 2019 elimina la interdicción. Eje 3: el fortalecimiento de 
las Organizaciones Sociales de Discapacidad (OSD) es muy desigual en los territorios. Eje 4: 
la inclusión de niños y niñas con discapacidad (NNcD) en la educación preescolar mejora en 
el acceso a la educación básica y primaria, faltan ajustes y accesibilidad en las Instituciones 
Educativas (IE), restricciones para la inclusión laboral, baja empleabilidad, muy pocos 
emprendimientos, cobertura universal en salud, persisten restricciones en algunos 
servicios. Eje 5: gran esfuerzo desde la oferta de TICs, pero su uso es aún muy restringido, 
mejoras en la accesibilidad, pero concentradas en los centros de ciudades. Existencia de 
barreras comunicativas, físicas y actitudinales en la mayoría de los espacios. 
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Algunas recomendaciones son: 1) Ampliar el nivel de análisis del OND, incluir información 
de las OSD y cuidadores(as) e incorporar indicadores para el análisis de la 
interseccionalidad. 2) Difundir la información de seguimiento del Sistema Nacional de 
Discapacidad (SND) a otras instancias en los territorios y a las OSD. 3) Estimular el 
desarrollo de una “Comunidad de Práctica” para el intercambio entre OSD nacionales, 
territoriales y la institucionalidad. 4) Continuar con la ampliación de la cobertura educativa 
incluyendo ajustes razonables y estrategias de educación virtual, garantizar la existencia de 
personal docente y de apoyo en todas las IE donde asistan NNAcD. 5) General mayores 
incentivos para la contratación de PcD, promover el trabajo en línea. 6) Aumentar el acceso 
de PcD a la formación para el trabajo. 7) Mejorar el acceso a salud bajo un enfoque de 
integralidad, cumpliendo los estándares de calidad y con accesibilidad comunicativa. 8) 
Incentivar el uso de las herramientas de CONVERTIC y el Centro de Relevo. 9) Implementar 
apoyos y ajustes razonables para la comunicación y continuar con la sensibilización de la 
ciudadanía para disminuir las barreras actitudinales. 
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XIV. PACTO DE EQUIDAD PARA LAS MUJERES 

 

Este Pacto tiene por objetivo garantizar que las mujeres tengan las mismas 
oportunidades y puedan desarrollar plenamente sus derechos, con una distribución 
justa de bienes, productos y servicios, acceso igualitario a los recursos y al poder, en 
un ambiente libre de violencias. Lo anterior dado que, en Colombia, se evidencia 
que las mujeres se encuentran en desventaja en las oportunidades sociales 
y productivas. 

Aunque las mujeres representan más de la mitad de la población colombiana —el 
51,4 %—, lo que equivale a más de la mitad del potencial del país, las estadísticas 
muestran la disparidad entre hombres y mujeres en términos de participación, 
trabajo y acceso al mercado (DNP, 2018). Además, la pobreza esta feminizada y los 
índices de violencia contra la mujer son más altos que el promedio latinoamericano 
(DNP, 2018). 

En este sentido, las principales apuestas de este Pacto se agregan en tres temas: 
inclusión social y económica, representatividad y un ambiente libre de violencias. 
Respecto al Empoderamiento Económico, el Pacto plantea el acceso y participación 
igualitaria de las mujeres en el mercado laboral, de manera que mejoren su nivel 
económico y condiciones de vida, y superen las condiciones de pobreza que las 
afectan. Adicionalmente, propone garantizar el desarrollo rural equitativo y 
sostenible para las mujeres. Por otra parte, traza la meta con relación a incrementar 
la participación de las mujeres en los espacios de la esfera política, con el fin de que 
puedan incidir en las decisiones que las afectan. Y, por último, plantea acciones para 
garantizar el efectivo goce de una vida libre de violencias. 

A continuación, se presenta el avance de los indicadores por cada una de las siete 
líneas que componen este Pacto, el cual presentaba un avance con corte a 31 de 
diciembre de 2020 del 84,90 % para la vigencia y del 47,74 % para el cuatrienio. 
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A. EDUCACIÓN Y EMPODERAMIENTO ECONÓMICO PARA LA ELIMINACIÓN DE 
BRECHAS DE GÉNERO EN EL MUNDO DEL TRABAJO 

El objetivo del Gobierno nacional en esta materia es asegurar el emprendimiento y 
empoderamiento económico a través de la implementación de proyectos y 
programas, con el fin de desarrollar el potencial productivo de las mujeres en 
ambientes libres de violencia basada en género, dado que la participación de esta 
población en el mercado laboral continúa siendo menor en relación con la de 
los hombres.  

En este sentido, con el fin de que los docentes del país desarrollen competencias 
para promover la participación igualitaria de niños y niñas, 3.010 docentes fueron 
formados con Programas de la Promoción de la Participación (PPP) igualitaria de 
niños y niñas durante 2020. A través del convenio entre la Fundación Saldarriaga 
Concha y MinEducación se prestó formación y acompañamiento a 1.949 docentes 
por medio del aula virtual "conexión vital" para el fortalecimiento de competencias 
ciudadanas y socioemocionales. Adicionalmente, se cumplió proceso de formación 
dirigido a 1.061 orientadores escolares para el fortalecimiento de las funciones en 
el marco del Sistema Nacional de Convivencia Escolar. Esto equivale a un aumento 
del 11,90 % con relación al año 2019 y un avance del 71,25 % de la meta cuatrienal 
propuesta en el PND 2018-2022 (gráfico XIV-1). 

Gráfico XIV-1. Docentes Formados con PPP igualitaria de niños y niñas, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, MinEducación 

De otra parte, con el propósito de fortalecer los emprendimientos femeninos 
colombianos, desde iNNpulsa se avanzó durante 2020 en la implementación del 
Fondo Empodera que acompañó 114 empresas de mujeres; al finalizar su proceso 
de aceleración, donde accedieron a contenido especializado en habilidades 
gerenciales, liderazgo, negociación, planeación y fortalecimiento del modelo de 
negocio. Esto significó un aumento del 32,56 % frente al mismo periodo del año 
anterior y un avance del 45,46 % de la meta cuatrienal de 440 empresas. 

A través del Programa de Atención a Población Vulnerable (APV) de Artesanías de 
Colombia 860 mujeres fueron atendidas durante 2020, en los departamentos de 
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Antioquia, Bolívar, Córdoba, Magdalena, Chocó, Valle del Cauca, Cauca y Nariño, lo 
que representó un cumplimiento superior en 19 p. p. de la meta establecida para 
2020 de 720 mujeres atendidas; y un avance del 86,37 % de la meta cuatrienal de 
2.370. Así mismo, teniendo en cuenta la emergencia sanitaria, desde el programa se 
contactó y dio seguimiento de las comunidades artesanas por vía telefónica y 
medios electrónicos. 

Sumado a lo anterior, MinCIT hizo especial seguimiento al número de mujeres 
víctimas de desplazamiento que tienen o hacen parte de un emprendimiento, 
unidad, proyecto o iniciativa productiva; como resultado de ello, durante 2020, se 
atendieron a 3.091 mujeres víctimas vinculadas a instrumentos de inclusión 
productiva para el fortalecimiento de sus iniciativas empresariales, lo que equivale 
a un aumento del 104,84 % frente a lo realizado en el año 2019 y un cumplimiento 
mayor en 43 p. p. de la meta cuatrienal de 3.200 mujeres propuesta en el PND 
2018-2020. 

Ahora bien, en cuanto a la ruta de empleabilidad, al cierre de 2020 se registraron 
1.689.454 colocaciones de mujeres a través del SPE. Las colaciones presentaron un 
incremento del 20,86 % con respecto al año 2019, al pasar de 1.397.807 en 2019 a 
1.689.454 en 2020, lo que representó un cumplimiento mayor de 44,53 p. p. de la 
meta establecida para esta vigencia y un avance del 64,25 % de la meta cuatrienal 
de 2.059.637 colocaciones. Cabe resaltar que durante esta vigencia, el SENA reportó 
el 60,88 % de las colocaciones, seguido de Compensar con el 6,65 % y Colsubsidio 
con el 5,52 % (gráfico XIV-2). 

Gráfico XIV-2. Colocaciones de mujeres a través del Servicio Público de Empleo, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, MinTrabajo. 

Además, durante 2020 se implementó el 66 % de los sistemas de equidad de género, 
el cual está compuesto por los programas de Equipares 28  rural, Equipares 

 
28 Equipares es un programa de certificación en Equidad Laboral con Enfoque de Género, en el marco de la Ley 

1257 de 2008, y el Documento CONPES 161 de 2013, que está compuesto por: 1) sistema diseñado, 2) piloto 
realizado, 3) inicio de implementación y 4) reconocimiento y/o vinculación), los cuales conforman a cada 
uno de los Sistemas Equipares —Empresarial, público y rural—. 
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Empresarial y Equipares Público. Frente a Equipares Rural, se cumplió el 100 % de 
la prueba piloto en la Red de Productores Ecológicos de la Sierra (Ecolsierra) y se 
realizaron reuniones con la Federación de Cafeteros para la implementación del 
programa. En cuanto a Equipares Empresarial, se realizó el reconocimiento de 
“Compromiso de Igualdad” a 27 empresas, se adelantaron los trámites para la 
vinculación de 17 empresas nuevas y acciones para la implementación del programa 
en las empresas ya vinculadas. Así mismo, se efectuaron acompañamientos, 
asistencias técnicas, reuniones de seguimiento y auditorías a las empresas con el 
sello. Con respecto a Equipares Público, se entregó la iniciativa a la Consejería 
Presidencial para la Equidad de la Mujer, para que lideren este programa junto con 
el DAPRE. De acuerdo con lo anterior, se alcanzó el 78,57 % de la meta del 72 % 
establecida para esta vigencia y un avance del 39,29 % de la meta definida en el PND 
2018-2022 del 100 %. 

Paralelamente, con el propósito de empoderar a las mujeres, 12.106 mujeres fueron 
formadas en el uso y apropiación de las TIC durante 2020. Los procesos de 
formación se desarrollaron a partir de la iniciativa Chicas Steam, con la que se 
beneficiaron 360 niñas y jóvenes, y el proyecto #PorTICMujer con la que se 
beneficiaron 11.746 mujeres, resultado que superó en ocho veces la meta 
establecida para esta vigencia — 1.500 mujeres—. Con lo anterior, se alcanzó un 
total de 13.606 mujeres formadas durante el periodo de gobierno, superando en 2,2 
veces la meta del cuatrienio —6.000 mujeres—.  

B. EL CUIDADO, UNA APUESTA DE ARTICULACIÓN Y CORRESPONSABILIDAD 

Una de las prioridades del Gobierno nacional es el desarrollo de una política que 
permita atender tanto a la población sujeta de cuidado como a sus cuidadores, dado 
que el cuidado es un fenómeno social, económico y cultural que abarca un conjunto 
de actividades, procesos y relaciones persona a persona, que impacta directamente 
al bienestar y el desarrollo integral del ser humano.  

En cuanto al desarrollo integral, el bienestar cotidiano y la inclusión social, 56.049 
mujeres gestantes fueron atendidas en servicios de primera infancia durante 2020, 
con acompañamientos pedagógicos, seguimiento al desarrollo y al estado de salud y 
acompañamientos psicosociales, los cuales se enmarcaron en las exploraciones 
semanales y la estrategia Mis Manos Te Enseñan 2.0. Adicionalmente, se efectuó el 
taller de acompañamiento y formación a familias “Paternidad protectora: 
Fortaleciendo el rol masculino en el cuidado y la crianza”. Así mismo, se hizo entrega 
de las Raciones Para Preparar (RPP) para el mes de diciembre, una ración adicional 
para vacaciones y el kit pedagógico "Crianza Consiente" a niñas, niños y mujeres 
gestantes. Con lo anterior se registró un avance del 64,87 % de la meta establecida 
para la vigencia y un avance acumulado para el cuatrienio del 43,47 %.  
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Ahora bien, en cuanto al fortalecimiento de los derechos de las mujeres privadas de 
la libertad, durante 2020, se atendió el 100 % de mujeres con hijos menores de tres 
años en Establecimientos de Reclusión de Orden Nacional (ERON), así se dio 
cumplimiento a la meta tanto de la vigencia como del cuatrienio con el 100% de 
atención. A lo largo de esta vigencia, fueron atendidos 646 niños, 377 madres 
gestantes y 64 madres lactantes con acceso a los servicios de salud, y a los 
programas de promoción y prevención en las ciudades de Bogotá, Jamundí, Popayán, 
Bucaramanga. Cúcuta, Pedregal, Coiba y Pereira (gráfico XIV-3). 

Gráfico XIV-3. Mujeres atendidas con hijos menores de tres años en ERON, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, MinJusticia. 

Por su parte, la carencia de una vivienda adecuada incide estrechamente en 
situaciones relacionadas con la violencia doméstica, por ello el mejoramiento del 
acceso y la calidad de esta es indispensable. Durante 2020, se otorgaron 22.023 
subsidios familiares de vivienda a mujeres cabezas de familia, los cuales fueron 
otorgados a través de diferentes programas de vivienda así: 594 Casa Digna Vida 
Digna; 18.427 Mi Casa Ya; 678 Gratuita; 1.641 Semillero de Propietarios - Arriendo; 
96 Semillero de Propietarios - Ahorradores; 577 VIPA; 7 Bolsa de Desplazados y 3 
Bolsa de Atentados Terroristas. Como resultado de lo anterior, se superó el 
cumplimiento en 120,3 p. p. de la meta10.000 subsidios establecida para 2020 y se 
avanzó en un 33,6% de la meta del cuatrienio.  

C. PARTICIPACIÓN DE LAS MUJERES EN ESCENARIOS DE PODER Y TOMA 
DE DECISIONES 

Uno de los objetivos del PND 2018-2022 es promover la participación de las mujeres 
para eliminar las brechas y favorecer su incidencia en los escenarios político, 
económico y social. Con esa directriz el Gobierno nacional ha desarrollado 
estrategias que permiten incrementar el acceso de las mujeres en los espacios de 
toma de decisiones y de gestión en el Estado colombiano. 

En este sentido, con el fin de fomentar la participación y las capacidades de liderazgo 
de las mujeres, para 2020, MinInterior logró formar en escuelas de liderazgo político 
a 3.449 mujeres. Así las cosas, para la vigencia del presente balance, frente a la meta 
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propuesta de 250 mujeres formadas tanto en cursos de comunicación política como 
en los módulos de participación política de mujeres, análisis del entorno, sistema 
político y electoral, Marketing Político y violencia contra las mujeres en política, se 
superó en diez veces lo establecido. La implementación de metodologías de 
capacitación virtual impulso el cumplimiento de la meta. 

Respecto al rol de la mujer en el Estado, durante 2020, se logró que el 45 % de las 
mujeres vinculadas en roles de toma de decisiones y de gestión en el Gobierno 
nacional, respecto al total de asalariados, ocuparan cargos directivos del Estado 
Colombiano. Esto indica que se debe continuar avanzando en la concientización y la 
importancia de la participación de la mujer en espacios representativos para la toma 
de decisiones por parte de las entidades, quienes deben aumentar sus esfuerzos y 
comprensión de esta estrategia con el propósito de dar cumplimiento a lo 
establecido, en aras de alcanzar la igualdad y equidad de género. Lo anterior, 
permitió alcanzar el 97,83 % de la meta establecida para esta vigencia. 

D. PROMOCIÓN DE LA SALUD SEXUAL Y LOS DERECHOS REPRODUCTIVOS PARA 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

Con el propósito de garantizar los derechos sexuales y reproductivos para las niñas, 
niños y adolescentes, el Gobierno nacional ha emprendido acciones para evitar el 
embarazo a tempranas edades, además de las uniones maritales, y así contribuir al 
buen vivir de las nuevas generaciones. 

Respecto a la tasa de fecundidad en adolescentes, durante 2020 se presentaron 
57,95 nacimientos por cada 1.000 adolescentes entre 15 a 19 años, teniendo un 
cumplimiento mayor de la meta en 0,05 p. p. Por su parte, a lo largo de 2019 se 
presentaron 2,47 nacimientos por cada 1.000 adolescentes entre los 10 y 14 años29 
obteniendo un cumplimiento mayor de la meta de 2,50 proyectada para esta 
vigencia en 0,03 p. p. El Gobierno nacional ha desplegado varias acciones a favor del 
tema, una de ellas es la construcción de una herramienta para el seguimiento 
departamental, distrital y municipal de las tasas de fecundidad adolescente, en el 
marco del Decreto 028 de 2008. Igualmente, se desarrolló el Capítulo de Uniones 
Tempranas y Exposición al Riesgo de Embarazo de la Encuesta Nacional de 
Demografía y Salud. Además, MinSalud continúa gestionando las capacidades 
territoriales, con el fin de fortalecer los procesos de inclusión de metas y acciones 
en el marco de los derechos sexuales y reproductivos de la primera infancia y 
adolescencia, haciendo hincapié en la prevención de los embarazos en adolescentes.  

 
29 Se reporta el avance con corte a 2019 debido a que este indicador presenta un rezago de 365 días.  
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E. DERECHO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIAS 

Dentro del PND 2018-2022 se estableció que la condición necesaria para lograr la 
equidad de género es garantizar a las mujeres el efectivo goce de una vida libre de 
violencia. Por tal razón, el Gobierno nacional tiene como objetivo promover la 
articulación intersectorial que permita abordar de manera integral esta 
problemática, desde la prevención hasta la atención.  

En ese sentido, en cuanto a formación, durante 2020 se logró que 8.811 madres 
comunitarias nuevas estuvieran en proceso de formación o cualificación en atención 
integral a la primera infancia en el marco del Fondo 1787 de 2019. Los avances por 
cada línea de formación son: 1) línea de formación en servicios —fortalecimiento 
MAS+—, modelos de acompañamiento situado: se han desarrollado cuatro procesos 
de formación con la Universidad de Monserrate, la Fundación Carvajal, la 
Universidad Pedagógica Nacional y la Universidad Tecnológica de Pereira, 
tendiendo presencia en 21 regionales priorizadas; y 2) línea de formación en 
servicio: se continuó con el desarrollo del curso virtual de gestión de los riesgos en 
la primera infancia priorizando la formación a las madres y padres comunitarios de 
las Unidades de Servicio en ocho regionales. Como resultado de lo anterior, se logró 
el cumplimiento del 100 % de la meta establecida para la vigencia —8.800 madres 
comunitarias nuevas— y un avance del 53,40 % frente a la meta del cuatrienio 
(gráfico XIV-4). 

Gráfico XIV-4. Madres comunitarias nuevas en proceso de formación o cualificación en atención 
integral a la primera infancia 2019-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, ICBF. 

Ahora bien, con el fin de abordar problemáticas complejas, durante el 2020, el 70% 
de las entidades territoriales desplegaron un mecanismo intersectorial para el 
abordaje de las violencias de género, con lo que se obtuvo un cumplimiento mayor 
de 10 p. p de la meta anual –60 %– y un avance del 100 % de la meta del 
cuatrienio Además, dada la contingencia sanitaria por el COVID-19, se volcaron 
múltiples procesos para la prevención y atención de las violencias de género por el 
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aislamiento preventivo obligatorio, haciendo hincapié en la atención de las 
violencias prioritarias. 

Así mismo, para abordar acciones de prevención, protección y garantías de no 
repetición para las mujeres, durante 2020, la UNP implementó el 84,21 % de 
medidas de protección. En esta vigencia, de las 950 mujeres identificadas en riesgo 
extremo, extraordinario o inminente, se les implementaron medidas de protección 
a 800 de ellas, (gráfico XIV-5). 

Gráfico XIV-5. Mujeres en riesgo extremo o extraordinario con medidas de protección, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, UNP. 

F. MUJERES RURALES COMO AGENTES DE TRANSFORMACIÓN EN EL CAMPO 

El PND 2018-2022 tiene como propósito empoderar a las mujeres rurales como 
agentes de transformación del campo, a través del acceso y la formalización en la 
tenencia de la tierra, el acceso a crédito y a los servicios de extensión agropecuaria, 
con el fin de brindar un acceso igualitario e incrementar su participación en las 
actividades agropecuarias y no agropecuarias que se verán reflejadas en las zonas 
rurales de país. 

En este sentido, en cuanto a la formalización de la tierra, durante la vigencia 2020, 
4.302 mujeres rurales contaron con derechos de tenencia reconocidos mediante 
títulos a su nombre o con sus parejas, este avance representó un 50 % de los 
propietarios beneficiarios, bajo las modalidades de baldíos a personal natural, 
compra directa y programas especiales, formalización de previos privados, bienes 
fiscales y patrimoniales y subsidios integrales de tierra. Con este resultado se 
cumplió la meta establecida en esta vigencia —3.061— y se avanzó en el 87,93 % de 
la meta del cuatrienio —12.142 mujeres—. 

De otra parte, en cuanto a la participación de las mujeres en los instrumentos de 
financiación rural, en 2020, el 35,2 % de las operaciones de crédito agropecuario y 
rural se destinaron a mujeres rurales. Al cierre de diciembre 2020, se colocaron 
174.514 operaciones de crédito para mujeres por valor de $1.690 billones con lo que 
se alcanzó una participación en el total del número de créditos a personas naturales 
del 35,2 % que frente a la meta total del 35,2 % de participación alcanza un 
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cumplimiento de 100 % (gráfico XIV-6). Las actividades productivas con mayor 
participación fueron: actividad mixta agropecuaria rural con un 19,88 %, café con 
un 19,10 %, ganadería carne con un 16,30%, frutales con un 6,05 %, plátano con un 
5,37 % y ganadería de leche con un 5,29 %. El 28 % restante se encuentra 
distribuido en otras 24 actividades productivas en menores porcentajes. 

Gráfico XIV-6. Porcentaje de participación de mujeres rurales dentro de las operaciones de crédito 
agropecuario y rural, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, MinAgricultura. 

Finalmente, MinAgricultura brindó acompañamiento integral orientado a 
diagnosticar, recomendar, actualizar, capacitar, transferir, asistir, empoderar y 
generar competencias a los productores agropecuarios. En este sentido, la 
participación de las mujeres que se beneficiaron de este servicio de extensión 
agropecuaria durante 2020 fue del 31%. Para el periodo comprendido entre enero 
y diciembre del 2020, se apoyaron a 2.853 mujeres, lo cual corresponde al 
cumplimiento del 100 % de la meta establecida para 2020 del 30 %. Los principales 
departamentos donde se llevó a cabo la ejecución son los siguientes: Archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina con 196 mujeres—; Bolívar, 236 
mujeres; Boyacá, 296 mujeres; Casanare, 215 mujeres; Cauca, 231 mujeres; Guainía, 
141 mujeres; Nariño, 250 mujeres; Risaralda, 139 mujeres; Sucre, 249 mujeres y 
Tolima, 900 mujeres. 

G. EQUIDAD PARA LAS MUJERES EN LA CONSTRUCCIÓN DE PAZ 

En el marco de la atención y reparación a las víctimas de conflicto armado, el 
Gobierno nacional continua con el desarrollo de acciones con el objetivo de 
garantizar los derechos sexuales y reproductivos para las mujeres.  

Con respecto a lo anterior, durante el 2020, se desarrollaron 23 asistencias técnicas 
para la implementación del Programa de Prevención de las Violencias Sexuales en 
el Conflicto Armado y de Atención Integral a Mujeres Víctimas en las entidades 
territoriales de los departamentos priorizados —Antioquia, Atlántico, Bolívar, 
Boyacá, Bogotá D. C., Caquetá, Cesar, Córdoba, Cundinamarca, Huila, La Guajira, 
Magdalena, Quindío, Risaralda, Santander y Tolima—. Lo anterior, representó un 
sobrecumplimiento de 187 p. p. de la meta anual –8– y un avance de 95,83% de la 
meta del cuatrienio. Además, se capacitó en el Protocolo de Atención Integral en 
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salud a víctimas de violencias sexuales e IPS de municipios priorizados en el marco 
de la atención a víctimas. 
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XV. PACTO POR UNA GESTIÓN PÚBLICA EFECTIVA 

 

Este Pacto busca mejorar la eficiencia del Estado y de la gestión pública para lograr 
resultados estratégicos en la calidad de vida de sus ciudadanos y en el desarrollo 
económico del país en el mediano y largo plazo. Se basa en la intervención a través 
de la transformación de la Administración pública y del gasto público efectivo. 

La transformación de la Administración pública permitirá superar las barreras 
institucionales actuales, que impiden mejorar la productividad del sector público. El 
gasto público efectivo facilitará una gestión pública más eficiente y competitiva. 

A continuación, se presenta el progreso de los indicadores por cada una de las líneas 
que componen este Pacto, el cual presentaba un avance con corte a 31 de diciembre 
de 2020 de 99,01 % para la vigencia y de 58,41 % para el cuatrienio.  

A. TRANSFORMACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

Para avanzar en la hoja de ruta de trabajo para la transformación de la 
Administración pública, el PND 2018-2022 incluye diferentes estrategias orientadas 
a promover el funcionamiento eficiente y productivo del Estado en los diferentes 
niveles del Gobierno. Mediante instrumentos que permiten el mejoramiento en el 
desempeño de los sectores y ampliación al acceso de educación. 

El DAFP, en 2020, en el marco del esquema de medición del Modelo Integrado de 
Planeación y Gestión (MIPG), llevó a cabo la medición del índice de desempeño 
institucional (IDI) correspondiente a la vigencia 2019, por el cual se obtuvieron los 
siguientes resultados: para las entidades del orden nacional el índice se ubicó en 
79,2, es decir, 4,8 puntos por encima de la medición 2018 —la cual correspondió a 
74,3—; para las entidades del orden territorial, correspondiente a alcaldías y 
gobernaciones, el índice se ubicó en 59,1, es decir, 2,6 puntos por encima de la 
medición 2018 (la cual correspondió a 56,5). 

Con respecto a la línea base definida para las entidades nacionales, se debía 
aumentar el índice de desempeño en 4 puntos y se obtuvieron 4,8; para el caso 
territorial (Alcaldías y Gobernaciones), debían aumentar el índice de desempeño en 
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1 punto y obtuvieron 2,6. Con los resultados alcanzados en el IDI, tanto para el nivel 
nacional como para el territorial, se identificaron las temáticas a intervenir para 
cada política, así como los municipios y entidades a priorizar dentro de la estrategia 
de asesoría integral. Como resultado de la asesoría integral, se brindó asistencia 
técnica a 40 entidades de municipios PDET; 44 entidades de municipios No PDET y 
45 entidades de la rama ejecutiva del orden nacional en Esquema Líneas de Defensa, 
Procesos, Procedimientos y Gestión del Riesgo. 

Adicionalmente, con el fin de aportar a la transformación de la Administración 
pública, en relación con la cualificación de la arquitectura institucional del Estado, 
promover su profesionalización y progresar en la productividad del sector público, 
el DAFP efectúo 235 asesorías sobre procesos de fortalecimiento institucional, en lo 
relacionado con estructuras, plantas, salarios, de las cuales culminaron su proceso 
de acompañamiento 147 entidades territoriales y 32 entidades del orden nacional. 

Por último, y para ratificar el compromiso del Sector Función Pública de aportar al 
cumplimiento del objetivo de esta línea, durante 2020 la ESAP otorgó 1.669 
exoneraciones en la matrícula a estudiantes del Programas de Administración 
Pública Territorial de los estratos 1 y 2 de los municipios de 5ta y 6ta categoría, para 
un total de 2.767 estudiantes exonerados en lo corrido del cuatrienio. Así las cosas, 
se alcanzaron 669 exoneraciones adicionales a la meta establecida para la vigencia 
—1000 exoneraciones de matrículas—. Este importante resultado, se dio a partir de 
ampliación de la cobertura educativa que permitió llegar a territorios donde la 
presencia de instituciones de educación superior es nula o donde no se impartía 
formación académica por parte de la ESAP. De ese modo se logró dar apertura a 17 
nuevos Centros Territoriales de Administración Pública (CETAP). 

B. GASTO PÚBLICO EFECTIVO 

Con el propósito de contar con una Administración pública fortalecida, la línea 
muestra los avances relacionados con temas presupuestales en diferentes frentes: 
asignación estratégica y con responsabilidad del gasto público en el marco de la 
metodología de presupuesto orientado a resultados; la evaluación de la eficiencia 
del gasto público; la articulación con los sistemas de monitoreo, la optimización del 
patrimonio del Estado y la gestión de activos. 

En cuanto a la asignación del gasto público total orientado a resultados se logró un 
avance acumulado del 30 % al cierre de 2020, de forma tal que se cumplió la meta 
de la vigencia. Se implementaron los cambios programáticos incluidos en la versión 
actualizada en abril de 2020 del Manual de Clasificación Programático del Gasto 
Público, lo cual implicó el desarrollo de una nueva funcionalidad en la Metodología 
General Ajustada (MGA) que permite discriminar los sectores, programas y 
productos aplicables a la nación de aquellos aplicables al territorio. Se consolidó con 
la Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP) 
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las directrices hacia las entidades territoriales relacionadas con la articulación entre 
la clasificación programática y la clasificación por objeto de gasto.  

En cuanto a los sistemas de monitoreo de gasto público efectivo, a través de Sinergia, 
en 2020 se alcanzó un 90 % de actualización de indicadores del PND. En este 
periodo, se ajustó y aprobó mes a mes los indicadores de seguimiento del Plan 
Nacional de Desarrollo 2018-2022. Las entidades del Gobierno reportaron su 
gestión durante los primeros 10 días del mes y luego del cierre de Sinergia el nivel 
de actualización logrado equivale a cumplir la meta prevista en un 100 %. 

Finalmente, el Porcentaje de las compras públicas gestionadas a través de la Tienda 
Virtual del Estado Colombiano (TVEC) y SECOP II para el año 2020 fue del 55,2 %. 
Lo anterior corresponde a la gestión adelantada en las plataformas, superando la 
meta que se tenía para la vigencia en 38 p. p, la cual pretendía gestionar el 40 %. Se 
continúa trabajando para hacer una contratación transparente y transaccional. 
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XVI. PACTO POR LA DESCENTRALIZACIÓN: CONECTAR 
TERRITORIOS, GOBIERNOS Y POBLACIONES 

 

El Pacto por la Descentralización hace énfasis en la necesidad de aprovechar las 
funcionalidades territoriales que se extienden más allá de los límites político-
administrativos. De tal forma, el objetivo es potenciar los atributos de los territorios 
a través de la intervención articulada entre los diferentes niveles de gobierno para 
la promoción del desarrollo regional. Para esto, se prevé el diseño e implementación 
de políticas que reconozcan y potencien las particularidades territoriales y que 
conecten territorios, gobiernos y poblaciones, alrededor de los siguientes ejes 
temáticos, los cuales guardan relación con las cinco líneas definidas en el PND 2018-
2022 en materia de descentralización:  

1. Fortalecimiento institucional territorial: a través de políticas e inversiones 
para el desarrollo y ordenamiento regional y del fortalecimiento institucional 
y modernización de los gobiernos territoriales. 

2. Conectividad y desarrollo territorial: mediante la promoción tanto de la 
conectividad y los vínculos entre la ciudad y el campo como del desarrollo 
urbano y del sistema de ciudades para la sostenibilidad, la productividad, la 
equidad y la calidad de vida. 

3. Herramientas para fortalecer la planeación y el desarrollo territorial: a través 
de plataformas para elaboración y seguimiento de planes de desarrollo 
territorial, así como con herramientas de gestión financiera. 
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A continuación, se presenta el progreso de los indicadores por cada una de las cinco 
líneas que componen este Pacto, el cual presentaba un avance con corte a 31 de 
diciembre de 2020 del 81,31 % para la vigencia y del 29,89 % para el cuatrienio. 

A. POLÍTICAS E INVERSIONES PARA EL DESARROLLO, EL ORDENAMIENTO Y 
FORTALECIMIENTO DE LA ASOCIATIVIDAD 

El Gobierno nacional continua con el fortalecimiento del ordenamiento territorial y 
la generación de cartografía municipal, con el fin de avanzar en la Política Pública 
con Enfoque Integrador, cuyo objetivo es armonizar la planeación para el desarrollo 
y el ordenamiento territorial. En este sentido, y con el liderazgo del Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), se adelanta la actualización de la información 
catastral con enfoque multipropósito y la ejecución del Plan Nacional de Cartografía 
en los municipios priorizados, con lo que se obtuvieron los siguientes resultados.  

En cuanto a la actualización catastral, al 1 de enero de 202130 el 15,39 % del área 
geográfica del país estaba actualizada catastralmente, lo que corresponde a 
17.560.382,69 ha. De estas, 8.992.639,63 ha fueron actualizadas por el IGAC, la 
Agencia Nacional de Tierras (ANT) y los catastros de Antioquia y Soacha, —teniendo 
en cuenta que se incluyen las hectáreas que a la fecha contaban con una 
actualización inferior a cinco años—, a su vez, 8.567.743,06 de ha fueron 
actualizadas por medio del proceso de conservación que adelantó el IGAC y los 
gestores catastrales. Como resultado de lo anterior, se alcanzó un 76,57 % de la meta 
para la vigencia 2020. 

Paralelamente, con el propósito de facultar a entidades públicas nacionales o 
territoriales —incluidos esquemas asociativos de las entidades territoriales—, para 
que presten el servicio catastral, durante 2020 se habilitaron 11 gestores 
catastrales: Asociación de Municipios del Altiplano del Oriente Antioqueño, Área 
Metropolitana de Barranquilla, Área Metropolitana del Valle de Aburra, 
Cundinamarca, Soacha, Fusagasugá, Sesquilé, Santa Marta, San José de Cúcuta, 
Rionegro y Sincelejo. Como resultado de lo anterior, y teniendo en cuenta los ocho 
gestores habilitados en la vigencia de 2019, al cierre de 2020 el país contó con un 
total de 19 gestores catastrales habilitados, lo que representó un cumplimiento 
superior de 90 p. p. de la meta establecida para la vigencia y un avance del 95 % en 
la meta cuatrienal. 

Para disponer de información precisa para ejecutar proyectos de intervención 
territorial, como el Catastro Multipropósito y los POT Modernos, durante 2020, se 
logró que el 11,76 % del área geográfica del país contará con cartografía básica a las 
escalas y con la temporalidad adecuadas, correspondiente a 13.418.129 Ha con 

 
30 El IGAC reporta el porcentaje de actualización catastral anualmente con corte a 1 enero, razón por la cual no 

se tiene la información exacta al 31 de diciembre.  
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productos cartográficos en los municipios priorizados. Dentro de estos productos se 
encuentran: cartografía vectorial, modelos digitales de terreno, ortofotografías, 
ortoimágenes, mosaicos, entre otros. Lo anterior, dio como resultado un avance del 
51,13 % de la meta de esta vigencia y un 19,60 % de la meta del cuatrienio.  

Así mismo, con el fin de generar estudios y metodologías geográficas como 
herramientas para apoyar la gestión del desarrollo territorial con enfoque integral 
y el barrido predial masivo, es indispensable contar con la caracterización de los 
municipios donde se implementará el Catastro Multipropósito. Por ello, al cierre de 
2020, se logró que el 14,23 % del área geográfica del país contara con 
caracterización geográfica. Durante esta vigencia se llevó a cabo la caracterización 
territorial de 95 municipios, equivalentes a 16.231,703,44 ha, lo que representó un 
avance del 38,46 % respecto a la meta de la vigencia y un 23,72 % de la meta 
cuatrienal del 60 %. Como complemento, para los municipios priorizados se avanzó 
en la investigación, recopilación y procesamiento de la información secundaria 
relacionada con veredas, barrios, planes de ordenamiento territorial, planes de 
desarrollo municipal, áreas protegidas, planes de cuencas hidrográficas, proceso de 
ocupación, población actual, resguardos indígenas, actores sociales, actividades 
económicas, empleo, infraestructura vial, proyectos productivos, así como 
determinantes y condicionantes del ordenamiento territorial, entre otras. 

Por último, en relación con la armonización y articulación para el desarrollo de las 
regiones, se suscribieron dos pactos territoriales, el Pacto por el Golfo del 
Morrosquillo y el Pacto con el Departamento de Santander. Con ello se logró la 
ejecución de 17 pactos regionales, es decir, el 100 % de avance de la vigencia y un 
44,44 % de la meta del cuatrienio. En cuanto a negociaciones de nuevos pactos 
territoriales, entre otros, se adelantaron las respectivas gestiones y actualmente se 
siguen efectuando con la intención de suscribir los siguientes: el Pacto Atlántico, 
Pacto Cesar - La Guajira, Pacto Bello Antioquia y Pacto Río Bogotá.  

B. ESTIMULAR TANTO LA PRODUCTIVIDAD COMO LA EQUIDAD, A TRAVÉS DE LA 
CONECTIVIDAD Y LOS VÍNCULOS ENTRE LA CIUDAD Y EL CAMPO. 

Conectar territorios para potencializar el desarrollo, implica entender el territorio 
como un continuo urbano-rural, que mediante su interacción ofrece diferentes 
oportunidades, potencialidades y capacidades para el desarrollo, esto permite 
aumentar el flujo de bienes y servicios entre los territorios y disminuir las 
disparidades espaciales existentes. 

Así, con el propósito de adelantar estrategias y acciones desde el sector 
agropecuario con actores estratégicos en los nivel local y/o regional para el 
desarrollo rural, durante 2020, la ADR elaboró 14 nuevos Planes Integrales de 
Desarrollo Agropecuario y Rural (PIDARET), para los departamentos de Chocó, 
Cauca, Valle del Cauca, Putumayo, La Guajira, Bolívar, Córdoba, Caquetá, 
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Cundinamarca, Santander, Norte de Santander, Quindío y Risaralda; y para el 
Distrito Especial de Buenaventura; en los cuales se llevaron a cabo encuentros 
territoriales en las fases de diagnóstico, prospectiva y planeación estratégica, que 
contaron con la participación de los diferentes actores territoriales y posibilitaron 
el cumplimiento total del proceso de formulación. Lo anterior, permitió que la meta 
establecida para 2020 tuviera un cumplimiento superior a lo establecido en 
27,27 p. p.  

Así mismo, durante 2020 ingresaron 11.110 nuevos usuarios al servicio de energía 
eléctrica en municipios con PDET. Lo anterior debido a los recursos del Fondo de 
apoyo financiero para la energización de las zonas rurales interconectadas (FAER), 
el Fondo de Apoyo Financiero para la Energización de las Zonas No Interconectadas 
(FAZNI), el Plan Todos Somos Pazcífico (PTSP) y los recursos del Sistema General de 
Regalías (SGR), llegando a los departamentos de: Arauca, Caquetá, Nariño, Tolima, 
Córdoba, Cauca, Chocó, Bolívar, Magdalena, Sucre, Putumayo, Guaviare y Meta. Con 
ello se logró que para el cuatrienio 24.168 usuarios nuevos tuvieran servicio de 
energía eléctrica, los cuales incluyen los 13.058 usuarios registrados durante 2019. 
Esas cifras significan un cumplimiento superior de 69 p. p. con respecto a la meta 
establecida para esta vigencia de 6.546 nuevos usuarios. 

Ahora bien, en aras de velar por los derechos de los ciudadanos que viven alejados 
del casco urbano y garantizar el acceso a las cabeceras municipales, en lo corrido del 
cuatrienio se han construido y mejorado 2.321,04 km de vías terciarias. Durante 
2020 se construyeron y mejoraron 507,67 km de la red terciaria, con actividades de 
pavimentación, placa huella, obras de drenaje y contención. La meta programada 
para 2020 en 1.778 km, se superó en un 30 %. Para el caso del mantenimiento de las 
vías terciarias, se adelantaron obras en 32.500,75 km; no obstante, tales esfuerzos 
no se reflejan en el cumplimiento de la meta establecida en 37.485 km.  

C. DESARROLLO URBANO Y SISTEMA DE CIUDADES (SC) PARA LA 
SOSTENIBILIDAD, PRODUCTIVIDAD Y LA CALIDAD DE VIDA 

Entre los propósitos de esta línea se encuentran potenciar la equidad y la 
productividad del Sistema de Ciudades, para lo cual se dispuso una renovación 
urbana en el país; por ello, para resolver las necesidades de infraestructura física de 
las entidades públicas del orden nacional y territorial, así como promover procesos 
de aprovechamiento en la ciudad, el Gobierno nacional a través de la Agencia 
Nacional Inmobiliaria Virgilio Barco (ANIVB) durante 2020 gestionó la construcción 
de 22.306,63 m2 en proyectos inmobiliarios, lo que representó un avance superior 
a la meta establecida para la vigencia de 59,33 p. p. Dicho avance se dio por la 
finalización de diferentes proyectos como la Fiscalía en Cúcuta con 18.686,95 m2 
construidos, la Subestación Policía en Anapoima con 541 m2, la Contraloría General 
de la República en Riohacha con 1.296,16 m2, la Contraloría General de la República 
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en Quibdó con 875 m2 construidos y la sede Cancillería de Bogotá con 907,52 m2 
construidos. Las acciones desarrolladas durante 2020 permitieron que se avanzara 
el 21,87 % del total de la meta cuatrienal establecida (gráfico XVI-1). 

Gráfico XVI-1. Área construida de proyectos inmobiliarios desarrollados, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, DAPRE. 

D. GOBIERNOS TERRITORIALES CAPACES Y EFECTIVOS: FORTALECIMIENTO 
INSTITUCIONAL Y MODERNIZACIÓN PARA LA DESCENTRALIZACIÓN EFECTIVA 
Y RESPONSABLE 

Materializar las estrategias definidas en las líneas anteriores permite continuar con 
el proceso de descentralización tanto en el frente fiscal como en el de gestión 
pública, teniendo como foco las entidades territoriales para la implementación de 
políticas públicas. Para ello, es importante que las responsabilidades de gasto se 
acompañen con la descentralización de los ingresos, por lo que durante 2020 
se amplió en un año el plazo para adelantar el proceso de implementación 
del Catálogo de Clasificación Presupuestal para Entidades Territoriales y sus 
Descentralizadas (CCPET). 

En este sentido, se expidió la Resolución 2323 de 2020, con la cual se avanzó en la 
definición de necesidades de actualización para incorporar o modificar cuentas a 
través de la Contraloría General de la República y la Dirección General de 
Presupuesto de MinHacienda. De igual manera, con el nuevo clasificador 
programático de la inversión —ejercicio que incluyó una jornada de trabajo con los 
secretarios de Hacienda y Planeación de los departamentos y un número 
significativo de municipios— del DNP se avanzó en la definición de criterios para 
armonizar los planes de desarrollo de las entidades territoriales (ET). Por último, 
con el apoyo de una consultoría financiada por la cooperación suiza, se avanzó en la 
definición de las necesidades y estudio de alternativas para unificar el reporte de 
información presupuestal y se continuó haciendo pedagogía y resolviendo consultas 
sobre el catálogo31. 

 
31  Este puede ser consultado en https://www.minhacienda.gov.co/webcenter/portal/EntidadesdeOrden 

Territorial/pages_catalogoclasificacionpresupuestalCCPET  
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E. INSTRUMENTOS E INFORMACIÓN PARA LA TOMA DE DECISIONES QUE 
PROMUEVEN EL DESARROLLO REGIONAL 

Esta línea refleja la importancia de tomar decisiones con instrumentos que 
promuevan el desarrollo regional. Por ello a continuación se muestran los avances 
en la implementación de dichos instrumentos basados en buenas prácticas 
estadísticas, que permiten la toma de decisiones informadas. 

Como primera medida, durante 2020 se logró la implementación de la estrategia de 
gestión financiera y presupuestal en 19 municipios, que incorpora entre otros la 
prestación del servicio de software, a saber: Toledo (Norte de Santander), San 
Francisco (Putumayo), Puerto Rondón (Arauca), Juan de Acosta (Atlántico), 
Buenavista (Córdoba), Barrancas (La Guajira), Santa Ana (Magdalena), La Unión 
(Sucre), Manta (Cundinamarca), Bolívar (Santander), Guavatá (Santander), 
Villavieja (Huila), Viterbo (Caldas), La Tebaida (Quindío), La Celia (Risaralda), Inza 
(Cauca), Mallama (Nariño), Venadillo (Tolima) y Yuto-Atrato (Chocó). Dentro de los 
principales avances en materia de la implementación se encuentran los siguientes: 
el desarrollo del diagnóstico en materia de gestión financiera y tributaria de los 
municipios objeto de implementación; el levantamiento de la volumetría de datos 
para determinar el peso de las bases de datos y aspectos técnicos asociados a la 
administración de las bases de datos. Ello correspondió al 95 % de avance de la meta 
para la vigencia y un 19 % del cuatrienio. 

En segunda instancia, se logró la puesta en funcionamiento de un observatorio 
regional de investigación de política pública durante 2020. En la vigencia se reportó 
la versión final del Documento con propuesta de formalización de la Red Creamos del 
Acuerdo de Intención, que será el instrumento utilizado para formalizar los 
Observatorios Regionales y el trabajo en red en los territorios. Adicionalmente, se 
finalizó el Documento con lineamientos para la elaboración y puesta en marcha de 
observatorios regionales de política pública: componente técnico y tecnológico, el cual 
propone contenidos estratégicos que deben tenerse en cuenta para la formulación, 
estructuración y funcionamiento de un observatorio regional de investigación, así 
como los mínimos funcionales que debería tener una plataforma digital diseñada 
para tal fin. Con ello se dio cumplimiento a la meta de 2020 y un 25,00 % de la 
meta cuatrienal. 

El tercer logro más destacable en esta línea es que durante 2020 se implementó al 
100 % la plataforma de elaboración, articulación y seguimiento a Planes de 
Desarrollo Territorial. A diciembre de 2020 se registraron como usuarios líderes en 
la plataforma del Kit de Planeación Territorial (KPT), 1.100 suscriptores, 
correspondientes a 32 departamentos, 1.067 municipios y Bogotá D.C.; cifras que 
corresponden al 97 % del total de las entidades territoriales32. Lo anterior permitió 

 
32 Puede consultarse en https://portalterritorial.dnp.gov.co/kpt/ 
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que se cumpliera el 40 % de implementación programada en 2020, logrando así el 
total de la meta establecida tanto para la vigencia como para el cuatrienio. 

De igual manera, durante 2020 se implementó en un 20 % el Sistema Nacional de 
Información de Catastro Multipropósito, para lo cual el IGAC adelantó las siguientes 
acciones: 1) formalizó el modelo de aplicación de levantamiento catastral y el 
modelo estándar de interoperabilidad catastro y registro, en su versión 1.0; 2) 
implementó el micrositio de catastro multipropósito que contiene toda la 
información oficial reglamentada por el IGAC; 3) habilitó el servicio de consulta de 
la información registral por parte de la Superintendencia de Notariado y Registro 
(SNR), que permite la consulta en línea de la información registral, utilizada por las 
direcciones territoriales del IGAC, con el objetivo de validar la información que está 
siendo radicada por un ciudadano y la que se encuentra publicada en los sistemas 
de la SNR, y mejorar la calidad de la información que ingresa a los sistemas del IGAC; 
4) configuró e instaló 16 microservicios y dos servicios de base de datos para el 
sistema de información Catastro Multipropósito, el cual cuenta con el módulo de 
gestión de insumos para que los gestores y operadores puedan tramitar las 
solicitudes de información requeridas para los procesos de levantamiento catastral; 
5) realizó la capacitación y entrega de la primera versión del aplicativo Captura de 
Información Catastral de Actualización (CICA), con la que se hizo la captura en 
campo del proceso de actualización catastral en los municipios de Risaralda; entre 
otras. Sin embargo, estos avances no permitieron el cumplimiento total de la meta, 
al registrar un 66,67 % de avance frente a la meta establecida para 2020 y un 20 % 
de la meta cuatrienal del 100 %. 

Finalmente, durante 2020 estuvieron publicados y disponibles en el Portal 
Geográfico Nacional 187 nuevos geoservicios, con lo que se llegó a un total de 372 
geoservicios. Así mismo, se realizó el monitoreo automático de los geoservicios del 
Portal Geográfico Nacional mediante la herramienta libre GeoHealthCheck, con el 
que se optimizó el seguimiento de 335 geoservicios, de los cuales 320 se 
encontraron operando plenamente y 15 parcialmente. Como resultado de lo 
anterior, se superó la meta de 200 establecida para esta vigencia en 172 geoservicios 
y se sobrepasó en 120 p. p. la meta del cuatrienio (gráfico XVI-2). 

Gráfico XVI-2. Geoservicios publicados y disponibles, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, IGAC. 
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El PND 2018-2022 es la hoja de ruta para que las regiones cuenten con mayor 
equidad de oportunidades, a partir de la atención a las necesidades particulares de 
cada una de ellas, las cuales fueron construidas de manera participativa. Para la 
implementación de estas acciones, se requiere aunar esfuerzos de los gobiernos 
locales, el sector privado y la ciudadanía con el fin de promover oportunidades para 
el crecimiento y desarrollo regional y del país. Estos Pactos Regionales se alimentan 
también de las acciones de los Pactos Estructurales y Transversales con los cuales 
se buscará adelantar inversiones estratégicas que propendan por el mejoramiento 
de la calidad de vida de todos.  

El Pacto Región Pacífico tiene como propósito potenciar el desarrollo productivo, 
mejorar la cobertura y calidad en la provisión de servicios públicos y mejorar la 
gestión ambiental en la región, con el fin de fortalecer el ordenamiento territorial y 
disminuir las brechas existentes en la región. 

En Pacto Región Caribe busca promover la inclusión social y la equidad, el 
mejoramiento y calidad de los servicios públicos y la conectividad de la región, 
mediante la adecuación de vías y una red intermodal. Lo anterior con el propósito de 
disminuir los altos niveles de pobreza, seguridad alimentaria y desnutrición infantil. 

El Pacto Seaflower tiene como objetivo potenciar el desarrollo económico y social 
de la región, mediante el aprovechamiento del potencial ecológico y cultural de la 
Isla, así como mejorar la cobertura de servicios públicos y saneamiento básico y la 
generación de medidas de adaptación al cambio climático y protección de 
los ecosistemas, lo anterior en la búsqueda para superar las barreras sociales 
del archipiélago.  

El Pacto Región Central se caracteriza por ser un nodo de conectividad con las demás 
regiones del país, en consecuencia, desde el Gobierno nacional se busca fortalece la 
infraestructura para la conexión del territorio, que permita potenciar el crecimiento 
económico y la competitividad de la región; así mismo se fomentará la cultura, la 
innovación y la conservación de los ecosistemas.  

El Pacto Región Santanderes tiene como objetivo convertirse en un eje de logística 
y competitividad, para lo cual se buscará el desarrollo productivo, de la región, 
mejorar la conectividad intermodal y logística, así como la protección de los 
ecosistemas, con el fin de superar los desafíos que tiene la región. 

El Pacto Región Amazonia busca promover estrategias de protección de los 
ecosistemas, con el fin de conservar la biodiversidad de la región, así mismo se busca 
consolidar una infraestructura de transporte intermodal y el desarrollo de modelos 
productivos de la región, para el mejoramiento su conectividad. 

El Pacto Eje Cafetero y Antioquia tiene como propósito la internacionalización de los 
mercados domésticos, a través del fortalecimiento de las capacidades productivas 
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de la región, para lo cual es importante desarrollar infraestructura que permita la 
conexión de estos mercados e implementar actividades sostenibles con el territorio. 

El Pacto Región Llanos-Orinoquia busca impulsar la transformación productiva y 
consolidar actividades sostenibles con el ambiente, para una adecuada gestión del 
recurso hídrico; así mismo, busca desarrollar infraestructura intermodal que 
permita conectar a la región con el resto del país.  

Finalmente, el Pacto Región Océanos tiene como objetivo garantizar la gobernanza 
y sostenibilidad de los océanos, a través del conocimiento y su apropiación social d, 
con el fin de generar un desarrollo sostenible; de la misma manera, se busca 
optimizar la conectividad e infraestructura logística entre el mar y la tierra. 

A continuación, se presenta el progreso de los indicadores para cada uno de los 
Pactos Regionales, el cual presentaba un avance con corte a 31 de diciembre de 
2020 del 62,31 % para la vigencia y del 28,13 % para el cuatrienio 
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XVII. PACTO REGIÓN PACÍFICO: DIVERSIDAD PARA LA EQUIDAD, 
LA CONVIVENCIA PACÍFICA Y EL DESARROLLO SOSTENIBLE 

 

Esta región se encuentra en una posición geográfica privilegiada, debido a la 
conexión de Colombia con la cuenca del Pacífico, por lo cual la zona se caracteriza 
por poseer una riqueza ambiental y cultural, allí se encuentra gran parte del Chocó 
biogeográfico y diversos grupos étnicos. La región puede diferenciarse en dos zonas 
geográficas: la zona del litoral y la zona andina, ambas con grandes potencialidades 
y desafíos de acuerdo con sus características ambientales, productivas y sociales. 
Entre sus potencialidades económicas se destaca el puerto de Buenaventura, como 
una de las principales vías de acceso de productos al país. Pese a ello, esta región 
refleja un bajo índice de desarrollo económico y ha sido impactada por grupos al 
margen de la ley, lo que genera impactos negativos en la sociedad.  

Con el objetivo de garantizar los derechos de los ciudadanos de esta región, el 
Gobierno nacional ha enfocado este capítulo en las siguientes temáticas; prestación 
de servicios públicos, mejoramiento de accesos aéreos, conservación del medio 
ambiente y promoción de estrategias económicas.  

En este sentido el acceso a agua y saneamiento básico permite llevar una vida 
saludable y de calidad, por lo anterior, se adelantan acciones que permitan 
incrementar el acceso a este en la región pacífico. A diciembre 2019  33  61.648 
nuevas personas han accedido a agua potable en el Pacífico y 73.106 nuevas 

 
33 Este indicador tiene un rezago de 180 días en la presentación del dato, su fuente es Gran Encuesta Integrada 

de Hogares; por lo tanto, se presenta el avance a 2019.  
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personas han accedido a soluciones adecuadas para el manejo de aguas residuales. 
Se cumplió en un 95,68% la meta 2019 y en un 19,14 % la meta cuatrienal del primer 
indicador, y en un 90,20% la meta 2019 y en 18,04 % la meta cuatrienal del segundo 
indicador. Durante 2020 no se terminaron nuevos proyectos que aumenten la 
cobertura de agua potable en la región. 

En aras de mejorar la conectividad aérea con las demás regiones del país fueron 
mejorados, en su infraestructura física, dos aeropuertos no concesionados. En mayo 
de 2020 se finalizó la obra del aeropuerto de Nuquí y en junio la del aeropuerto de 
Guapi. De acuerdo con la meta establecida para el cuatrienio, el indicador reporta un 
avance del 50 %.  

Así mismo, con el objetivo de mejorar la gestión ambiental de la región el Gobierno 
nacional ha definido acciones estratégicas para potencializar la conservación de la 
biodiversidad a través de su uso sostenible. Durante 2020 se consolidaron 4.847 
hectáreas de áreas bajo esquemas de producción sostenible en la región, de las 
cuales 2.298 son de restauración, 2.020 en manejo forestal sostenible y 529 en 
reconversión productiva. Un aumento de 389 hectáreas con respecto a 2019, 
periodo en el cual se logró llegar a 4.458 hectáreas. Con ello se cumplió el 60,59 % 
de la meta de 8.000 hectáreas establecida para este periodo. 

Adicionalmente, durante 2020 se ajustaron los estudios previos para implementar 
acciones de restauración y/o rehabilitación ecológica de 300 hectáreas de áreas 
disturbadas por actividades antrópicas en la cuenca del río Atrato, para contribuir 
al mejoramiento de los procesos biológicos de los ecosistemas, la provisión de 
bienes y servicios ambientales y al mejoramiento de la calidad de vida de las 
comunidades asentadas en la cuenca en el marco de la orden 51 de la Sentencia 
T 622. 

La pobreza monetaria en Chocó se registra en 62 %. El 13 de octubre de 2020 el 
DANE publicó las cifras de pobreza monetaria y pobreza monetaria extrema para 
2019, en la cual se mantuvo la serie correspondiente a la metodología MESEP, a 
partir de la GEIH 2019 el DANE cálculo el dato oficial en la cual se obtuvo la cifra 
correspondiente de 2019 y se estableció que la pobreza monetaria en Chocó se ubicó 
en 62 % para 2019. Con lo anterior, se evidencia un rezago significativo frente a la 
meta del 56,8 % establecida para la vigencia. 

El dato oficial de pobreza monetaria extrema en Chocó el 36,3 % para 2019. Con lo 
anterior, se evidencia un rezago significativo frente a la meta del 30,7 % establecida 
para la vigencia.
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XVIII. PACTO REGIÓN CARIBE: UNA TRANSFORMACIÓN  
PARA LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES Y LA EQUIDAD 

 

La región Caribe enfrenta importantes desafíos para lograr la dinamización en el 
desarrollo productivo, así como para alcanzar un crecimiento sostenible en el 
mediano plazo (DNP, 2018). Para lo cual, es necesario mejorar las condiciones de la 
población en términos de ingresos de los hogares, así como su calidad de vida, frente 
al acceso a servicios públicos de calidad. Lo anterior, tendrá que ir de la mano con la 
protección ambiental de la biodiversidad del Caribe y en este orden de ideas se 
cumple el avance del 50 % para la vigencia y del 27,84 % para el cuatrienio. 

Uno de los objetivos de este pacto radica en desarrollar el potencial productivo 
agropecuario, cultural y turístico de la región en conjunto con la investigación en 
ciencia y tecnología y el desarrollo ambiental sostenible. En términos de desarrollo 
productivo de la región, el Gobierno nacional impulsa las áreas bajo esquemas de 
producción sostenible. 

En este sentido, durante 2020, se consolidaron 9.141 hectáreas de áreas bajo 
esquemas de producción sostenible de conservación en la Región, de las cuales 
1.801 son de conservación, 2.890 de restauración, 4.000 en manejo forestal 
sostenible, 10 de agroforestales y 440 silvopastoriles. Lo anterior, representó un 
aumento de 4.205 hectáreas con respecto a 2019, periodo en el cual se logró llegar 
a 4.936 hectáreas, con lo cual se avanzó en el cumplimiento del 72,87 % de la meta 
establecida para este periodo —12.545 hectáreas— 

Adicionalmente, durante el 2020, se inició la fase dos del proyecto vida manglar en 
el Golfo de Morrosquillo, llegando de esta manera a dos iniciativas de carbono azul 
para el uso sostenible de los manglares en implementación, igualmente se logró 
elaborar el concepto preliminar para una iniciativa de carbono azul denominado 
“Diseño e implementación de una medida de Adaptación Basada en Ecosistemas 
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(Abe) sobre Manglar en bahía Hondita —Uribia—, Alta Guajira”. Con ello se cumple 
la meta de dos iniciativas establecida para este periodo. 

El acceso y la calidad del agua y del saneamiento básico influyen directamente en la 
calidad de vida de las personas. A diciembre 2019 34, 265.238 nuevas personas 
accedieron a soluciones adecuadas de agua potable —duplicando el cumplimiento 
de la meta 2019 y se avanzó en un 45,55 % la meta cuatrienal—. Respecto a las 
gestiones realizadas en 2020, se presentó una desaceleración en la ejecución de 
proyectos de soluciones adecuadas de agua en la Región. No obstante, dos proyectos 
se encuentran en ejecución: 1) construcción del sistema de acueducto del municipio 
de Turbaná (Bolívar) y 2) optimización y ampliación del sistema de acueducto 
regional del corregimiento de Bosanavarro y las veredas de los Guayacanes, Costa 
de Oro, Villanueva, Jorge Eliecer en el municipio de Sampués (Sucre). Así mismo, se 
terminaron y entregaron los siguientes proyectos: 1) construcción del tramo II de la 
línea de aducción del campo de pozos San Jorge para el municipio de Sincelejo desde 
el k0+000 hasta k9+100 para el municipio de Sincelejo; 2) construcción, 
optimización, ampliación del sistema de acueducto de la cabecera municipal de 
Montecristo en el departamento de Bolívar; y 3) ampliación del sistema de 
almacenamiento de agua potable para el municipio de Galapa, Atlántico. 

Finalmente, frente a cifras de pobreza y en especial a pobreza monetaria (La Guajira) 
el DANE calculo como dato oficial de pobreza monetaria para el departamento de La 
Guajira35 el 59,2 % para 2019. Con lo anterior se evidencia un rezago significativo 
frente a la meta establecida para la vigencia y frente a la meta definida para el 
cuatrienio, y para pobreza monetaria extrema (La Guajira), el DANE calculo como 
dato oficial de pobreza monetaria extrema en La Guajira36 el 32,8 % para 2019, con 
lo cual se nota un rezago significativo frente a la meta establecida para la vigencia y 
frente a la meta definida para el cuatrienio. 

 

 
34 Este indicador tiene un rezago de 180 días en la presentación del dato, su fuente es Gran Encuesta Integrada 

de Hogares; por lo tanto, se presenta el avance a 2019. 
35 Indicador con periodicidad anual y rezago de 90 días. 
36 Indicador con periodicidad anual y rezago de 90 días. 
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XIX. PACTO SEAFLOWER REGIÓN: POR UNA REGIÓN PRÓSPERA, 
SEGURA Y SOSTENIBLE SAN ANDRÉS 

 

La Reserva de biósfera Seaflower se encuentra ubicada en la región insular del 
archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, la cual hace parte del 
parque natural marítimo más grande del mar Caribe. Este pacto regional busca 
solucionar los desafíos y aprovechar las oportunidades por medio de la apuesta 
Nación-Territorio.  

Por lo anterior, el PND 2018-2022 propuso la iniciativa de biotecnología y 
bioprospección en la reserva de Biosfera Seaflower (Seaflower) la cual comenzó su 
desarrollo en 2020 mediante el proyecto “Bioprospección de microorganismos 
asociados a sedimentos marinos con potencial uso en la biorremediación y otras 
áreas de interés”, a través del convenio Interadministrativo No. 521 de 2020 
suscrito con el Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras José Benito Vives de 
Andréis (INVEMAR). Esta iniciativa es un mecanismo que aprovecha el uso 
sostenible de los recursos genéticos y sus productos derivados de la Reserva 
Seaflower en aras del impulso a la bioeconomía en la Isla de San Andrés y 
Providencia. En la Reserva de Seaflower existen recursos biológicos (Algas, 
moluscos, esponjas y microorganismos, entre otros) que tienen un gran potencial 
para el desarrollo de actividades bioprospectivas para la búsqueda de sustancias y 
moléculas, con potencial actividad biológica para su aplicación en la salud, industria 
y ambiente (biorremediación). 

Por otra parte, el suministro de agua es vital para el bienestar de los habitantes de 
la región Seaflower. Por ello, se está ejecutando el proyecto “Renovación de redes 
de acueducto para la Isla de San Andrés”, el cual busca reducir pérdidas técnicas y 
comerciales, mejoramiento de presión y distribución equitativa del servicio de agua, 
aumentando su frecuencia y continuidad, favoreciendo entre otros a los sectores 
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rurales de San Luís, La Loma y el Cove, en donde se identificó el mayor porcentaje 
de pérdidas.  

Por último, El Gobierno nacional tras las emergencias presentadas por los huracanes 
Iota y Eta en San Andrés, Providencia y Santa Catalina implementó un mecanismo 
de seguimiento a compromisos asumidos con San Andrés Islas y se comprometió en 
avanzar con una serie de programas para la restauración física, como también a 
apoyar diferentes programas sociales para impulsar el desarrollo social y 
económico de los habitantes. Ante estos compromisos asumidos por Presidencia de 
la República, el DNP, debido a su experticia técnica, apoyó la consolidación de dichos 
compromisos en una herramienta de seguimiento. 

En una primera etapa, el apoyo consistió en la revisión y simplificación de los 
compromisos asumidos, en cuanto a la redacción de las acciones y su pertinencia 
para poder medir el avance de cumplimiento. Adicionalmente, se realizó 
priorización de criterios que debían tenerse en cuenta para poder generar un 
esquema de seguimiento, una vez aceptadas las recomendaciones iniciales, se apoyó 
en la creación de un tablero de seguimiento que refleja los avances con la 
información que cada una de las entidades del orden nacional reporta. En este, se 
puede detallar el avance del cumplimiento general de los compromisos, el estado de 
los compromisos por entidad y un balance de la inversión ejecutada versus la 
proyectada de cada uno de los compromisos. 
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XX. PACTO REGIÓN CENTRAL: CENTRO DE INNOVACIÓN Y NODO 
LOGÍSTICO DE INTEGRACIÓN PRODUCTIVA NACIONAL 
E INTERNACIONAL 

 

La región Central se encuentra ubicada estratégicamente en el corredor que conecta 
todas las demás regiones del país, lo que la convierte en motor de la actividad 
económica agropecuaria e industrial y dinamizadora del crecimiento económico 
nacional, en este sentido la conectividad de la zona central con los puertos y las 
regiones fronterizas es de vital importancia para el desarrollo económico del país. 
Por lo anterior, el Gobierno nacional se ha enfocado en la construcción de estrategias 
que disminuyan los costos del flete en el traslado de los productos y el mejoramiento 
de la infraestructura vial para reducir los tiempos de los trayectos. 

En el entendido que el esquema de concesión 4G  37  reduce la brecha de 
infraestructura vial, fortalece la conectividad e incrementa la competitividad, en el 
2020 se rehabilitaron 116,51 km, más que en 2019, de vía primaria en la región 
central, bajo este modelo, para un total de 467,66 km es decir un avance del 75,38 % 
de la meta establecida para la vigencia de 556,14 km. Los trayectos intervenidos 
fueron: Transversal del Sisga, Autopista Neiva - El Espinal-Girardot, Autopista 
acceso Norte Bogotá y Perimetral de Oriente. 

 
37 Las concesiones de las vías 4G. 
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XXI. PACTO REGIÓN SANTANDERES: EJE LOGÍSTICO, 
COMPETITIVO Y SOSTENIBLE DE COLOMBIA 

 

La región Santanderes se encuentra ubicada sobre el Valle medio del Río Magdalena 
y en el sistema andino nororiental siendo la conexión central entre el Caribe y el 
interior. Su posición geográfica favorece las conexiones con el mercado nacional e 
internacional y es un nodo que conecta otras regiones del país mediante las 
actividades de logística y transporte. 

Fortalecer la diversificación y la internacionalización, fomentando la variedad 
productiva en sectores alternativos a los hidrocarburos y promover la conservación 
y el uso sostenible del capital natural, mediante la promoción de actividades 
productivas que garanticen el abastecimiento del recurso hídrico y demás servicios 
ambientales, son dos objetivos del Gobierno nacional para la región. 

La visión regional apunta a aprovechar su posición geográfica, dinamizar la 
economía regional y el potencial de desarrollo basado en sus capacidades de 
innovación y de provisión de servicios ambientales. También se requiere promover 
la armonización entre la actividad económica y la conservación. 

Uno de los propósitos de este pacto radica en promover la conservación y el uso 
sostenible del capital natural, en el marco de la biodiversidad y el capital natural que 
se constituyen en activos estratégicos de la región, lo que exige diseñar e 
implementar instrumentos de manejo ambiental de protección de los ecosistemas 
estratégicos del sistema de páramos, los humedales del Magdalena Medio y sus 
áreas protegidas.  

En este sentido, durante 2020 se consolidaron 4.559 hectáreas de Áreas bajo 
esquemas de producción sostenible en la región, de las cuales 120 son de 
conservación, 3.631 de restauración, 790 en manejo forestal sostenible y 18 de 
reconversión productiva. Un aumento de 1.090 hectáreas con respecto a 2019, 
periodo en el cual se logró llegar a 3.469 hectáreas, cumpliendo de esta manera el 
12,95 % de la meta establecida de 35.207 hectáreas para este periodo. 

Adicionalmente, en aras de medir el grado de internacionalización del país en 
términos de las ventas de Colombia hacia el mundo en bienes no mineros y servicios 
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para esta región, durante 2020 el promedio móvil de las exportaciones no minero 
energéticas fue de USD 299 millones. De esta manera, 256 empresas de Santander y 
Norte de Santander informaron a ProColombia haber realizado negocios por un 
monto de USD 119 millones con 670 compradores de 63 países como resultado del 
acompañamiento, participación en programas o actividades comerciales. Lo 
anterior significó un aumento del 7,17% frente a 2019 y un avance del 94,44 % 
frente a la meta de USD 320 millones establecida para el cuatrienio. 
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XXII. PACTO REGIÓN AMAZONÍA: DESARROLLO SOSTENIBLE POR 
UNA AMAZONIA VIVA 

 

La región de la Amazonia es un territorio vital para Colombia y el mundo. Esta región 
contribuye a la retención de carbono, la regulación climática, y el abastecimiento de 
agua. Además, cuenta con una amplia diversidad biológica. 

Del área continental de Colombia, la Amazonia representa el 35,5 %, y el 87 % es 
bosque con alto grado de conservación. Adicionalmente, brinda una base sólida de 
servicios ecosistémicos que la llevan a posicionarse como la región con mayor 
potencial ambiental del país. El 87 % del área de la región corresponde a tipología 
rural remota, cuya función se encuentra asociada a la protección de los territorios y 
de las buenas prácticas agrícolas, así como del aprovechamiento sostenible 
del bosque. 

Por lo anterior, la Amazonia se convierte en una de las regiones más diversas en 
términos de ambiente, biodiversidad y cultura. Sin embargo, presenta dos 
problemas que han impedido el desarrollo de su potencial: 1) el incremento de 
actividades que degradan la base ambiental, y 2) la deficiente conectividad y la 
precaria prestación de servicios en asentamientos rurales. A continuación, se 
presenta el progreso de los indicadores que componen este Pacto que miden la 
evolución de las acciones realizadas por el Gobierno nacional. Este Pacto presenta 
un avance con corte a 31 de diciembre de 2020 del 68,1% para la vigencia y del 
23,1 % para el cuatrienio.  

La conservación es un activo estratégico de la nación, por ello el Gobierno 
implementa medidas de política orientadas a garantizarlo. Durante 2020 se 
consolidaron 131.300 hectáreas de áreas bajo esquemas de producción sostenible 
de conservación en la Región, de las cuales 96.925 son de conservación, 19.045 de 
restauración, 15.000 en manejo forestal sostenible y 330 de agroforestales. Se dio 
un aumento de 10.137 hectáreas con respecto a 2019, periodo en el cual se logró 
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llegar a 121.163 hectáreas. Se cumplió el 92,58% de la meta establecida para este 
periodo establecida en 141.826 hectáreas. También durante 2020 hubo 556 familias 
fueron beneficiadas con acuerdos de conservación, de las cuales 106 cuentan con 
apoyo de instrumentos financieros verdes. Así se cumplió en un 18,53 % de la meta 
de 3.000 acuerdos verdes de conservación establecida para este periodo. 

Por otra parte, la gestión eficiente del recurso hídrico es clave en el bienestar de los 
ciudadanos. Durante 2020, 36.341 nuevas personas en la región amazónica se 
vieron beneficiadas con soluciones adecuadas a agua potable y 6.947 nuevas 
personas con acceso a soluciones adecuadas de manejo de aguas residuales. Los 
proyectos de agua y saneamiento desarrollados en esta región permitieron triplicar 
el cumplimiento de la meta 2020 en el primer caso, y en el segundo caso cumplir la 
meta 2020 en el 87,9 %. Respecto al cuatrienio se ha cumplido la meta en un 87,3 % 
de nuevas personas con acceso a agua potable y en un 29,43 % de nuevas personas 
con acceso a aguas residuales. 
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XXIII. PACTO EJE CAFETERO Y ANTIOQUIA: CONECTAR PARA LA 
COMPETITIVIDAD Y EL DESARROLLO LOGÍSTICO SOSTENIBLE 

 

El PND 2018-2022 tiene como objetivo promover el desarrollo económico de la 
región Eje Cafetero y Antioquia a través de la internacionalización sus productos, 
para fomentar su productividad y competitividad. De la misma manera, uno de los 
propósitos es mejorar el desarrollo logístico mediante la conectividad del territorio 
con el resto del país, con el fin de optimizar la prestación de bienes y servicios para 
su abastecimiento en la región. De otra parte, se incentivará la recuperación 
ambiental de las áreas degradadas por la extracción ilícita de minerales en la región, 
para lograr la reconversión productiva.  

A continuación, se presenta el progreso de los indicadores de este Pacto, el 
cual presentaba un avance con corte a 31 de diciembre de 2020 del 99,30 % para la 
vigencia y del 68,84 % para el cuatrienio.  

En cuanto a la internacionalización de la economía, durante 2020, el promedio móvil 
de las exportaciones de bienes no minero-energéticos en el Eje Cafetero fue de 
USD 1.561 millones. Así, 227 empresas de Caldas, Quindío y Risaralda informaron a 
ProColombia la realización de negocios por un monto de USD 215 millones con 649 
compradores de 65 países. De igual forma, seis empresas colombianas de Risaralda, 
Caldas y Quindío informaron el inicio de seis proyectos con presencia en el exterior, 
en países como España, Estados Unidos, Guatemala, Perú y Rusia. Lo anterior 
significó una disminución del 2,18 % frente al año anterior y un avance del 89,20 % 
frente a la meta cuatrienal de USD 1.750 millones. 

Sumado a lo anterior, en Antioquia, durante 2020, el promedio móvil de las 
exportaciones de bienes no minero-energéticos fue de USD 3.145 millones. Son 652 
empresas las que informaron a ProColombia la realización de negocios por un 
monto de USD 1.245 millones con 2.559 compradores de 124 países, como resultado 
del acompañamiento, participación en programas o actividades comerciales. 
Igualmente, 12 empresas colombianas de Antioquia informaron el inicio de 14 
proyectos con presencia en el exterior en Estados Unidos, Guatemala, México, 
Panamá, Perú y Puerto Rico. Lo anterior significó una disminución de un 



 

192 

0,54 % frente al año anterior y un avance del 87,63 % de la meta cuatrienal de 
USD 3.589 millones. 

El mejoramiento de la infraestructura aeroportuaria favorece la conexión con los 
territorios y permite incrementar el turismo, como factor de desarrollo económico, 
específicamente para esta región. En este sentido, durante 2020, en el aeropuerto El 
Edén de Armenia se realizaron obras de construcción del terminal internacional y 
de mantenimiento de pista, calles de rodaje, plataforma, canales y zonas de 
seguridad. La inversión fue de $68.166 millones, con lo cual se avanzó en un 50 % 
de la meta de dos aeropuertos establecida para el cuatrienio. 

Finalmente, con el propósito de promover actividades sostenibles con el ambiente, 
durante 2020 se consolidaron 17.904 hectáreas de áreas bajo esquemas de 
producción sostenible de conservación en la región, de las cuales 2.889 son de 
conservación, 1.630 de restauración, 12.900 en manejo forestal sostenible, 300 de 
agroforestales y 185 de reconversión productiva. Lo anterior, representó un 
aumento de 7.344 hectáreas con respecto a 2019, periodo en el cual se logró llegar 
a 10.560 hectáreas. De esta manera se cumplió la meta de 1.300 hectáreas 
establecida para este periodo. 
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XXIV. PACTO REGIÓN LLANOS-ORINOQUIA: CONECTAR Y 
POTENCIAR LA DESPENSA SOSTENIBLE DE LA REGIÓN CON EL 
PAÍS Y EL MUNDO 

 

El Pacto por los Llanos y la Orinoquia parte de reconocer que esta región cuenta con 
un potencial de desarrollo único debido a su riqueza natural, extensión territorial, 
ecosistemas estratégicos, oferta hídrica y de hidrocarburos y presencia de tierras 
para producción agropecuaria, agroindustrial, forestal, inclusiva, sostenible y 
tradicional (DNP, 2019). Además de ello, este Pacto considera las apuestas a 
mediano plazo de algunos de los departamentos que le conforman: 

1. Arauca 2032: principal puerto agroindustrial, minero energético y turístico 
del Nororiente 

2. Casanare 2021: epicentro de la economía regional. 

3. Vichada: primer puesto fluvial multimodal del oriente. 

Pese a las apuestas particulares de cada departamento, el pacto se fundamenta en 
una visión conjunta en la que se prioriza el desarrollo, la protección de los recursos 
hídricos y el desarrollo productivo, donde la conectividad intermodal es factor 
determinante para lograr alcanzar dichos objetivos.  

A continuación, se presenta el progreso de los indicadores que hacen parte de este 
Pacto, el cual con corte a diciembre de 2020 registro un avance del 79,25 % y del 
33,59 % frente al cuatrienio.  

Con el fin de controlar la deforestación, la degradación y la afectación que implica 
consolidar la estructura ecológica principal y gestionar integralmente el recurso 
hídrico para el desarrollo productivo sostenible de la región, durante 2020, se 
consolidaron 13.812 hectáreas de áreas bajo esquemas de producción sostenible de 
conservación en la región, de las cuales 2.254 son de restauración, 231 de 
agroforestales y 11.327 de reconversión productiva. Un aumento de 11.472 
hectáreas con respecto a 2019, periodo en el cual se logró llegar a 3.469 hectáreas. 
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Con ello se cumplió el 23,53 % de la meta de 58.689 hectáreas establecida para 
este periodo. 

Adicionalmente, y teniendo en cuenta la importancia del crecimiento económico en 
la región, en 2020, se reportaron USD 9,10 millones en el promedio móvil de las 
exportaciones de bienes no minero-energéticos. Esto significó un aumento del 
46,77 % frente al año anterior, y un cumplimiento superior de 5,5 p. p., con respecto 
a la meta cuatrienal establecida de USD 3,60 millones. Al mismo tiempo, cinco 
empresas de Arauca, Casanare y Meta informaron a ProColombia haber 
realizado negocios por un monto de USD 162.180 millones con siete compradores 
de Alemania, España, Estados Unidos, Francia, Noruega y Catar. Lo 
anterior, es el resultado del acompañamiento, participación en programas o 
actividades comerciales.  

Con el objetivo de fortalecer la economía del territorio, durante 2020, se finalizó la 
obra de mejoramiento del aeropuerto no concesionado de Yopal (Casanare), se dio 
mantenimiento de la calle de rodaje y a la plataforma, con una inversión de $6.622 
billones. Además, se avanzó en los estudios y diseños, construcción y mejoramiento 
del aeropuerto de Mitú. Si bien este indicador no contaba con meta programada para 
esta vigencia, se presentó un avance para el cuatrienio del 50 %. 
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XXV. PACTO REGIÓN OCÉANOS: COLOMBIA, 
POTENCIA BIOCEÁNICA 

 

Ampliar el reconocimiento de los océanos como un activo estratégico, es el objetivo 
del Gobierno nacional mediante la inclusión de este Pacto en el PND 2018-2022. Su 
fundamento se basa en la proyección del país como potencia Bioceánica, en donde 
se aproveche de forma integral y sostenible su ubicación geográfica, sus condiciones 
oceánicas y sus recursos naturales para contribuir a su crecimiento y desarrollo.  

Bajo esta visión, el Pacto plantea diferentes metas que buscan garantizar la 
seguridad integral marítima, aprovechar de forma responsable y sostenible los 
recursos marinos, diseñar modelos de desarrollo regional sostenible, y generar 
accesos marítimos y nodos portuarios seguros y adaptados a los retos del comercio 
exterior. A continuación se presenta el avance de los indicadores que componen el 
Pacto, el cual presentaba un avance con corte a 31 de diciembre de 2020 del 60 % 
para la vigencia y del 29,32 % para el cuatrienio.  

En términos de gobernanza, seguridad, ordenamiento y planificación integral de los 
océanos, el pacto aumentó los niveles de seguridad integral marítima y fluvial a 
través del accionar de la Dirección Marítima Colombiana (DIMAR). Como parte de 
este esfuerzo, durante 2020, se instaló y puso en operación la estación de control de 
tráfico marítimo en la Isla de Malpelo 38; así se completaron nueve estaciones en 
operación de este tipo en el país. Sin embargo, esto impidió el cumplimiento total de 
la meta de la vigencia, por cuanto se debían completar 10 estaciones en operación, 
ocho son de vigencias anteriores y dos las que deberían ser instaladas durante 2019 
y 2020. Lo anterior dio como resultado un avance del 33,33 % de la meta propuesta 
para el cuatrienio (gráfico XXV-1). 

  

 
38 Corresponde a la instalación y activación de subsistema de radar de la Estación Remota de Servicio de Tráfico 

Marítimo en la Isla de Malpelo.  
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Gráfico XXV-1. Estaciones de control de tráfico marítimo instaladas y en operación, 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, DIMAR. 

En cabeza de esta misma entidad, se completaron 12 sedes modernizadas para el 
ejercicio de la Autoridad Marítima durante 2020. Lo anterior, debido a la entrega a 
satisfacción del proyecto de mantenimiento de la capitanía de puerto de Bahía 
Solano, dando por cumplimiento el 100 % de la meta establecida para la vigencia y 
el 60 % para la meta cuatrienal (gráfico XXV-2). Además, se reportan avances en las 
obras estipuladas para lo que resta del PND 2018-2022, como el nuevo Centro de 
Investigaciones Oceanográficas e Hidrográficas (CIOH) en Cartagena y la 
construcción de la nueva Capitanía de Puerto de Turbo. Ahora bien, la ejecución de 
la obra en Turbo presenta retrasos debido a incumplimientos por parte del 
contratista, quien durante el mes de diciembre no ejecutó ninguna actividad. Por lo 
anterior se inició el proceso de incumplimiento al contrato 332-SUBAFIN-2019. 

Gráfico XXV-2. Sedes construidas y modernizadas para el ejercicio de la Autoridad Marítima, 
2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, DIMAR. 

Respecto a la implementación de estrategias para la conservación y restauración de 
los ecosistemas, se presentó un avance del 31 % de estaciones de monitoreo de 
aguas marinas con categorías aceptable y óptima durante 2019 39, al pasar de un 
17 % con categoría aceptable en 2018 al 26 % en 2019 y de un 3 % con categoría 

 
39 De acuerdo con el reporte del Informe del Estado de los Ambientes y Recursos Marinos y Costeros en 

Colombia, este indicador tiene un rezago de 730 días publicado de forma anual por el INVEMAR. 



 

197 

óptima en 2018 al 5 % en 2019. Lo anterior permitió un cumplimiento superior a la 
meta para la vigencia 2019 en 10 p. p., y un avance del 74,83% para la meta 
cuatrienal del 34,70 %. 

Adicionalmente, durante 2020 no se implementaron nuevos acuerdos para el 
aprovechamiento local de plásticos y otros materiales reciclables en municipios 
costeros de los litorales Pacífico y Caribe —continental e insular— y se mantuvo el 
acuerdo desarrollado durante 2019. No obstante, se continuó con la gestión para 
protocolización de acuerdos de aprovechamiento local de Plásticos en los 
Municipios de Juan de Acosta, Piojó, Tubará y Puerto Colombia con apoyo de la 
Corporación Autónoma Regional del Atlántico. Lo anterior dio como resultado un 
avance del 33 % de la meta establecida para esta vigencia y un 11,11 % para la meta 
cuatrienal de 10. 

Ahora bien, frente al eje de conocimiento y apropiación social de los océanos, el PND 
2018-2022 dispuso impulsar expediciones científicas interdisciplinarias e 
interinstitucionales para profundizar en el conocimiento de los océanos. Es así como 
durante 2020 se desarrollaron tres expediciones al Pacífico mediante el Programa 
Colombia BIO, a saber: 1) Expedición Bocas de Sanquianga, 2) Pacífico Norte y Zona 
Sur del Caribe colombiano y 3) Expedición Biológica Serranía del Baudó. Esto en el 
marco de las expediciones realizadas por medio de diferentes actores del SNCTeI, el 
Sistema Nacional Ambiental (SINA), la Comisión Nacional de Océanos (CNO) y las 
fundaciones y entidades que desarrollan actividades de investigación en temas de 
biodiversidad. Lo anterior, generó un aumento de 3 p. p., frente al avance de 2019 y 
un cumplimiento del 60 % de la meta cuatrienal de 5 expediciones. 

Finalmente, sobre la conectividad y productividad marítimas, durante 2020 no se 
presentó avance en el mejoramiento, construcción y profundización de los accesos 
marítimos manteniendo el avance presentado hasta 2019 de un acceso marítimo. 
No obstante, se continuó con la ejecución del dragado de profundización del canal 
de acceso al Puerto de Providencia. Los retrasos de los cronogramas para el 
cumplimiento de este indicador se deben a las afectaciones provocadas por los dos 
huracanes que impactaron a San Andrés, Providencia y Santa Catalina, lo que 
mantiene el avance del 50 % frente a la meta cuatrienal de dos accesos. 
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XXVI. CONSISTENCIA MACROECONÓMICA, FISCAL Y DE 
RESULTADOS ECONÓMICOS Y SOCIALES 

 

El principio de responsabilidad fiscal debe garantizar la sostenibilidad de los logros 
sociales y de un crecimiento económico fundamentado en mayor productividad e 
innovación fortaleciendo el ahorro y la inversión. 

Así, el objetivo principal de este pacto es acelerar el crecimiento económico, al igual 
que garantizar equidad de oportunidades a través de las diferentes variables 
macroeconómicas. Así, el planteamiento de políticas públicas que permitan su 
mejora estructural y potenciación resulta en mejores condiciones sociales, sobre 
todo en quienes enfrentan mayores dificultades en épocas de recesión económica. 

A continuación, se presenta el progreso de los indicadores por cada una de las cuatro 
líneas que componen este Pacto, el cual presentaba un avance con corte a 31 de 
diciembre de 2020 del 95,29 % para la vigencia y del 74,64 % para el cuatrienio.  

A. FUNDAMENTOS MACROECONÓMICOS DEL PND 2018-2022 

Acelerar el crecimiento económico y la equidad de oportunidades es una de las 
metas del PND 2018-200, para ello, desde una perspectiva macroeconómica, se 
impulsa la responsabilidad fiscal como un principio que permite garantizar la 
sostenibilidad en los logros sociales, así como un crecimiento económico derivado 
de productividad e innovación, acompañado del fortalecimiento del ahorro y la 
inversión. En cuanto a la inversión, durante 2020 se registró una tasa (porcentaje 
del PIB) del 18,80 %, y en el IV trimestre del año se presentó una tasa del 14 % para 
la serie original —precios corrientes— y para la serie desestacionalizada del 
15,10 % —precios constantes—. Lo anterior representa una caída de 3,5 p. p. frente 
a la tasa de 2019 y que equivale a un avance del 78,33 % de la meta esperada para 
2020 y significa un avance del 72,03 % de la meta cuatrienal (gráfico XXVII-1). 
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Gráfico XXVII-1. Tasa de Inversión (como porcentaje del PIB) 2018-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, MinHacienda. 

B. ESTRATEGIA FISCAL Y MACROECONÓMICA 

La estrategia macroeconómica tiene como propósito el incremento del ahorro para 
aumentar la inversión tanto pública como privada. Así, el recaudo de impuestos 
juega un papel importante en el fortalecimiento de las fuentes de ingreso, sobre todo 
para que el Estado pueda proveer los bienes y servicios que el país requiere. 

Dicha mención sobre las fuentes de ingresos recae, entre otras, en el recaudo 
tributario neto (porcentaje del PIB), que para el IV trimestre de 2020 se ubicó en el 
13,02 %, la cifra más baja reportada trimestralmente en los últimos dos años 
(gráfico XXVII-2). Según la Subdirección de Gestión de Recaudo y Cobranzas de la 
DIAN —corte a 18 de enero de 2021—, el recaudo neto en el mes de diciembre de 
2020 ascendió a $9,0 billones, el cual muestra una disminución del 2,5 % en 
comparación con diciembre de 2019, en el que se recaudó $9,3 billones.  

En diciembre de 2020, el 94,4 % del recaudo se concentró en el impuesto a la renta 
“Cuotas + Retención”, retención del impuesto al valor agregado (IVA), los tributos 
aduaneros y el gravamen a los movimientos financieros (GMF). Este recaudo 
evidencia los efectos de la disminución en muchas de las actividades económicas del 
país, además de tres conceptos que contribuyeron significativamente a la variación 
negativa que se observa, a saber: 1) la retención en la fuente a título de renta con el 
-1,1 %; 2) los tributos aduaneros con el -1,5 %, y 3) las declaraciones de IVA con el -
0,7 %. En sentido contrario el impuesto a la renta contribuyó positivamente a la 
variación total de los ingresos del mes de diciembre con el 0,9 %, explicado por los 
pagos diferidos en el impuesto de personas jurídicas permitidos en desarrollo de las 
medidas para aminorar los efectos de la pandemia en 2020. Esto condujo a un 
avance del 91,69 % de la meta prevista para la vigencia y de un 88,57 % de la meta 
para el cuatrienio. 
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Gráfico XXVII-2. Recaudo tributario neto (porcentaje del PIB) por trimestres 2019-2020 

 
Fuente: DNP-Sinergia, MinHacienda. 

C. INICIATIVAS DE REGULACIÓN FINANCIERA PARA LA 
PROFUNDIZACIÓN FINANCIERA 

Bajo la premisa de que son los ciudadanos en quienes se espera impacte 
positivamente el crecimiento económico, este Pacto destaca la inclusión financiera 
como un mecanismo que contribuye a la reducción de la pobreza. Por este motivo es 
necesario monitorear los diferentes indicadores de inclusión financiera. 

En este sentido, en el primer semestre de 2020 el 85,9 % de la población adulta 
contaba con algún tipo de producto financiero. En esta vigencia, y con el propósito de 
continuar mejorando los niveles de profundización financiera, el Gobierno nacional 
emitió el Decreto 1692 de 2020 relacionado con los sistemas de pago de bajo valor, 
con el cual se busca un sistema de pagos moderno que incentive un mayor uso de los 
productos financieros en un ecosistema digital de pagos que conlleve a la reducción 
del efectivo, facilite la inclusión financiera y la generación de información 
transaccional que luego pueda servir como historial crediticio. En ese contexto, el 14 
de septiembre de 2020 se emitió el Decreto 1234 de 2020 “por medio del cual se 
adiciona el Decreto 2555 de 2010 en lo relacionado con el espacio controlado de 
prueba para actividades de innovación financiera”, buscando incentivar el desarrollo 
de productos y servicios innovadores que redunden en el acceso de más personas al 
sector financiero.  

Por otro lado, en cuanto a la población de adultos que actualmente tienen un producto 
financiero activo o vigente, durante el primer semestre de 2020, según información 
suministrada por Banca de las Oportunidades se llegó a una cobertura del 71,6 %, con 
lo cual se presenta un avance del 88,57 % del total de la meta prevista para la vigencia. 
Es importante aclarar que los datos del segundo semestre estarán disponibles 
aproximadamente en julio de 2021. Con la expedición del Decreto 1234 de 2020 se 
espera incentivar el desarrollo de productos y servicios innovadores que redunden en 
el acceso de más personas al sector financiero. Además, en septiembre se emitió el 
Documento CONPES 4005 de 2020, el cual contiene la Política Nacional de Inclusión y 
Educación Financiera y Económica, que establece la hoja de ruta de largo plazo para 
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incentivar la creación y oferta de productos y servicios financieros que atiendan de 
forma más adecuada las necesidades y características de los consumidores financieros.  
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ANEXO 1. AGENDA DE EVALUACIONES 

De acuerdo con lo previsto en el Artículo 343 de la Constitución Política, y lo 
señalado en el artículo 29 de la Ley 152 de 1994, el DNP tiene como función “diseñar 
y organizar los sistemas de evaluación de gestión y de resultados de la administración, 
tanto en lo relacionado con políticas como con proyectos de inversión, y señalar los 
responsables, términos y condiciones para realizar la evaluación”. Asimismo, de 
acuerdo a lo contemplado en el artículo 2.2.7.1.1.1 del Decreto 1082 de 2015, el 
Sistema Nacional de Evaluación de Gestión y Resultados (Sinergia) tiene como 
objetivo “generar información de calidad para la toma de decisiones que permitan 
mejorar la efectividad de la formulación y ejecución de las políticas del Plan Nacional 
de Desarrollo (PND), específicamente a través del seguimiento a los avances de este y 
los principales programas de Gobierno, así como la evaluación de las políticas 
consignadas en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) y las estrategias que lo 
complementen (…)”. Por último, conforme lo establecido en el artículo 2.2.7.1.3.2 del 
Decreto 1082 de 2015, el DNP es la entidad encargada de la coordinación técnica y 
administración de dicho sistema. 

Para dar cumplimiento a esta función, la Dirección de Seguimiento y Evaluación de 
Políticas Públicas (DSEPP) del DNP definió una ruta de trabajo interinstitucional 
que, para el caso de la evaluación de políticas públicas, es la Agenda Anual de 
Evaluaciones. De acuerdo con el artículo 2.2.7.3.2.1. del Decreto 1082 de 2015, esta 
agenda “es la relación de las intervenciones públicas de carácter estratégico que 
podrían iniciar el proceso de evaluación, bajo los protocolos de priorización 
establecidos por el Departamento Nacional de Planeación (DNP), en una vigencia 
fiscal determinada”. 

Teniendo en cuenta lo anterior, la Agenda Anual de Evaluaciones para el año 2021 
incluye las intervenciones públicas de carácter estratégico priorizadas y que 
podrían iniciar el proceso de evaluación en la presente vigencia. La construcción de 
la agenda es el producto de un ejercicio realizado entre las direcciones técnicas del 
DNP y las diferentes entidades del Gobierno nacional, en el cual se identificaron los 
temas prioritarios para cada uno de los sectores de la Administración pública. 
Posteriormente, la DSEPP del DNP, realizó una validación de los temas propuestos 
con las direcciones Técnicas y priorizó las intervenciones de acuerdo con el 
protocolo de priorización en el cual se privilegian tres criterios: 

1. Intervenciones estratégicas. El primer nivel de priorización tiene en cuenta la 
relevancia de la intervención para el cumplimiento del plan de gobierno. En 
ese sentido, tienen prioridad de evaluación las políticas o programas 
estratégicos para el cumplimiento de metas del PND, así como las 



 

208 

evaluaciones incluidas en los CONPES, las intervenciones estratégicas para el 
cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y las que, por 
el volumen de inversiones y de beneficiarios atendidos, son de gran interés 
para el Gobierno nacional. 

2. Oportunidad para la evaluación. El segundo nivel de priorización está 
relacionado con el momento en el que se llevará a cabo la evaluación. Con base 
en este criterio se priorizan intervenciones que serán objeto de reformulación 
o escalamiento, de tal manera que la evaluación sirva como insumo para su 
modificación. También se priorizarán intervenciones que a pesar de ser 
estratégicas y de gran envergadura, no han sido objeto de ejercicios de 
evaluación previos. 

3. Factibilidad de la evaluación. El tercer criterio para a priorización de 
intervenciones por evaluar tiene en cuenta la existencia de condiciones para 
garantizar el desarrollo y posterior uso de la evaluación. Para ello se revisa 
que la necesidad de la evidencia esté dentro del alcance de una evaluación, se 
revisa la disponibilidad de información, el involucramiento de la(s) 
entidad(es) implementadora(s) de la intervención, entre otros aspectos que 
garantizan la factibilidad y pertinencia de la evaluación. Con este criterio 
también se priorizan intervenciones públicas que cuenten con línea base y 
que requieran realizar seguimiento. 

Además de los criterios mencionados, la DSEPP selecciona las intervenciones 
públicas por evaluar de tal manera que se incluya la mayor cantidad posible de 
sectores de la Administración pública, y, además, teniendo en cuenta las 
restricciones de recursos financieros y humanos de la DSEPP para el desarrollo de 
las evaluaciones. 

Cabe aclarar que la contratación de las evaluaciones está sujeta a la disponibilidad 
de recursos para su financiación; la existencia y calidad de la información; y la 
finalización de sus diseños. Los temas, la tipología de evaluación y objetivos aquí 
presentados son únicamente a título indicativo, por lo tanto, no representan 
compromiso alguno de contratación u ejecución por parte de las entidades o para 
el DNP. 

A continuación, se presenta la Agenda de Evaluaciones del año 2021 validada por 
los Subdirectores Generales Sectorial y Territorial y aprobada por el Director 
General del DNP. Para el presente año, la Agenda cuenta con 18 temas. 
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Los temas están distribuidos según el pacto transversal del PND 2018-2022 de la 
siguiente manera: 

Pacto Evaluación 
Pacto por el emprendimiento, 
la formalización y la 
productividad 

Programa Unidos por Colombia 

Programa de Apoyo al Empleo Formal (PAEF) 

Pacto por la equidad 

Programa de Apoyo a las Alianzas Productivas (PAAP) 

Plan Decenal del Deporte (2009-2019) 

Programa Mi Familia 

Programa Generación E 

Programa Ser Pilo Paga 

Programa Todos a Aprender 
Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios 
(Sisbén) 

Pacto por la sostenibilidad 
Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso 
Hídrico (PNGIRH) 

 Política Nacional de Pago por Servicios Ambientales 

Pacto por la Ciencia, la 
Tecnología y la Innovación Inteligencia Artificial 

Pacto por la equidad de 
oportunidades para grupos 
indígenas, negros, afros, 
raizales, palenqueros y Rrom 

Programa IRACA 

Pacto por una gestión pública 
efectiva Política de Empleo Público  

Pacto por la descentralización 

Política General de Ordenamiento Territorial 

Plan Vial Regional  

TerriData 

Temas transversales Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) 
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